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CONTROL DE CONVENCIONALIDAD DIFUSO COMO ELEMENTO ESENCIAL 
PARA LA PROTECCIÓN Y PRESERVACIÓN DEL PAISAJE CULTURAL 
CAFETERO 
1. INTRODUCCIÓN 
El Paisaje Cultural Cafetero declarado como patrimonio de la Humanidad por la UNESCO 
en el año 2011 no cuenta con elementos de protección adecuados que aseguren su debida 
conservación; si bien, Colombia ha sido progresista al considerar el derecho a la cultura 
como un derecho fundamental, y al desarrollar normativa exclusivamente dirigida a la 
cultura, el patrimonio y la debida conservación de los elementos patrimoniales; no se 
evidencia en la actualidad un modelo adecuado de conservación que responda a las amplias 
necesidades del PCC, tendiendo en cuenta su consideración de patrimonio natural vivo, 
variable y tangible. 
La declaración de la UNESCO en el año 2011 trajo para Colombia la inmensa 
responsabilidad de proteger y conservar un paisaje vivo que representa la actividad cafetera 
del país por más de 150 años. Como modelo inicial de conservación se elaboró un CONPES 
el cual detallaba las características del PCC, sus riesgos y amenazas y las medidas de 
protección necesarias que los departamentos y municipios debían tomar sobre el mismo.  
No obstante, la especial característica del PCC como patrimonial, cultural y natural, y su 
gran extensión hacen necesaria la integración de otros parámetros de protección y 
conservación que se adecuen a las características variables y heterogenias del paisaje 
cultural.  
En la actualidad no se presentan investigaciones, ni evidencia alguna de actuaciones en las  
cuales se considere la posibilidad de integrar parámetros internacionales para la conservación 
del paisaje cultural, lo cual demuestra el riesgo inminente en el que se encuentra el PCC. 
Además de lo anterior los parámetros inicialmente establecidos para la conservación del PCC 





2. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
El paisaje cultural cafetero es zona de influencia de cuatro departamentos y 47 municipios de 
los cuales hace parte el departamento de Risaralda, al interior de este paisaje cultural 
caracterizado por la influencia de la colonización antioqueña y el cultivo de café en zonas 
geográficas difíciles, se encuentran excepcionales características ambientales, debido a que 
el Paisaje cultural  alberga bosques nativos y corredores biológicos importantes para el país; 
por tales razones, la protección al paisaje cultural se hace inminente, sin embargo aunque 
existe un CONPES1 y unas sugerencias de protección por parte del Comité de Patrimonio 
Mundial  no existe en la actualidad un modelo que represente efectivamente una protección 
al Paisaje Cultural. 
Es importante recordar que el paisaje cultural hace parte de una zona de explotación minera, 
la cual es incompatible con la declaratoria de la UNESCO, en razón de que, dicha práctica 
puede afectar gravemente el uso de los suelos y la conservación ambiental del territorio, 
igualmente dentro del paisaje cultural aún no se han determinado efectivamente los 
elementos patrimoniales de carácter inmaterial o material, esto en razón de que la 
declaratoria de la UNESCO comprende un grupo hetereogeneo de elementos que dan vida a 
un paisaje de características propias, sin embargo la declaratoria de la UNESCO se centró 
principalmente en el cultivo de café y la influencia que el cultivo de café ha tenido para el 
desarrollo  humano de todas las regiones que influyen dentro del PCC, no obstante según lo 
que se entiende como Paisaje Cultural, este se compone de otros elementos característicos 
como son, las influencias artísticas, las costumbres, la arquitectura, entre otras. 
Se requiere implementar dentro del PCC elementos de protección que respondan a las 
necesidades de esta zona, teniendo en cuenta que al ser declarado como patrimonio de la 
humanidad esta zona de influencia surge para el Estado Colombiano la obligación de 
protegerle íntegramente. 
El Control de Convencionalidad puede considerarse como un elemento de protección que 
influya directamente dentro del PCC en razón de que, a partir de este, es posible incluir 
pronunciamientos y conceptos de la Corte IDH  sobre los instrumentos que se encuentran 
                                                          
1 CONPES 3803 
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bajo su jurisdicción y otros instrumentos que sin encontrarse dentro de su ámbito de 
aplicación sirven para ilustrar las obligaciones que los Estados contraen frente a estos 
instrumentos y la forma como deben de aplicarse por el Estado. 
En el ámbito nacional el control de convencionalidad podrá ser aplicado por jueces y 
servidores públicos, en el presente caso es importante determinar quién sería el encargado de 
aplicar el control de convencionalidad sobre el PCC, teniendo en cuenta que este tiene 
influencia sobre 4 departamentos, y la forma en la cual se aplicaría dentro de esta zona de 
influencia. 
Pregunta de investigación: ¿Es el Control de Convencionalidad Difuso un control aplicable 

















La declaración de la UNESCO genera para el Estado colombiano la obligación de proteger y 
preservar el PCC como un bien jurídico dotado de derechos, de máxima importancia 
nacional e internacional. El PCC es una patrimonio vivo dotado de un sin número de 
características que dan vida a un paisaje único. 
No obstante en la actualidad no es posible observar medidas de protección que respondan a 
las necesidades de tan diverso paisaje, sin ser posible encontrar una normativa interna que se 
relacione directa y exclusivamente a la conservación y protección de bienes culturales 
naturales como lo es el PCC. 
 Por tal razón y debido a la excepcionalidad del PCC y se hace necesario aplicar diferentes 
parámetros de protección que respondan a las diferentes necesidades de este paisaje. Para 
estos fines se considera el Control de Convencionalidad como un control internacional 
idóneo que posibilitará la aplicación de parámetros internacionales en el orden nacional 
ampliando los marcos de protección y permitiendo que sean diversos actores los que 
participen de la protección y conservación de este bien 
El control de convencionalidad permitirá acercar a los jueces y servidores públicos conceptos 
internacionales previamente desarrollados por la Corte IDH para que sean aplicados en el 
territorio nacional. Este control aplicado sobre el PCC permite que los servidores públicos y 
demás actores encargados de la protección del mismo, se rijan por conceptos amplios y 
novedosos que sean adecuados para la protección y preservación del paisaje teniendo en 










Establecer  el ámbito de aplicación del control de convencionalidad difuso como  estrategia 
para la preservación del patrimonio cultural y el paisaje cultural cafetero en Colombia  
 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 Determinar  cuál es el marco de protección del patrimonio cultural en el DIDH y el 
DIH.   
 Establecer el alcance y contenido del Control de Convencionalidad como criterio de 
protección de los Derechos Humanos en el sistema Interamericano de DDHH  
 Identificar las herramientas jurídicas desarrolladas  en Colombia para la protección 
del patrimonio cultural.  
 Proponer una estrategia de apropiación del paisaje cultural cafetero como patrimonio 














5. MARCOS DE REFERENCIA 
 
5.1.MARCO HISTORICO 
5.1.1. DERECHOS CULTURALES EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 
La concepción de derechos Económicos, Sociales y Culturales se produce por primera vez en 
el año 1969 con la promulgación de la Convención Americana de Derechos Humanos, no 
obstante dicha convención realiza una aproximación muy tímida a los DESC. Su artículo 26 
menciona únicamente la obligación que tienen los Estados de Garantizar un desarrollo 
progresivo a estos derechos, sin realizar ninguna otra mención en su articulado a tales 
Derechos, es importante recordar que los DESC son Derechos Humanos que cuentan con 
igual categoría que los DCP, sin embargo, el que no se encuentren debidamente enunciados 
en el articulado de la Convención Americana presupone para algunos tratadista de que no 
gozan de igual categoría y por lo tanto no son reconocidos y garantizados de debida manera, 
es por lo tanto que suele afirmarse como bien lo dice Teijo, C. (2010),  
El artículo 26 de la Convención Americana solo fija pautas de conducta para 
los Estados en materia socioeconómica pero no garantiza derechos en sentido 
estricto, por lo que la tutela directa de estos derechos en sede jurisdiccional no 
es posible y debe ser realizada de forma indirecta a través de la protección de 
derechos civiles y políticos conexos. 
No obstante aunque dentro de la Convención Americana la única mención que se realice a 
los DESC sea el artículo 26 es necesario reconocer que tales Derechos ingresaran a la 
protección de la Corte IDH en razón de la remisión normativa que permitirá acercar la carta 
de la OEA en materia de DESC. Asegura Urquilla, C. (2000 p. 266) que, Considerar que la 
Convención es sólo una Convención de derechos civiles y políticos, y que por tanto la 
competencia ratione materiæ de la Comisión y la Corte se circunscribe sólo a esos derechos, 
es producto de una lectura incompleta del Pacto de San José, cuando no mal intencionada.  
Además de lo anterior, posteriormente a la aprobación de  la Convención Americana, en el 
año 1988 se proclama el  Protocolo de San Salvador, como protocolo adicional a Pacto de 
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San José de Costa Rica en materia de DESC  reconociendo la igualdad e indivisibilidad de 
los DESC y los DCP como Derechos Humanos de igual categoría inherentes a la dignidad 
humana de la persona y  la relevancia de los DESC como Derechos elementales para la 
realización del ser humano; además de lo anterior, el Protocolo se encarga de hacer una 
enunciación taxativa de los DESC llenando el vacío dejado por la Convención Americana. 
El Protocolo de San Salvador habilita expresamente la competencia de la Comisión y la 
Corte IDH para conocer de violaciones a los DESC, además de esto el protocolo incluye 
como medida de protección a los DESC los informes  periódicos sobre avances estatales y la 
justiciabilidad como medio contencioso. 
Los informes periódicos son comunicaciones que los Estados entregan  a la Comisión 
Interamericana y tienen como finalidad evaluar las obligaciones asumidas por los Estados en 
materia de estos Derechos; a partir del año 2007 tales informes periódicos iniciaron a 
considerarse como indicadores de progreso y se refieren directamente a estrictos 
lineamientos proporcionados por la Corte IDH con el fin de proporcionar criterios útiles que 
faciliten a los Estados su elaboración además de mejorar su evaluación, por otro lado,  busca 
que los Estados tomen tales lineamientos como una guía para formar un criterio de 
evaluación interno en materia de DESC. 
 Derechos ambientales y DESCA. 
El derecho al ambiente sano es un derecho considerado como de segunda generación que se 
incluye dentro del articulado del Protocolo de San Salvador, al afirmar que, “toda persona 
tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos; 
los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio 
ambiente”. Este artículo recalca la importancia del ambiente para el ser humano y de la 
obligación que contraen los Estados de preservarlo, protegerlo y promoverlo como un 
elemento esencial para la subsistencia del ser humano. 
Del mismo modo el PIDES reconoce el derecho al medio ambiente en su artículo 12 al 
referir que los Estados parte reconocen el derecho de toda persona al disfrute del máximo 
nivel posible de salud física y mental, entre las medidas que deben de adoptar para plena 
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efectividad de este derecho es el mejoramiento en todos sus aspectos del medio ambiente, los 
Estados por lo tanto contraen la obligación de mejorar de manera progresiva el acceso y 
disfrute de un ambiente sano y sustentable. 
Los derechos de carácter ambiental hacen parte de los DESC, en la actualidad son 
denominados como DESCA, es decir gozan de los mismos atributos que los DESC ostentan 
frente a jurisdicción Interamericana, esto significa que los DESCA podrán ser objeto de 
estudio por parte de la Comisión IDH y  posteriormente acceder de modo contencioso a la 
Corte IDH. 
5.2.MARCO TEORICO 
5.2.1. JUSTICIABILIDAD DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES 
Justiciabilidad como bien lo afirma Abramovich y Courtis (2002), debe ser entendida como 
la “posibilidad de reclamar ante un juez o tribunal de justicia el cumplimiento de algunas de 
las obligaciones que derivan del Derecho”, los Derechos Sociales y Culturales como bien lo 
afirman Abramovich y Courtis son “realmente efectivos cuando se les reconoces a los 
ciudadanos la posibilidad de acudir a un órgano jurisdiccional para hacer efectivo el goce de 
sus derechos” (2002), de nada sirve que se reconozca al ser humano sus derechos 
económicos, sociales y culturales, si no es posible para estos hacer uso de la facultad judicial, 
para que los mismos sean reconocidos de forma efectiva. 
El primer problema que surge para hacer efectiva la justiciabilidad de los DESC es la 
diferencia categórica que se le otorgan a tales Derechos en comparación con los DCP, no 
obstante tal razonamiento se desvirtúa al recordar el principio de indivisibilidad de los 
Derechos Humanos, por medio del cual debe entenderse que todos los Derechos Humanos 
constan de una misma categoría y  su protección y garantía no dependerá de la calidad del 
derecho si no de las necesidades de cada Estado, es decir no existe una diferencia formal 
entre los DESC y los DPC y por lo tanto no puede existir entre los dos un trato diferente, 
ambos grupos de derechos son exigibles judicialmente; asimismo la Corte IDH en el caso 
Canales Huapaya Vs. Perú (2015) Afirmo que, “el artículo 26 de la Convención Americana 
es un escenario para argumentar la justiciabilidad directa de los DESC”.  
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Para comprender el alcance de la justiciabilidad de los DESC es necesario comprender que 
se entiende por principio de progresividad, enunciado en el artículo 26 de la Convención 
Americana y el artículo 2 numeral 1 del PIDESC. Por principio de progresividad se entiende 
que, todos los derechos económicos, sociales y culturales gozan de  especial relevancia en 
razón de que, los Estados están obligados a garantizar que tales derechos se irán 
desarrollando de forma efectiva y que estarán en continua mejora permitiendo con el paso 
del tiempo ampliar la  satisfacción de los DESC a los ciudadanos, por lo tanto, los Estados 
deben asegurar que se destinaran recursos adecuados para la realización de estos derechos 
además de esto, garantizaran que las políticas públicas sean las más adecuadas para el 
alcance estos derechos. 
Para entender tal concepto es necesario recordar que a partir de la Convención Americana y 
del PIDESC los Estados contraen obligaciones positivas y negativas, ya mencionadas 
anteriormente, con el fin de asegurar el respeto y goce de estos derechos, entre las 
obligaciones más relevantes que se le imponen a los Estados se encuentra la obligación de 
adoptar medidas, de respetar, de garantizar y de entregar informes periódicos a la Comisión 
IDH con el fin de que se produzca una evaluación tanto interna por parte de los Estados 
como  externa por parte de la Comisión IDH que se encargara de evaluar cuáles son las 
medias y avances que los Estados han tenido en relación a Estados Derecho y cuáles son los 
declinamientos de los Estados en el cumplimiento progresivo de los mismos. 
No obstante tratándose de justiciabilidad de los DESC en el Sistema Interamericano, afirma 
la Corte IDH en reiterada jurisprudencia que en virtud del artículo 62.1 de la Convención 
Americana, que “cada Estado reconoce como obligatoria de pleno derecho  y sin convención 
especial, la competencia de la Corte IDH sobre todos los casos relativos a la interpretación o 
aplicación de esta Convención”2,  asimismo afirma la Corte IDH (2004) que esta ejercerá una 
“jurisdicción plena sobre todos sus artículos y disposiciones”3.   
Respecto al litigio ante la Corte IDH, este consta de un carácter valioso para la protección de 
los Derechos Humanos, en razón de que, permite un estudio de fondo sobre el caso concreto 
                                                          
2 Artículo 62.1 de la Convención Americana. 
3 Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. 
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por la Corte IDH finalizando con una sentencia de carácter vinculante, definitivo e 
inapelable.  
En consecuencia para hacer efectivo de manera contenciosa la protección de los DESC 
existen dos modos, el primero es alegar de manera directa la violación a un DESC, o por vía 
indirecta donde se invoca la violación a un derecho civil o político buscando la protección a 
un DESC. Generalmente se entendería que la vía directa de reclamo es el modo más efectivo 
para lograr la protección de estos derechos, sin embargo  la jurisprudencia de la Corte IDH 
muestra que es difícil que prospere una denuncia donde se alega únicamente la violación a 
los DESC en razón de que se desconoce ampliamente cual es el alcance que tiene el artículo 
26 de la Convención Americana o cuales son los niveles que debe cumplir cada Estado para 
garantizar un efectivo progreso en materia de DESC, igualmente se desconoce el alcance de 
la protección a los DESC contenida en el Protocolo de San Salvador. 
5.2.2. CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
El control de convencionalidad es un control relativamente moderno que se realiza teniendo 
en cuenta el reciente desarrollo de los Derechos Humanos y la importancia de aplicar 
estándares básicos de protección a los mismos. En la actualidad para dar un cabal 
cumplimiento a las obligaciones contraídas por los Estados al suscribirse a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (CASD)  no se requiere únicamente la formal 
incorporación de este a la legislación interna, sino que es necesario que el ámbito de 
aplicación vaya más allá del cumplimiento de las obligaciones, se requiere por lo tanto que 
dentro de los Estados se ejerciten mecanismo que incorporen y desarrollen estándares de 
protección establecidos en el ámbito internacional. 
Como lo afirma Salinas, Gómez (2013), el control de convencionalidad “Constituye una 
poderosa herramienta para la defensa de  los Derechos Humanos en las Américas, representa 
toda una innovación por la potencialidad que tiene para transformar la manera en la que los 
Estados asumen sus obligaciones en materia de Derechos Humanos” El control de 
convencionalidad es en la actualidad uno de los medios que permitirá la transformación del 
derecho interno teniendo en cuenta la aplicación de estándares internacionales de protección 
de los Derechos Humanos.  
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El control de convencionalidad es aplicado por la Corte IDH en virtud de protocolo de San 
Salvador y en virtud del principio del progresividad el cual se entiende como “la obligación 
que contraen los Estados de poner al servicio de los  Derechos Humanos sus máximos 
recursos de modo progresivo y sistemático” con el fin de alcanzar el mayor cubrimiento de 
estos y asegurar que de manera creciente la población disfrutara de los mismos. En relación 
al Protocolo de San Salvador la Corte IDH realiza un control concentrado de 
convencionalidad por medio de su facultad consultiva y su facultad contenciosa.  Es decir, el 
control de constitucionalidad difuso es un control que es aplicado directamente por la Corte 
IDH sobre la Convención y demás Instrumentos internacionales sobre los cuales ostenta 
jurisdicción, incluso es posible que la Corte IDH ejerza control sobre instrumentos que no 
hacen parte de su jurisdicción. 
Por ejemplo, en el Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia4 la Corte IDH realizo 
mención a las obligaciones que surgen al Estado colombiano en virtud a la Convención 
Americana sobre la Desaparición Forzada de Personas (CADF), del mismo modo en el caso 
Gómez Palomino vs. Perú5, la Corte reconoce responsabilidad al Estado por el 
desconocimiento a la CADF. 
5.2.3. CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y DESCA 
Como se mencionó con anterioridad en materia de Derechos Culturales y Ambientales la 
CASDH solo realiza una aproximación a estos en su artículo 26 al referirse al carácter 
progresivo de esta clase de Derechos, no obstante aunque dentro de la CASDH no se realice 
una amplia mención a los derechos de carácter cultural o ambiental, es necesario entender 
que tales derechos ingresaran a la protección de la Corte IDH en razón de la remisión 
normativa que permitirá acercar la carta de la OEA en materia de DESC. 
Esto significa que los derechos de carácter cultural y ambiental aunque no se encuentren 
debidamente enunciados en la CASDH podrán ser sujetos de la aplicación del Control de 
Convencionalidad en razón de la remisión normativa que la Corte IDH hace a la carta de la 
                                                          
4 Corte IDH. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero 
de 1997. Párr. 56 y 57. 
 
5 Corte IDH. Caso Gómez Palomino vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 
2005. Párr. 94 y 96 
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OEA y otros instrumentos internacionales que ilustran el ámbito de aplicación a esta clase de 
Derechos. 
El Protocolo de San Salvador  por su parte se suscribe con el fin de enunciar taxativamente a 
la luz de los Derechos Humanos que se entiende por Derecho económicos, sociales y 
culturales, afirma la Corte IDH en el caso Canales Huapaya y otros Vs, Perú (2015) que, “el 
protocolo puede constituir un referente para determinar el contenido de los Derechos que 
corresponde derivar del articulo 26 convencional”. 
Afirma el Juez Eduardo Ferrer Mac- Gregor Poisot (2012) en el caso Canales Huapaya y 
otros Vs. Perú, que, “El Protocolo Adicional, a la luz del corpus juris de Derechos Humanos, 
ilustra sobre el contenido que deben tener las obligaciones de respeto y garantía respecto a 
estos derechos”. Es decir, el Protocolo de San Salvador orienta sobre la aplicación que 
corresponde del artículo 26 en conjunto con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 
y 2 del Pacto de San José. 
en el año 1972 se aprueba la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, 
Cultural y Natural, en donde la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoce especial 
relevancia al patrimonio cultural y natural como elemento esencial para la humanidad de 
especial categoría que requiere de atención por parte de los Estados, a partir de esta 
convención al patrimonio cultural se le da característica de mundial en donde cada ser 
humano tiene derecho a gozar del mismo y donde las acciones positivas o negativas que se 
presenten sobre este afectaran a toda la humanidad, manifiesta la Asamblea General (1972) 
que “el deterioro o la desaparición de un bien del patrimonio cultural y natural constituye un 
empobrecimiento nefasto del patrimonio de todos los pueblos del mundo”.6 
 Aplicación del Control de Convencionalidad sobre Instrumentos no sometidos a 
la Jurisdicción Interamericana 
En matera del Control de Convencionalidad se entendería en principio la capacidad de la 
Corte IDH para ejercer dicho control como modo de interpretación y aplicación sobre 
instrumentos que integren el Sistema Interamericano, no obstante la Corte IDH también se ha 
                                                          
6 Convención sobre la protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural. 
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pronunciado sobre instrumentos ajenos a su jurisdicción teniendo en cuenta estándares 
internacionales de protección. Esto a da lugar a considerar que el ámbito de protección que la 
Corte IDH no se limita a los instrumentos que hacen parte de su jurisdicción,  pudiendo 
ejercer sobre ciertos derechos e instrumentos control con el fin de  garantizar el debido 
control e ilustración de los mismos. 
En tal sentido afirma Salinas, G. (2013) que para ejercer interpretación la Corte IDH no se 
limita a su jurisdicción y toma diferentes instrumentos que le ayuden a ilustrar las 
obligaciones básicas que ostentan los Estados sobre los Derechos Humanos.  
La Corte IDH acude a una serie instrumentos de contenido variado como 
convenciones, informes, recomendaciones, decisiones, declaraciones y 
principios de diversos organismos (jurisdiccionales, cuasi jurisdiccionales y 
no jurisdiccionales)  en el ámbito de los sistemas interamericano, europeo, 
africano y universal de Derechos Humanos y el penal internacional 
Un ejemplo de esto sería el caso Instituto de Reeducación del Menor  vs. Paraguay7 en el 
cual la Corte IDH reconoce la violación de los artículos 2 y 8.1 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño al “no establecer un órgano jurisdiccional especializado para niños en 
conflicto con la ley”. De igual modo el en el  Caso Suárez Peralta Vs.  Ecuador8 la Corte 
IDH reconoce los pronunciamientos realizados por El Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en materia del deber de los Estados de “regular efectivamente los servicios de salud 
implementando medidas positivas que aseguren la salud y vida de las personas”. 
Tales pronunciamientos de la Corte tienen el deber de ser acatados y respetados por los 
Estados, de ser aplicados dentro de su jurisdicción interna y marcan el punto de partida para 
un estudio más completo de estos instrumentos. 
 
                                                          
7 Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Párr. 210 a 214 
8 Corte IDH. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de mayo de 2013. Párr. 135 
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5.2.4. PAISAJE CULTURAL 
 La Convención sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y natural definen el 
Paisaje Cultural como  
los monumentos: obras arquitectónicas, de escultura o de pintura 
monumentales, elementos o estructuras de carácter arqueológico, 
inscripciones, cavernas y grupos de elementos, que tengan un valor universal 
excepcional desde el punto de vista de la historia, del arte o de la ciencia; - los 
conjuntos: grupos de construcciones, aisladas o reunidas, cuya arquitectura, 
unidad e integración en el paisaje les dé un valor universal excepcional desde 
el punto de vista de la historia, del arte o de la ciencia, - los lugares: obras del 
hombre u obras conjuntas del hombre y la naturaleza así como las zonas, 
incluidos los lugares arqueológicos que tengan un valor universal excepcional 
desde el punto de vista histórico, estético, etnológico o antropológico. 
Los paisajes culturales reflejan la acción conjunta entre hombre y naturaleza unida al paso 
del tiempo, en los cuales es posible evidenciar la evolución humana, la transformación de los 
modos de vida, la sociedad, la cultura y la economía. En el caso colombiano el paisaje 
cultural se circunscribe a una región y una actividad económica en especial, así como un 
paisaje caracterizado por su difícil geografía. 
La importancia del paisaje cultural radica en que este evidencia una forma de vida, de 
agrupación y comercio de un gran grupo de personas que unidas al paso del tiempo han 
formado elementos característicos para la identidad colombiana, al punto de que una 
afectación al PCC sería una afectación a la identidad y nacionalidad Colombiana y a partir de 
la declaratoria de la UNESCO esto también sería una grave afectación para la humanidad. 
El valor excepcional del PCC que llevo a la UNESCO a declararlo como Patrimonio de la 
Humanidad requiere del mismo modo herramientas jurídicas que permitan una adecuada 
protección del mismo, en principio, en razón de lo dicho con anterioridad es posible acudir 
de manera contenciosa ante la Corte IDH si se presenta una grave violación o afectación al 
mismo, esto implicaría un estudio de caso por parte de la Corte que finalizaría con una 
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sentencia vinculante, no obstante la posibilidad de acudir de manera contenciosa presupone 
la existencia de un daño que debe ser resarcido y reparado por el Estado. 
El control de Convencionalidad en cambio no requiere de la existencia de un daño,  este 
busca preservar y proteger el Paisaje Cultural teniendo en cuenta preceptos anteriormente 
mencionados por la Corte IDH, al dar aplicación al control de convencionalidad sobre el 
PCC se estarían integrando sobre este los diferentes Instrumentos Internacionales suscritos 
por el Estado Colombiano para la protección, preservación y garantía de los DESCA y del 
patrimonio cultural y natural, a la luz de la diferentes evaluaciones y pronunciamientos 
realizados por la Corte IDH sobre estos derechos. 
5.3.MARCO JURÍDICO 
Convención Americana sobre Derechos Humanos  (1969): Establece los derechos 
humanos básicos que rigen toda la región Americana en cabeza de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, declarando la competencia y capacidad de la Corte Interamericana 
para conocer de todas las violaciones que se produzcan a esta clase de derechos. 
Protocolo de San Salvador (1988): Es un protocolo adicional al Pacto de San José de Costa 
Rica. (Convención Americana sobre Derechos Humanos) en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Da claridad acerca de esta clase de derechos y reafirma 
la Competencia de la Corte Interamericana para conocer de todas las violaciones que se 
produzcan a su articulado.   
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966): Se adopta 
por la asamblea general de las Naciones Unidas, es el primer pacto internacional que 
reconoce la existencia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural (1972): 
Establece las pautas que los Estados debe seguir para la debida protección del patrimonio 
mundial determinando los conceptos básicos de patrimonio cultural y natural, y reafirmando 
la importancia de estos patrimonios para el mundo y su desarrollo armónico. 
Constitución Política de Colombia (1991): Es la primera constitución colombiana en 
reconocer la cultura como un derecho y establecer deberes al Estado sobre la conservación y 
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protección de la misma. Esta constitución proclama a la cultural y al patrimonio como 
fundamento de la Nacionalidad Colombia y da pautas para la consolidación de Colombia 
como un Estado pluricultural y étnico. 
5.4. MARCO CONCEPTUAL  
El Control de Convencionalidad permite a los jueces y servidores públicos ejercer un control 
Constitucional desde una perspectiva integradora del DIDH, posibilitando que las normas 
que se apliquen en el Estado colombiano se rijan por preceptos desarrollados por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (En adelante Corte IDH), y por diferentes tratados 
Internacionales integrantes a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (En 
adelante CASD),  es entonces el Control de Convencionalidad un medio que permite 
asegurar que las acciones realizadas dentro del Estado se encuentren en consonancia con 
lineamientos básicos estipulados en la CASD.  La aplicación del Control de 
Convencionalidad es valiosa en la medida que permite una interacción entre el DIDH y el 
Derecho Interno, esto  asegurará que conceptos de garantías y protección se apliquen en el 
Estado sin la necesidad de que exista una norma constitucional o legal que obligue a tal 
cumplimiento. 
Teniendo en cuenta la Convención para la protección del patrimonio mundial, cultural y 
natural (CPPCN),  se entiende por Paisaje Cultural, “la interacción que se presenta entre la 
humanidad y su entorno natural, la forma en que se desarrollan con este medio y como lo 
transforman respetando sus características y dando un positivo uso al mismo”. Esta 
declaratoria del Paisaje Cultural Cafetero (En adelante PCC) reconoce los valores humanos 
que intervinieron e intervienen activamente en la transformación del espacio natural, por tal 
razón es necesario que se tomen en cuenta los diferentes elementos constitucionales e 
internacionales de protección que permitan dar una mayor protección a este paisaje cultural 
reconocido como patrimonio de la humanidad. Afirma el CONPES 3808 de 2014 que, la 
declaración de paisaje cultural cafetero como patrimonio de la humanidad “compromete al 
Estado colombiano en la preservación y conservación del mismo”. 
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Esto significa que para el Estado colombiano surge la obligación de proteger y preservar el 
Paisaje Cultural Cafetero de gran manera, de modo que las características excepcionales del 
mismo, que lo convierten en patrimonio de la humanidad no se vean menoscabadas. 
5.5. ESTADO DEL ARTE 
Para el análisis del presente estado del arte se realizaron búsquedas que incluyeran conceptos 
de paisaje cultural cafetero, patrimonio cultural y aplicación del control de convencionalidad. 
Esta búsqueda se realizó en diferentes bases de datos de las universidades9 que se 
encontraren en  el eje cafetero, de igual modo en universidades a nivel nacional y artículos 
científicos desarrollados por investigadores de diferentes áreas e instituciones. De las 
Universidades observadas la que mayor información arrojó en estos conceptos fue la 
Universidad Tecnológica de Pereira. 
A partir de los diferentes trabajos científicos analizados es posible evidenciar que el estudio 
del Paisaje Cultural Cafetero y del Patrimonio Cultural es poco usual, algo que dificulta la 
comprensión del tema y disminuye la importancia del mismo. El valor del paisaje cultural 
cafetero y del patrimonio cultural y natural contenido en el mismo, es de conocimiento 
común para la ciudadanía, sin embargo se toma como un concepto sin variables que no 
merece ser estudiado. Es difícil encontrar trabajos científicos que se referencien directamente 
a la importancia de la preservación y protección del patrimonio cultural, más dificultoso es 
aún, hallar documentos científicos en los cuales se haga referencia a las herramientas 
jurídicas de protección para el mismo. 
Al iniciar una búsqueda sobre control de convencionalidad como herramienta de protección 
aplicable al paisaje cultural cafetero, es posible evidenciar que este es un tema no observado 
con anterioridad dentro de las investigaciones científicas, en los cuales es poco usual 
encontrar la relación entre Paisaje cultural cafetero y herramientas jurídicas, la mayoría de 
las investigaciones en torno al paisaje cultural cafetero se dirigen a las áreas de protección 
medioambiental, uso de suelos, agricultura y turismo. 
                                                          
9 DSpace Repositorio Institucional Universidad Tecnológica de Pereira  
DSpace. Repositorio Institucional Universidad Libre 
DSpace Repositorio Institucional Universidad del Quindío 
DSpace Repositorio Institucional Universidad de Manizales 
SirsiDynix Repositorio Institucional Universidad de los Andes 
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La declaración de la UNESCO del PCC como patrimonio de la humanidad implica la 
necesidad de articular los diferentes elementos que de manera homogénea dan  razón a la 
existencia del PCC, Tal como lo dice Pardo, C (2013)10 en su investigación, “la declaratoria 
de la UNESCO busca incentivar en los diferentes actores sociales la necesidad de realizar un 
esfuerzo conjunto que permita la conservación y preservación del paisaje cultural cafetero 
como un todo que le pertenece a las nuevas generaciones”. 
Es por tal razón que se necesita observar el PCC como un elemento homogéneo integrado 
por diferentes ingredientes característicos que le otorgan un valor excepcional para la 
humanidad, aclara Muñoz, G. en su investigación (2014)11, que, la existencia del PCC se 
debe a “el esfuerzo colectivo de las familias campesinas que unidas al paso del tiempo han 
forjado características, culturales, sociales, patrimoniales y productivas que caracterizan a 
toda una región y grupo de personas, dentro de un espacio geográfico difícil”. Del mismo 
Parra, Z. (2011)12 dentro de su investigación resalta la importante función que han 
desempeñados los habitantes de las zonas cafeteras al desarrollar a través del cultivo de café 
costumbres y actividades propias que definen y caracterizan a toda una población. 
Las principales preocupaciones que generan en la actualidad el Paisaje cultural cafetero son, 
los deterioros de los suelos, minimización del cultivo cafetero, amenazas económicas de los 
campesinos cafeteros, desconocimiento del valor patrimonial de la cultura cafetera, 
amenazas ambientales y de impacto social y económico sobre el paisaje cultural cafetero, 
desaprovechamiento del potencial turístico del paisaje cultural cafetero, protección al 
                                                          
10 Minería, medio ambiente y paisaje cultural cafetero en el municipio de Quinchía, Risaralda: Un reto hacia la 
sustentabilidad “La UNESCO introduce a Colombia dentro del patrimonio de la humanidad por sus 
notorias características sociales y ambientales, de esta forma se pretende 
incentivar a toda la sociedad para trabajar conjuntamente por el beneficio, la 
conservación, el cuidado del medio ambiente, la cultura y la transmisión de 
saberes a nuevas generaciones” Pag 3 
11El Paisaje Cultural Cafetero: Una encrucijada entre la sostenibilidad y un futuro amenazado. “El esfuerzo 
colectivo de varias generaciones de familias campesinas, han forjado excepcionales culturales, sociales y 
productivas, mientras que al mismo tiempo, generan prácticas innovadoras en la gestión de recursos 
naturales en condiciones de paisaje extraordinariamente difíciles”. Pag 65 
12 Paisaje Cultural Cafetero y Ordenamiento Territorial. “La región cafetera del centro occidente colombiano 
puede considerarse como un “Paisaje Cultural” tanto por su alta biodiversidad como por las costumbres y el 
trabajo de sus habitantes, cabe resaltar que de la cultura cafetera se derivan actividades que identifican a sus 
pobladores frente al resto del país y del mundo 
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patrimonio cultural y natural. Cuestiones que se dirigen a un mismo punto, que es, como 
hacer del paisaje cultural cafetero un elemento integral de protección, en el cual sus 
diferentes características se presenten como un elemento homogéneo perdurable y sostenible.  
De este modo Parra, Z. en su investigación denominada, “Paisaje Cultural Cafetero y 
Ordenamiento Territorial” (2011)13, aclara que alrededor del tema de sostenimiento, 
protección y preservación del patrimonio cultural, han surgido diferentes discusiones las 
cuales tratan de aclarar cuál ha de ser el lineamiento a seguir para articular las diferentes 
necesidades del PCC permitiendo así integrar elementos que aseguren la preservación del 
mismo. 
La mayoría de estas preocupaciones se presentan en los diferentes estudios analizados, 
permitiendo concluir que dentro de la ciudad de Pereira y el eje cafetero las preocupaciones 
van más allá de la preservación y mantenimiento del PCC, y se dirigen a temas de carácter 
social y económicos, como es el aprovechamiento turístico y las amenazas ambientales, 
elementos imprescindibles en la conservación del PCC.  
En relación a la problemáticas presentes en el PCC las más recurrentes entre las 
investigaciones analizadas son, el uso del suelo, la perdida de la cultura cafetera, como 
integrar el turismo sostenible dentro del PCC, entre los diferentes autores es posible llegar a 
la conclusión de que se requiere de manera inminente un instrumento que articule tales 
necesidades, teniendo en cuenta que el PCC cambia y se transforma con el paso del tiempo 
del mismo modo que lo hace la sociedad.   
Como lo afirma Muños, G. (2014)14  La declaratoria de la UNESCO trae grandes beneficios 
al PCC, pero de igual modo genera para el mismo “nuevas y complejas problemáticas, como 
                                                          
13 en un mismo escenario se han debatido temas estratégicos como la productividad económica, la 
sostenibilidad ambiental, el desarrollo del turismo, la protección del patrimonio, entre otras; discusiones que 
nacen de una misma preocupación: ¿Cómo hacer del PCC un escenario sostenible, donde perdure la 
integridad y autenticidad de su patrimonio natural y cultural?”. Pág. 12 
14 El Paisaje Cultural Cafetero: Una Encrucijada Entre La Sostenibilidad Y Un Futuro Amenazado. “La 
declaratoria de la UNESCO generará nuevos y más complejos riesgos e impactos como el auge de lavados de 
activos para la adquisición de fincas cafeteras; el des englobe de minifundios y desplazamiento de 
campesinos; la profundización de la inseguridad alimentaria a costa del uso del suelo para actividades 
turísticas y recreativas; la prostitución en las cabeceras municipales; la reconversión del territorio, a través del 
establecimiento de mega proyectos turísticos; privatización de diversidad de servicios e infraestructuras, 
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son el desplazamiento de campesinos, mal uso del suelo para dedicarlos a actividades 
turísticas y recreativas perdiendo su capacidad productiva, perdida de la identidad cultural 
entre otros”. Del mismo modo Pardo, C. y Salazar, M. (2013)15 afirman que una de las 
principales problemáticas que se viven en el PCC, es la de “articular la actividad minera con 
la sostenibilidad ambiental teniendo en cuanta que, la actividad minera es una actividad 
tradicional y el modo de vida y subsistencia de diferentes municipios que integran el PCC”, y 
que la UNESCO aclara que no es posible desarrollar actividades mineras en el PCC en razón 
de que, dicha actividad es incompatible con el Paisaje Cultural. 
No obstante no se encuentra un estudio de fondo en el cual se articulen preceptos 
constitucionales e internacionales que ayuden a dar respuestas a estas preocupaciones. De 
igual modo las investigaciones de carácter cultural y patrimonial son escasas lo cual deja en 
claro una falencia, esto significa que dentro del PCC aún no se tiene claro el valor cultural y 
patrimonial del mismo, como si se tiene claro valores ambientales y económicos de 
influencia. Esto lo afirma Parra, Z. (2011)16 al manifestar con certeza que desde Facultad de 
Ciencias Ambientales de la Universidad Tecnológica de Pereira, se “han adelantado 
proyectos en la dimensión cultural, guiados principalmente por características ambientales 
que ponen en conocimiento la importancia de articular el elemento cultural a la hora de 
referirse al estudio del PCC”. 
La mayoría de las investigaciones analizadas ponen en contexto la necesidad de  
herramientas jurídicas que permitan una aproximación a las realidades sociales, culturales y 
ambientales de PCC, al ser este un elemento vivo que se transforma,  del cual hace parte todo 
un modo de vida y subsistencia, se hace necesario la aplicación de herramientas jurídicas que 
                                                                                                                                                                                   
elevando el costo de la vida de los habitantes; globalización del paisaje con estándares internacionales y 
pérdida de identidad cultural”. Pág. 98 
15 Minería, Medio Ambiente y Paisaje Cultural Cafetero en el Municipio de Quinchía, Risaralda: un reto hacia la 
sustentabilidad. “La preocupación salta a la vista dado que el Gobierno Nacional busca fomentar la 
minería responsable y la UNESCO plantea que para otorgar la declaratoria del PCC a dichos municipios, se 
recomienda no adelantar ninguna actividad minera en la zona principal de la declaratoria y en su entorno 
inmediato, por cuanto se considera que estas actividades no son compatibles y no se pueden ejercer en el 
mismo lugar”. Pág. 5 
16 Paisaje Cultural Cafetero y Ordenamiento Territorial. “Desde la Facultad de Ciencias Ambientales de la 
Universidad Tecnológica de Pereira, se han adelantado proyectos en la dimensión cultural ambiental, tanto en 
investigaciones formales como los aportes a la formulación e implementación del Plan de Manejo 
Arqueológico en Áreas del Paisaje Cultural Cafetero, departamento de Risaralda”. Pág. 13  
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se dinamicen y transformen al ritmo en que se modifican las necesidades del entorno cultural 
y patrimonial. 
Como lo afirma Arango, G. en su investigación denominada “Algunos Desafíos Del 
Ordenamiento Territorial Para El Paisaje Cultural Cafetero” (2015)17, “se requiere de 
herramientas jurídicas modernas que sean capaces de enfrentar las diferentes problemáticas 
que se presentan dentro del PCC”, permitiendo la aplicación de elementos tanto nacionales 
como internacionales que se adapten positivamente a los incesantes requerimientos de este 
patrimonio. 
Es necesario que se articulen elementos jurídicos claros que permitan un mayor acercamiento 
a las diferentes necesidades existentes dentro del PCC, sin embargo, en la zona denominada 
como “eje cafetero” las principales preocupaciones jurídicas e investigativas no se dirigen a 
procurar un acrecentamiento jurídico en relación al PCC, esto implica que el PCC no cuente 
con elementos de protección adecuados lo que se traduce en su desmejoramiento. 
La investigaciones analizadas permiten concluir que la zona de influencia del PCC es una 
zona de alto valor humano y natural, no obstante esta se encuentra afectada por diferentes 
variables tanto culturales, sociales y económicas, que si no son atendidas pueden derivar en 
graves afectaciones al PCC, para tales problemáticas se requiere la articulación de elementos 
básicos de protección y manejo del Paisaje Cultural, Paisaje Natural y Patrimonio Cultural, 
elementos que se encuentran en los diferentes Instrumentos Internacionales ratificados por 
Colombia. 
En ninguna de las investigaciones analizadas fue posible identificar preceptos básicos de 
protección enmarcados dentro de dichos tratados, ni mención alguna a los mismos, lo cual 
significa que dentro del PCC existe un vacío proteccionista, que deriva del poco 
reconocimiento jurídico que se le otorga al mismo.   
Además de lo anterior, en torno al Paisaje Cultural Cafetero no fue posible reconocer 
antecedente investigativos que hicieren referencia a la aplicación del Control de 
                                                          
17Algunos Desafíos del Ordenamiento Territorial Para El Paisaje Cultural Cafetero. “La excepcionalidad 
territorial de este paisaje obliga a contar con herramientas legales para enfrentar las complejas relaciones 
campo ciudad, para las áreas rurales y centros poblados urbanos y menores que, de suyo, comportan 
complejas dinámicas socio-económicas y ambientales”. Pág. 2  
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Convencionalidad como un elemento de preservación y protección del mismo. El 
desconocimiento de las herramientas jurídicas de protección, la nula comprensión que existe 
en torno al control de convencionalidad y el poco valor que se le entregan a las herramientas 
jurídicas de protección de los Derechos Humanos implican una amenaza para la debida 




















6. DISEÑO METODOLÓGICO 
El presente proyecto de investigación es de carácter jurídico; dotado de un enfoque 
cualitativo en el cual se busca un análisis documental, descriptivo y exploratorio. El análisis 
se fundamentará en la normativa internacional, la normativa nacional y los parámetros 
jurisprudenciales y constitucionales sobre el tema a tratar.  
Se toma como base el derecho internacional de los derechos humanos e integrándolo a la 
normativa colombiana hasta llegar a la consideración jurídica del PCC. 
Para estos fines, se tomará como tema central la estructura compleja del Paisaje Cultural 
Cafetero analizando las partes estructurales del mismo como elementos heterogéneos que se 
organizan, transformar y agrupan dentro de un sistema jurídico específico. Se buscará 
establecer el  sistema jurídico en el cual se desarrolla el PCC y la forma de integración del 
Control de Convencionalidad sobre dicho sistema jurídico.  
POBLACIÓN Y MUESTRA 
Como población y muestra se tomara el Paisaje Cultural Cafetero como ente jurídico dotado 
de derechos en el cual se analizara la posibilidad de integrar el Control de Convencionalidad 
difuso para su conservación y protección. 
INSTRUMENTOS DE RECOLECION DE LA INFORMACIÓN 
Para recolectar la información se realizara una actividad exploratoria de los instrumentos 
internacionales, tratados internacionales debidamente ratificados por Colombia, Sentencias 
de la Corte IDH, Constitución Política Colombiana, leyes nacionales, CONPES culturales, 
decretos, actos legislativos, ordenanzas y acuerdos y por últimos políticas culturales y planes 
de desarrollo tanto nacionales como departamentales y municipales. Para analizar esta 
información, se hará uso de cuadros en los que se permita ver la evolución del derecho a la 
cultura y la importancia de la conservación del patrimonio cultural tanto en el derecho 
nacional como en el derecho internacional. 
7. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN  
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El paisaje cultural cafetero de Colombia presenta un sin número de manifestaciones 
culturales valiosas para el mismo y para los habitantes del paisaje; dicho paisaje dotado de 
características naturales, culturales y patrimoniales vivas se transforma en un bien de 
especial interés para la humanidad y su identidad cultural.  
Para la protección del paisaje cultural se estableció un plan de manejo dirigido a realizar un 
acompañamiento a cada uno de sus valores presentados para la declaración como patrimonio 
de la humanidad. Y un CONPES que reconoce sus valores y principales amenazas. No 
obstante, la característica de este paisaje como paisaje vivo requiere de otro tipo de manejo y 
herramientas para la debida protección del paisaje. 
Los organismos internacionales como la UNESCO resaltan el valor del patrimonio cultural 
como la identidad de los pueblos y la manifestación de sus deseos e ideales. El deber de 
proteger y preservar el paisaje cultural cafetero es imperante. 
Generar una implementación directa del control de convencionalidad en el paisaje cultural no 
es simple y la introducción de esta clase de control debe ser paulatina, presentando primero 
la importancia de los Derechos Humanos y las instancias internacionales para la protección 
de la cultural y el ambiente, y seguidamente como la materialización de estos derechos se 
traducen necesariamente en el disfrute de los mismos representados entre otros, en el 
patrimonio cultural, el ambiente sano y sustentable, y el paisaje cultural.    
Los derechos Económicos, Sociales Culturales y Ambientales representan los valores de los 
seres humanos, y aunque su desarrollo jurisprudencial sea corto en el Sistema Interamericano 
de los Derechos Humanos, la Corte Interamericana en diferentes pronunciamientos 
jurisprudenciales a resalado su valor y ha realizado menciones recordando a los Estados las 
obligaciones que ostentan frente a esta clase de derechos.  
Debido a que el Control de Convencionalidad es propio del Sistema Interamericano, se 
relaciona directamente con la Convención, demás tratados sobre Derechos Humanos, su 
jurisprudencia y pronunciamientos, incluso sobre otros tratados no pertenecientes al Sistema 
Interamericano, pero que se encarguen de ampliar el disfrute de los Derechos Humanos. Para 
ejercer Control de Convencionalidad la Corte no establece ninguna clase de limitación ni 
para su ejercicio en forma concentrada o difusa, sin embargo aclara que este control será 
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ejercido hasta el límite de las competencias de quien lo realiza. Al interior de los Estados 
debe ser realizado por quienes posean la calidad de jueces o autoridades administrativas, 
preferiblemente profesionales del derecho que tengan conocimientos acerca de los Derechos 
Humanos. 
No obstante, aunque el control solo pueda ser ejercido por un grupo reducido de personas, es 
ideal su aplicación al interior del Paisaje Cultural Cafetero como un modo de incluir al 
mismo estándares básicos de protección y conservación de los paisajes culturales y el 
patrimonio cultural. 
Es claro que la implementación de este Control puede generar graves traumatismos 
administrativos, llevar a confusiones y ser de difícil aplicación dada su característica de 
pertenecer al derecho internacional de los Derechos Humanos y no a la legislación interna. 
Sin embargo, teniendo en cuenta la calidad del paisaje y el número de amenazas que se 
presentan al interior del paisaje su aplicación puede ser de gran utilidad, no solo para 
reconocer las obligaciones que el Estado Colombiano tiene frente a este paisaje, sino también 
para enfatizar en que un paisaje declarado como de patrimonio de la humanidad requiere 
acciones tan amplias y garantistas como las que ofrece el derecho internacional de los 
Derechos Humanos. 
Para generar una aplicación de este Control primero se requiere de profesionales capacitados 
para la aplicación del mismo y de una administración departamental y municipal organizada 
y comprometida con el paisaje cultural, no solo en los lineamientos de su plan de desarrollo, 
sino, que traspase del ámbito político y administrativo que es cambiante e inseguro y se 
establezca como una necesidad e imperante deber del departamento o municipio su 
conservación. 
Si el departamento de Risaralda inicia como pionero en Control de Convencionalidad 
aplicado al Paisaje Cultural Cafetero será un ejemplo en la región de herramientas eficaces 
para la protección del Paisaje Cultural, no obstante, como se dijo con anterioridad esta clase 
de acciones requiere un compromiso fuerte por parte del Departamento. 
Es claro que no se puede ejercer control de Convencionalidad difuso de manera inmediata, 
debido a que para esto, se requiere un mayor reconocimiento del paisaje y de las expresiones 
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culturales, patrimoniales y naturales existentes en el paisaje, sin embargo, como lo muestra el 
plan de acción plasmado en el proyecto de investigación, se pueden realizar pequeñas 
acciones a modo de alcanzar a un posible control de convencionalidad difuso, como son, la 
educación a habitantes del paisaje y servidores públicos, reconocimiento y apropiación del 
paisaje. Dirigido de manera especial a los servidores públicos o demás profesionales 
encargados en sus diferentes áreas del paisaje cultural al acercamiento a los Derechos 
Humanos y especialmente los derechos culturales y ambientales, para que reconociendo 
como desde el derecho internacional se prevén preceptos mínimos de conservación y disfrute 
de los Derechos Humanos que deben ser aplicados en el Estado.  
Aunque la aplicación del control de Convencionalidad no se de en forma inmediata las 
pequeñas acciones que permiten una consolidación del mismo, también pueden considerarse 
como una expresión de este, que finalizara con un efectivo control difuso de 
Convencionalidad, en el cual cada autoridad administrativa o servidor público antes de 
ejercer una acción determinada sobre el paisaje cultural realice una revisión detenida de los 
instrumentos internacionales y pronunciamientos internacionales estableciendo si dicha 
actuación es o no pertinente o adecuada para la conservación del paisaje. 
7.1. Estrategia de apropiación del Paisaje Cultural Cafetero de Risaralda 
Si bien esta estrategia no establece claramente la implementación del Control de 
Convencionalidad difuso en el paisaje cultural cafetero presente en el departamento de 
Risaralda, si establece pequeñas acciones que se pueden dirigir a fin de realizar con 
posterioridad un real y efectivo Control de Convencionalidad difuso.  
Por tal razón, esta estrategia está dividida en cuatro ejes, los cuales son, educación y 
reconocimiento del paisaje, acercamiento a los servidores públicos al control de 
convencionalidad, conservación y sostenibilidad, y turismo ecológico y sostenible. Cuatro 
ejes que de manera armónica y organizada permiten abarcar completamente el paisaje 
cultural, permitiendo su identificación y reconocimiento por parte de los habitantes del 
mismo y un acercamiento a los Derechos Humanos y los preceptos internacionales que 
pueden ser aplicados en este paisaje. 
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Esta estrategia busca que se desarrolle en el departamento de Risaralda una política pública 
que integre los siguientes elementos. Es importante resaltar,  que esta política no se 
encuentra dirigida únicamente a los servidores públicos o autoridades administrativas como 
encargados de aplicar control de convencionalidad difuso, sino a la comunidad en general 
para que se apropien del Paisaje Cultura y a partir de este reconocimiento se genere la 
aplicación del Control de Convencionalidad o demás controles modernos que respondan 
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El presente proyecto de investigación fue presentado a la Convocatoria Estímulos de 
Ministerio de Cultura 2017, el cual resulto como ganador de la “Beca de Investigación 
Jurídica sobre el Derecho a la Cultura”. En virtud de esta convocatoria se realizaron 4 
socializaciones en cuatro seccionales de la Universidad Libre, como forma de divulgación. 
A partir de las socializaciones realizadas con los estudiantes de derecho de cuatro diferentes 
seccionales de las Universidad Libre se logró establecer un conocimiento general entre los 
estudiantes de los valores del paisaje cultural cafetero, la importancia que este representa 
para Colombia y la humanidad y el deber de preservarlo y  protegerlo como un patrimonio de 
la humanidad. 
Entre los estudiantes se realizaron diálogos que permitieron establecer los conocimientos 
básicos de los estudiantes alrededor de los DESCA, el control de convencionalidad y los 
avances del derecho a la cultura en Colombia, permitiendo concluir, que si bien, los 
estudiantes poseen conocimientos básicos acerca de los Derechos Humanos en el ámbito 
internacional y los derechos fundamentales de la carta política de 1991, no hay en realidad 
una idea clara de cómo materializar estos derechos en el ámbito interno. 
De igual modo, existe una preocupación general por el futuro del paisaje cultural cafetero, la 
protección y conservación del mismo, pero no existe un conocimiento y reconocimiento del 
paisaje, principalmente de los habitantes de la zona cafetera, quienes son los primeros 
llamados a reconocer y realizar acciones para preservar el paisaje que habitan.  
Los estudiantes de derecho como futuros profesionales, jueces, magistrados, ministros, y 
demás autoridades administrativas del orden interno, son quienes poseen la obligación de 
generar herramientas que protejan y preserven el patrimonio cultural de Colombia. Esta es 
una primera aproximación a las diferentes herramientas jurídicas tanto en el ámbito nacional 
como internacional que pueden ser aplicadas en Colombia para la protección y preservación 
del patrimonio cultural. 
Si bien la aplicación del control de convencionalidad difuso es compleja en el ámbito interno 
y requiere de profesionales capacitados para ello, el incentivar a los estudiantes y darles a 
conocer herramientas que en su futuro como profesionales pueden aplicar para resolver 
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conflictos jurídicos que se les presente, posibilita el dialogo y el debate acerca del  futuro de 























MARCOS DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL DEL PATRIMONIO CULTURAL 
1.1. PROTECCIÓN A LOS DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES EN EL SISTEMA DE LAS NACIONES UNIDAS 
Los Derechos Económicos Sociales y Culturales (en adelante DESC) hacen parte de los 
Derechos Humanos y por lo tanto poseen la misma calidad de estos, es decir, son Derechos 
esenciales para los seres humanos y de relevante protección por parte de los Estados, con la 
finalidad de proteger a la persona, su dignidad, ideales y creencias. Los DESC se referencia 
directamente con las  necesidades fundamentales de los seres humanos, como son la 
educación, la salud, la vivienda digna, el espacio y el ambiente sano; por otra parte se ocupan 
de proteger la culturas y las diferencias étnicas con el fin de preservar los cimientos 
culturales y tradicionales del ser humano como un elemento esencial para la creación y la 
construcción de una sociedad en paz, donde se respeten y vivan los Derechos Humanos.  
Los Derechos culturales tienen mención y reconocimiento tanto en el Sistema Universal de 
los Derechos Humanos, como en el Sistema Interamericano de los Derechos Humanos, el 
primero por su parte, se ocupa de reconocer como  un derecho humano la “posibilidad que 
tiene toda persona de participar de la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a 
participar en el progreso científico” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1948), es 
decir que el Sistema de las Naciones Unidas se encarga de reconocer la calidad de la cultura 
como elemento fundamental para realización del ser humano. Por otro lado el Sistema 
Interamericano de Derecho Humanos se ocupa de reconocer el carácter progresivo del que 
cuentan los DESC es decir, de la obligación que contraen los Estados de poner al servicio de 
estos derechos sus máximos recursos de modo progresivo y sistemático con el fin de alcanzar 
el mayor cubrimiento de estos y asegurar que de manera creciente la población disfrutara de 
los mismos. 
Los DESC se clasifican por sus características de derechos positivos o de acción como 
derechos de segunda generación, es decir derechos que requieren de la participación del 
Estado para su acceso y disfrute,  por lo tanto es primordial la acción del Estado en la 
protección y goce de tales derechos. Es común que dentro de las apreciaciones sobre 
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Derechos Humanos se observe que los DESC se les otorgue una calificación diferente sobre 
los demás Derechos Humanos, considerando erróneamente que los DESC tiene una calidad 
menor sobre los Derechos Civiles Y Políticos (En adelante DCP),  sin embargo la ONU, 
aclara que “todos los Derechos Humanos y libertades fundamentales son indivisibles e 
interdependientes; deberá prestarse la misma atención y urgente consideración tanto de los 
Derechos Civiles y Políticos como de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1977)”. Aclarando por lo tanto,  que los DESC 
son Derechos Humanos otorgándoles la misma protección que los DCP en tanto que, todos 
los Derechos Humanos son universales, indivisibles e interdependientes, pertenecen de 
manera general a los seres humanos sin distinción de la calidad de derecho de los cuales 
disfruten.  
Algo semejante ocurre durante la declaración de Teherán, donde se afirma que, “todos los 
Derechos Humanos y las libertades fundamentales son indivisibles (Conferencia 
Internacional de Derechos Humanos, 1968)”, razón por la cual la plena realización de los 
DCP sin el goce de los DESC resulta imposible; la obtención de un progreso duradero en la 
aplicación de los Derechos Humanos depende de unas buenas políticas nacionales e 
internacionales de desarrollo económico y social (Asamblea General de las Naciones Unidas, 
1948). La declaración de Teherán reafirma la obligación que rece sobre los Estados de 
proteger y promover los Derechos Humanos en igualdad de condiciones, de reconocer la 
necesidad apremiante que tiene cada Estado de realizar una efectiva protección y promoción 
de los Derechos Humanos. 
Dentro de este orden de ideas, surge el Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales (en adelante PIDESC) como el Instrumento internacional más 
importante en relación a tales derechos, en materia cultural el PIDESC se ocupa de reconocer 
el Derecho que tienen todas las  personas de gozar de la vida cultural y del progreso 
científico; la ratificación del PIDESC implicara que los Estados se obligan voluntariamente a 
cumplir de las obligaciones impuestas por el  PIDESC, a respetar sus normas y 
disposiciones.  
Los Estado partes deben entregar informes periódicos al Comité DESC sobre el modo en que 
se ejercitan los Derechos, inicialmente los Estados partes harán entregas cada 2 años y 
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posteriormente cada 5 años periódicamente, en los informes el Comité DESC debe revisar 
los avances logrados por los Estados, o causas, o factores que impiden la plena realización de 
los Derechos. El Comité es un organismo de apoyo, no coercitivo, es decir, el comité se 
encarga de colaborar para el logro progresivo de la efectividad de los derechos contenidos en 
el PIDESC. Por otro lado los Principios de Limburgo reconocen la importancia que cumple 
el Comité DESC como “medio de apoyo para analizar causas y factores que impiden la 
realización de los Derechos Contenidos en el Pacto, y hasta donde sea posible la realización 
de posibles soluciones” (Naciones Unidas, 1986).  
A partir de diciembre del año 2008 por medio de la resolución A/RES/63/117 (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2008) se aprobó por unanimidad el Protocolo facultativo al 
PIDESC en el cual los Estados partes en el Protocolo reconocen la competencia del Comité 
DESC, permitiéndole al Comité recibir y considerar  comunicaciones individuales 
relacionados con los DESC. 
En virtud del Pacto Facultativo al PIDESC se le permite a las personas presentar denuncias 
acerca de los Estados o personas que se encuentren bajo la jurisdicción del PIDESC y 
denuncien ser víctimas de violaciones a los DESC. Las víctimas tienen un año a partir del 
agotamiento de recursos internos para acudir al Comité DESC de igual modo en el caso de 
demostrar que era imposible el agotamiento de los recursos internos. 
1.1.1. OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS FRENTE  A LOS DESC 
Los DESC gozan de obligaciones que deben ser cumplidas ampliamente por los Estados para 
garantizar el disfrute efectivo de tales derechos; esta es una de las principales diferencia entre 
los DCP y los DESC, en tanto que se entiende que comúnmente los DCP solo generan para 
los Estados obligaciones de carácter negativo, es decir, el Estado solo tiene la obligación de 
abstenerse de realizar acciones que imposibiliten la realización efectiva de tales derechos, a 
diferencia de los DESC que requieren ampliamente de la acción del Estado para ser 
garantizados, sin embargo es importante resaltar que para la realización efectiva de ambos 
grupos de derechos se requiere tanto de acciones positivas como negativas, es decir que en 
los DCP el Estado también debe cumplir con obligaciones positivas y económicas, y en los 
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DESC los Estados se encuentran obligados de igual modo, a realizar acciones negativas de 
no hacer con el fin de que tales Derechos no se vean restringidos o menguados. 
1.1.1.2. Obligación de respetar proteger y cumplir  
La obligación de respetar hace referencia a las prohibiciones que se le imponen a los Estados 
con el fin de que no realicen acciones que imposibiliten el disfrute de los DESC, es decir, 
obliga a los Estados a respeta de forma íntegra los DESC y el PIDESC con el fin de que estos 
no impidan de manera directa o indirecta el goce de estos Derechos. Por su parte, la 
obligación de proteger a diferencia de la obligación de respetar, no se dirige a impedir 
acciones negativas de los Estados, sino, a impedir acciones tendientes a menoscabar los 
DECS provenientes de otras personas naturales o jurídicas que por intereses económicos o 
políticos tienden a afectar dichos Derechos, es una obligación del Estado garantizar que los 
DESC no sean afectados por terceros y mucho menos por acciones estatales. Por otro lado, la 
obligación de proteger se ve disminuida cuando el Estado deja de realizar acciones tendientes 
al goce efectivo de los DESC y deja de lado tales derechos, es decir, cuando un Estado deja 
de realizar políticas o acciones que permitan el disfrute de tales Derechos.  
La obligación de cumplir es una de las obligaciones más importantes contraídas por los 
Estados, por cuanto hace referencia a la obligación de realizar sistemas legales de protección 
que aseguren el desarrollo de políticas de cualquier índole que permitan asegurar el disfrute 
de los DESC. 
1.1.1.3. Obligación de realizar, facilitar, hacer efectivo y promover 
Las obligaciones contraídas por los Estados referente a los DESC se cumplen de manera 
progresiva y deben gozar de una especial atención por parte de los Estados con el fin de que 
tales Derechos no se vean supeditados. La obligación de realizar se une directamente con la 
obligación de facilitar en tanto que, estas obligaciones se dirigen a acercar a la comunidad al 
goce efectivo de sus derechos por medio de las acciones que realice el Estado para la 
promoción de los mismos.  
La obligación de hacer efectivo es una de las más importantes contraídas por los Estados en 
materia de estos Derechos, se refiere a la obligación de hacer efectivo el goce de tales 
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derechos a las personas que por razones ajenas a su voluntad no puede acceder directamente 
a estos, el Estado deberá garantizar y promover sobre la persona los derechos requeridos.  
La obligación de promover por su parte hacer referencia a los acercamientos que los Estados 
realizan a la comunidad a tales Derechos con el fin de acrecentar el disfrute de los mismos, 
La observación general N° 14 del comité DESC, hace una referencia especial a tal obligación 
refiriéndose al Derecho a la salud resaltando las obligaciones de los Estados de promover 
como medio idóneo la realización de tal Derecho. Para tal fin afirma que, “la salud es un 
derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás Derechos 
Humanos” (Comite de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2000). 
1.2. DERECHO A LA CULTURA EN EL PIDESC 
El PIDESC en su artículo 15 hace especial referencia al Derecho a la Cultura, como el 
“Derecho que posee toda persona a participar de la vida cultural (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 1966)”,  la relevancia de tal derecho recae en que, en razón del mismo es 
posible acercar a la comunidad a la identidad cultural como un factor de unidad entre 
comunidades, grupos, regiones y naciones. Cultura es el elemento que permite la cohesión y 
acercamiento social, acrecienta la pertenencia por las realidades sociales anteriores o 
presentes. La cultura se consolida como  uno de los elementos esenciales para la  protección 
y promoción de los Derechos Humanos, en razón de que, cultura es todo aquello que rodea el 
entorno social y demarca las realizadas sociales que se encuentran en cada comunidad, en 
consecuencia afirma la comisión DESC en su observación general N° 21. 
Los Derechos Culturales, son parte integrante de los Derechos Humanos y, al 
igual que los demás, son universales, indivisibles e interdependientes. Su 
promoción y respeto  cabales son esenciales para mantener la dignidad 
humana y para la interacción social positiva de individuos y comunidades en 
un mundo caracterizado por la diversidad y la pluralidad cultural (Comite de 
Derechos, Econónicos, Sociales y Culturales, 2009) 
Como bien lo afirma el PIDES el Derecho a gozar de la vida cultural se relaciona 
directamente con el “Derecho a  beneficiarse del progreso científico, de la protección 
especial a los derechos patrimoniales y morales que le corresponda en razón de las obras 
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artísticas o literarias que realice, a participar de las artes y las expresiones culturales”, 
Asimismo afirma el artículo 15 del Pacto que los Estados adoptaran las “medidas necesarias 
para la difusión, conservación y desarrollo de la ciencia y la cultura” (Asamblea General de 
las Naciones Unidas, 1966); esto permite inferir que el Derecho a la cultura se relaciona 
íntimamente con la posibilidad de  disfrutar de otros Derechos Humanos como lo son la 
educación, la libre expresión, a la información en su calidad de   trasmisores del progreso, de 
los valores, costumbres, lenguaje, tradiciones e ideales culturales y sociales.  
La educación desde la antigüedad se ha considerado como indispensable para transmitir a las 
nuevas  generaciones las costumbres y apreciaciones culturales, en la actualidad la educación 
permite acercar a la comunidad a la identidad cultural que propicie un ambiente de respeto y 
pertenencia por los haberes culturales. En consecuencia manifiesta el Comité DESC que los 
Derechos Culturales tienen una importancia fundamental para “los principios de la igualdad 
de trato, la libertad de expresión, el derecho a recibir e impartir información y el derecho al 
pleno desarrollo de la personalidad humana” (Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 
1993). 
Es de especial relevancia el énfasis que el PIDESC realiza a derecho a gozar de la vida 
cultural como un  elemento constitutivo de la protección cultural e ínsita a los Estados a 
emprender todas las medidas necesarias para la realización de la vida cultural; es necesario 
entonces reconocer que se entiendo por vida cultural, el Comité DESC afirma que la 
expresión "vida cultural" hace referencia explícita al carácter de la cultura como “un proceso 
vital, histórico, dinámico y evolutivo, que tiene un pasado, un presente y un futuro” (Comite 
de Derechos, Econónicos, Sociales y Culturales, 2009), la vida cultural es por lo tanto cada 
aspecto de la cultura que se manifiesta diariamente de manera indefinida que forman 
paulatinamente principios y valores culturales que rigen los ideales de la comunidad, es en 
razón de esto que es comité DESC reconoce que la vida cultural no es algo que se produzca 
de modo instantáneo sino que surge y se transforma al igual que los individuos se van 
transformando con él (Comite de Derechos, Econónicos, Sociales y Culturales, 2009). 
La vida cultural es esencial en razón de que comprende las manifestaciones  que se realizan 
en la dinámica social comprendiendo tanto, el leguaje, las tradiciones y costumbres, la 
religión y los ritos religiosos, las actividades diarias como lo son los alimentos, el vestuario, 
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las rutinas, las artes, la literatura, el patrimonio, todo aquello constitutivo de un sinfín de 
muestras minuciosas de creaciones culturales.  
En consecuencia diferentes Instrumentos Internacionales se ocupan de  preservar  aquello 
que se entiende por cultura de manera individual como colectiva, es decir, se encargan 
preliminarmente de proteger aquello que se entiende por cultura de manera general, y 
seguidamente de proteger aquello que es representativo de la misma y hacen parte de la vida 
cultural; es importante resaltar que el patrimonio cultural tanto de las comunidades étnicas, 
indígenas, minorías raciales, así como de la comunidad en general pertenece de manera 
innata a la vida cultural, en razón de que, guardan relación directa con todas las minuciosas 
manifestaciones culturales que pertenecieron a una época anterior y que en la actualidad son 
origen de lo que se aprecia como valores culturales. La vida cultura y el patrimonio es la 
relación directa que los seres humanos tienen para expresar su humanidad, sus apreciaciones 
e ideales, así como el sentido que le dan a la vida rigiendo esto de manera directa la vida 
económica y social de los individuos y las comunidades.  
1.3. CONVENCIÓN PARA LA PROTECCIÓN Y PRESERVACIÓN DEL 
PATRIMONIO MUNDIAL CULTURAL Y NATURAL 
La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia, y la Cultura (UNESCO) en el año 1972 en el margen de su 17.a. reunión proclama 
la Convención para la protección del patrimonio Mundial Cultural y Natural, en la cual 
reconocen que el patrimonio cultural y natural del mundo están “cada vez más amenazados 
de destrucción no sólo por las causas tradicionales de deterioro sino también por la evolución 
de la vida social y económica” (UNESCO, 1972).  
Reconociendo que el patrimonio cultural y natural es valioso para los seres humanos y su 
identidad, reconociendo que cualquier destrucción, deterioro o pérdida de un bien 
considerado como patrimonio universal “constituye un empobrecimiento nefasto del 
patrimonio de todos los pueblos del mundo” (UNESCO, 1972). 
La Convención establece como patrimonio cultural, los monumentos, los conjuntos los 
lugares en los cuales la acción del ser humano para su desarrollo genera un valor excepcional 
para el arte, la historia, la ciencia; o lugares que posean un valor histórico, estético, 
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etnológico o antropológico (UNESCO, 1972). De igual modo define la Convención como 
patrimonio natural los monumentos, conjuntos y lugares en los cuales la naturaleza en su 
interacción con el ser humano han formado diferentes manifestaciones importantes para el 
punto de vista histórico, estético o científico. 
Todos los Estados al suscribirse a la Convención se comprometen a “identificar, proteger, 
conservar, rehabilitar y transmitir a las generaciones futuras el patrimonio cultural y natural 
situado en su territorio (UNESCO, 1972)” los cuales deben generar planes de protección y 
apropiación de los elementos patrimoniales, los cuales ingresan al ordenamiento jurídico de 
cada Estado, generando para estos la obligación de prestar a los elementos patrimoniales 
reconocidos el mayor de sus capacidades y de sus recursos posibles.  
Entre las obligaciones más importantes plasmadas en la Convención se encuentra el deber de 
toda la Comunidad Internacional de cooperar para la protección todos aquellos elementos y 
manifestaciones consideradas como patrimonio de la humanidad. De mismo modo los 
Estados se comprometen a no tomar decisiones que puedan afectar o causar daño de manera 
directa o indirecta al patrimonio mundial. 
A fin de garantizar la cooperación internacional con el fin de dar protección y seguridad al 
patrimonio mundial la Convención establece la protección internacional, como un sistema de 
“cooperación y asistencia internacional destinado a secundar a los Estados Partes en la 
Convención en los esfuerzos que desplieguen para conservar e identificar ese patrimonio” 
(UNESCO, 1972). 
1.4. DERECHOS CULTURALES EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE 
LOS DERECHOS HUMANOS 
La Convención Americana de Derechos Humanos realiza una aproximación muy tímida a los 
DESC, su artículo 26 menciona únicamente la obligación que tienen los Estados de 
Garantizar un desarrollo progresivo a estos derechos, sin realizar ninguna otra mención en su 
articulado a tales Derechos, importante recordar que los DESC son Derechos Humanos que 
cuentan con igual categoría que los DCP sin embargo, el que no se encuentren debidamente 
enunciados en el articulado de la Convención Americana presupone para algunos tratadista 
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de que no gozan de igual categoría y por lo tanto no son reconocidos y garantizados de 
debida manera, es por lo tanto que suele afirmarse como bien lo dice Teijo, C. (García, 2010) 
El artículo 26 de la Convención Americana solo fija pautas de conducta para 
los Estados en materia socioeconómica pero no garantiza derechos en sentido 
estricto, por lo que la tutela directa de estos derechos en sede jurisdiccional no 
es posible y debe ser realizada de forma indirecta a través de la protección de 
derechos civiles y políticos conexos. 
No obstante aunque dentro de la Convención Americana la única mención que se realice a 
los DESC sea el artículo 26 es necesario reconocer que tales Derechos ingresaran a la 
protección de la Corte IDH en razón de la remisión normativa que permitirá acercar la carta 
de la OEA en materia de DESC. Asegura (Urquilla Bonilla, 2000) que, Considerar que la 
Convención es sólo una Convención de derechos civiles y políticos, y que por tanto la 
competencia ratione materiæ de la Comisión y la Corte se circunscribe sólo a esos derechos, 
es producto de una lectura incompleta del Pacto de San José, cuando no mal intencionada.  
Además de lo anterior, posteriormente a la aprobación de  la Convención Americana, en el 
año 1988 se proclama el  Protocolo de San Salvador, como protocolo adicional a Pacto de 
San José de Costa Rica en materia de DESC  reconociendo la igualdad e indivisibilidad de 
los DESC y los DCP como Derechos Humanos de igual categoría inherentes a la dignidad 
humana de la persona y  la relevancia de los DESC como Derechos elementales para la 
realización del ser humano; además de lo anterior, el Protocolo se encarga de hacer una 
enunciación taxativa de los DESC llenando el vacío dejado por la Convención Americana. 
El Protocolo de San Salvador habilita expresamente la competencia de la Comisión y la 
Corte IDH para conocer de violaciones a los DESC, además de esto el protocolo incluye 
como medida de protección a los DESC los informes  periódicos sobre avances estatales y la 
justiciabilidad como medio contencioso. 
Los informes periódicos son comunicaciones que los Estados entregan  a la Comisión 
Interamericana y tienen como finalidad evaluar las obligaciones asumidas por los Estados en 
materia de estos Derechos; a partir del año 2007 tales informes periódicos iniciaron a 
considerarse como indicadores de progreso y se refieren directamente a estrictos 
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lineamientos proporcionados por la Corte IDH con el fin de proporcionar criterios útiles que 
faciliten a los Estados su elaboración además de mejorar su evaluación, por otro lado,  busca 
que los Estados tomen tales lineamientos como una guía para formar un criterio de 
evaluación interno en materia de DESC. 
 Derechos ambientales y DESCA.  
El Derecho al Ambiente sano es un derecho considerado como de segunda generación, se 
incluye dentro del articulado del Protocolo de San Salvador, y hace parte de los DESC, los 
cuales al incluirse el derecho a ambiente de denominarán como DESCA. 
Afirma el Protocolo de San Salvador que, “toda persona tiene derecho a vivir en un medio 
ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos; los Estados partes promoverán la 
protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente” (Organización de Estados 
Americanos, 1988). Este artículo recalca la importancia del ambiente para el desarrollo del 
ser humano y de la obligación que contraen los Estados de preservarlo, protegerlo y 
promoverlo como un elemento esencial para la subsistencia del ser humano.  
Del mismo modo el PIDES reconoce el derecho al medio ambiente en su artículo 12, al 
afirmar que los Estados parte reconocen el derecho de toda persona al disfrute del máximo 
nivel posible de salud física y mental, entre las medidas que deben de adoptar para plena 
efectividad de este derecho es el mejoramiento en todos sus aspectos del medio ambiente, los 
Estados por lo tanto contraen la obligación de mejorar de manera progresiva el acceso y 
disfrute de un ambiente sano y sustentable. (Asamblea General de las Naciones Unidas, 
1966) 
Los derechos de carácter ambiental es decir gozan de los mismos atributos que los DESC 
ostentan frente a jurisdicción Interamericana, esto significa que los DESCA podrán ser 
objeto de estudio por parte de la Comisión IDH y  posteriormente acceder de modo 
contencioso a la Corte IDH, significa esto que los DESCA son justiciables por parte de la 




1.5. JUSTICIABILIDAD DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES 
Justiciabilidad como bien lo afirma Abramovich y Courtis (Abramovich & Courtis, 2005), 
debe ser entendida como la “posibilidad de reclamar ante un juez o tribunal de justicia el 
cumplimiento de algunas de las obligaciones que derivan del Derecho”, los Derechos 
Sociales y Culturales como bien lo afirman Abramovich y Courtis son realmente efectivos 
“cuando se les reconoces a los ciudadanos la posibilidad de acudir a un órgano jurisdiccional 
para hacer efectivo el goce de sus derechos” (2005), no sería adecuado, que se reconozca al 
ser humano sus derechos económicos, sociales y culturales si no es posible para estos hacer 
uso de la facultad judicial para que los mismos sean reconocidos de forma efectiva. 
El primer problema que surge para hacer efectiva la justiciabilidad de los DESC es la 
diferencia categórica que se le otorgan a tales Derechos en comparación con los DCP, no 
obstante tal razonamiento se desvirtúa al recordar el principio de indivisibilidad de los 
Derechos Humanos, por medio del cual debe entenderse que todos los Derechos Humanos 
constan de una misma categoría y  su protección y garantía no dependerá de la calidad del 
derecho si no de las necesidades de cada Estado, es decir no existe una diferencia formal 
entre los DESC y los DPC y por lo tanto no puede existir entre los dos un trato diferente, 
ambos grupos de derechos son exigibles judicialmente; asimismo la Corte IDH en el (Caso 
Caneles Huapaya Vs. Perú, 2015), Afirmo que, “el artículo 26 de la Convención Americana 
es un escenario para argumentar la justiciabilidad directa de los DESC”.  
Para comprender el alcance de la justiciabilidad de los DESC es necesario comprender que 
se entiende por principio de progresividad, enunciado en el artículo 26 de la Convención 
Americana y el artículo 2 numeral 1 del PIDESC. Por progresividad, se concibe, que todos 
los derechos económicos, sociales y culturales gozan de  especial relevancia en razón de que, 
los Estados están obligados a garantizar que tales derechos se irán desarrollando de forma 
efectiva y que estarán en continua mejora, permitiendo con el paso del tiempo ampliar la  
satisfacción de los DESC a los ciudadanos, por lo tanto, los Estados deben asegurar que se 
destinaran recursos adecuados para la realización de estos derechos además de esto, 




Para entender tal concepto es necesario recordar que a partir de la Convención Americana y 
el PIDES, los Estados contraen obligaciones positivas y negativas; ya mencionadas 
anteriormente, con el fin de asegurar el respeto y goce de estos derechos, entre las 
obligaciones más relevantes que se le imponen a los Estados se encuentra la obligación de 
adoptar medidas, de respetar, de garantizar y de entrar informes periódicos a la Comisión 
IDH con el fin de que se produzca una evaluación tanto interna por parte de los Estados 
como  externa por la Comisión IDH, que se encargara de evaluar cuáles son las medias y 
avances que los Estados han tenido en relación a este grupo de derechos y cuáles son los 
declinamientos de los Estados en el cumplimiento progresivo de los mismos. 
Ahora bien, al afirmar que los DESC contienen obligaciones positivas y  negativas para los 
Estados, implica reafirmar que el principio de  progresividad y garantía son obligaciones 
positivas que implican la erogación de recursos del Estado, la obligación de respeto y no 
discriminación en cambio son obligaciones de carácter negativo con el fin de asegurar que el 
Estado cumpla con su obligación. Estas obligaciones de carácter negativo imponen al Estado 
abstenerse de realizar ciertas conductas que se entenderán como limitantes o violatoria de 
tales derechos. 
En principio debe de entenderse que la transgresión de las obligaciones negativas por parte 
de los Estado será un patrón consecutivo de acciones  que deben ser impugnadas ante un 
organismo jurisdiccional que asegure que el Estado dejara de realizar tales acciones 
promoviendo la exigibilidad de los DESC. Es decir, que alegar la vulneración de las acciones 
negativas por parte de los Estados sería el primer medio para garantizar la justiciabilidad de 
los DESC. 
Por otro lado las obligaciones positivas y el principio de progresividad también son 
susceptibles de justiciabilidad, pero como se refirió anteriormente el artículo 26 de la 
Convención Americana genera dudas acerca de cómo debe procederse en caso de litigio para 
proteger un DESC. 
No obstante tratándose de justiciabilidad de los DESC en el Sistema Interamericano, afirma 
la Corte IDH en reiterada jurisprudencia que en virtud del artículo 62.1 de la Convención 
Americana cada Estado reconoce como obligatoria de pleno derecho  y sin convención 
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especial, la competencia de la Corte IDH sobre todos los casos relativos a la interpretación o 
aplicación de esta Convención”18,  asimismo afirma la Corte IDH que esta ejercerá una 
“jurisdicción plena sobre todos sus artículos y disposiciones” (Caso 19 Comerciantes Vs. 
Colombia, 2004).   
Ahora bien, es importante resaltar las acciones que cumplen tanto la Corte IDH como la 
Comisión cuando se trata de temas urgentes que permitan evitar graves daños en las personas 
permitiendo que se produzcan en tales casos medidas cautelares o provisionales. 
Respecto al litigio ante la Corte IDH, este consta de un carácter valioso para la protección de 
los Derechos Humanos en razón, a que, permite un estudio de fondo sobre el caso concreto 
por la Corte IDH finalizando con una sentencia de carácter vinculante, definitivo e 
inapelable.  
En consecuencia, para hacer efectivo de manera contenciosa la protección de los DESC 
existen dos modos; el primero es alegar de manera directa la violación a un DESC, o por vía 
indirecta donde se invoca la violación a un derecho civil o político buscando la protección a 
un DESC. Generalmente se entendería que la vía directa de reclamo es el modo más efectivo 
para lograr la protección de estos derechos, sin embargo,  la jurisprudencia de la Corte IDH 
muestra que es difícil que prospere una denuncia donde se alega únicamente la violación a 
los DESC; en razón de que se desconoce ampliamente cual es el alcance que tiene el artículo  
26 de la Convención Americana o cuales son los niveles que debe cumplir cada Estado para 
garantizar un efectivo progreso en materia de DESC, igualmente se desconoce el alcance de 
la protección a los DESC contenida en el Protocolo de San Salvador. 
1.6. CONVENCIÓN AMERICANA Y PROTOCOLO DE SAN SALVADOR 
COMO ELEMENTOS PARA LA JUSTICIABILIDAD DE LOS DESC 
El Protocolo de San Salvador se suscribe con el fin de enunciar taxativamente a la luz de los 
Derechos Humanos que se entiende por derechos económicos, sociales y culturales, afirma la 
Corte IDH en el (Caso Caneles Huapaya Vs. Perú, 2015) que, “el protocolo puede constituir 
                                                          
18 Artículo 62.1 de la Convención Americana. 
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un referente para determinar el contenido de los Derechos que corresponde derivar del 
artículo 26 convencional”. 
Se produce dentro del Protocolo de San Salvador, una clara confusión en relación a cómo 
debe entenderse la justiciabilidad de los DESC, el Pacto  en virtud de su artículo 19  realiza 
una aplicación restrictiva a la justiciabilidad de los DESC, en razón a que, tal artículo solo 
reconoce como derechos justiciables, el derecho a la asociación sindical  y al derecho a la 
educación, al afirmar que, “solo cuando estos derechos fuesen violados por una acción 
directamente imputable a un Estado tal situación podrá dar lugar a la partición de la 
Comisión IDH y cuando proceda de la Corte IDH19 para proteger tales derechos ” 
(Organización de Estados Americanos, 1988). Afirma la juez Margarette May Macaulay en 
el salvamento de voto del (Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina, 2012) que la intención 
del protocolo en ningún sentido es la de limitar el alcance contencioso de la Corte IDH.  
El Protocolo de San Salvador no establece ninguna disposición cuya intención 
fuera limitar el alcance de la Convención Americana (refiriéndose a la 
confusión surgida entre el artículo 19 del Pacto de San Salvador y la 
justiciabilidad de los DESC), adicionalmente indica que, al interpretar la 
Convención Americana y el Protocolo de San Salvador, se debe realizar una 
interpretación sistemática de ambos tratados, tomando en cuenta su propósito, 
además de lo anterior, la Convención de Viena exige una interpretación de 
buena fe de los términos del artículo 26 de la Convención Americana. 
En consecuencia la finalidad del Pacto de San Salvador no es limitar el ejercicios de los 
DESC, en cambio busca ampliar en modo de protección de los DESC dentro de la 
Convención Americana, afirma la Corte IDH que, “para determinar el alcance del Protocolo 
de San salvador se debe realizar una interpretación sistemática de ambos tratados, tomando 
en cuenta su propósito” (Caso Caneles Huapaya Vs. Perú, 2015).  El Protocolo por lo tanto, 
no restringe la posibilidad de acudir a la Corte IDH o la Comisión IDH para solicitar que se 
declare la violación directa de un DESC por parte de un Estado.  
                                                          
19 Artículo 19 Protocolo de San Salvador. 
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Por consiguiente, para entender el alcance del Protocolo de San Salvador en relación al 
artículo 26 de la Convención Americana, hay que comprender que, de ningún modo el 
Protocolo de San Salvador buscaba modificar el alcance de la Convención Americana; de 
modo que, como si bien se afirma en la Convención, todos los derechos allí consagrados 
deben interpretarse en virtud del principio pro homine, es decir en virtud de la aplicación 
más favorable, asegurando que los derechos allí consagrados se garanticen según las 
necesidades actuales de cada Estado.  
Afirma el Juez Eduardo Ferrer Mac- Gregor Poisot (2012) en el caso Canales Huapaya y 
otros Vs. Perú, que el Protocolo se fundamenta en reconocer las obligaciones que los Estados 
contraen en virtud de los derechos económicos, sociales y culturales. 
El Protocolo Adicional, a la luz del corpus juris de Derechos Humanos, ilustra 
sobre el contenido que deben tener las obligaciones de respeto y garantía 
respecto a este derecho. Es decir, el Protocolo de San Salvador orienta sobre la 
aplicación que corresponde del artículo 26 en conjunto con las obligaciones 
establecidas en los artículos 1.1 y 2 del Pacto de San José.  
De modo que, debe asimilarse que, el Protocolo de San Salvador consagra alcances y 
obligaciones para los Estados respecto de los DESC, permitiendo dicho protocolo afianzar la 
plena jurisdicción de la Corte IDH sobre derechos de carácter económico, social o cultural. 
1.7. JURISPRUDENCIA DE LA CORTE IDH EN MATERIA DE DERECHOS 
ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
La jurispericia en materia de DESC Hasta el 31 de agosto de 2017 era ambigua y no era 
posible ubicar ningún caso al interior de la jurisprudencia de la Corte IDH donde se hiciera 
referencia directa a la violación del artículo 26 de la Convención Americana. No obstante, en 
el caso (Caso Lagos del Campo Vs. Perú, 2017) la Corte IDH, reconoció que el Estado de 
Perú violó el artículo 26 de la convención refiriéndose directamente a los DESCA. 
En el Caso Lagos del Campo Vs, Perú “se relaciona con el despido del señor Alfredo Lagos 
del Campo el 26 de junio de 1989, presuntamente como consecuencia de ciertas 
manifestaciones realizadas siendo el presidente del Comité Electoral de la Comunidad 
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Industrial de la empresa Ceper-Pirelli” (Corte Interamericana de Derechos Humanos) en este 
caso la Corte IDH reconoce que el Estado de Perú violo los derechos a la “libertad de 
pensamiento y de expresión, garantías judiciales, estabilidad laboral, libertad de asociación, 
deber de adoptar disposiciones de derecho interno” (Caso Lagos del Campo Vs. Perú, 2017).  
En relación con el artículo 26 y sobre el derecho a la estabilidad laboral y la libertad de 
asociación, afirma la Corte que esta goza de jurisdicción plena sobre todos sus artículos y 
disposiciones, aclarando que el artículo 26 de la Convención se refiere directamente a los 
DESCA y hace parte del articulado de las Convención Americana. Haciendo uso del artículo 
29 convencional la Corte aclara que ninguna disposición contenida en la Convención puede 
ser interpretada en el sentido de limitar el goce y ejercicio de los derechos contenidos en la 
Convención Americana. (Organización de los Estados Americanos, 1969), reafirmando su 
competencia para conocer directamente de la violación al artículo 26 convencional respecto 
del despido injustificado que sufrió el señor Alfredo Lagos del Campo. 
Antes de proferirse esta sentencia, la Comisión no establecía directamente violación por 
parte de los Estados a los DESC; en cambio, se limita a reconocer violaciones a los Derechos 
Civiles y Políticos, que en contraste incluían vulneraciones a los DESCA. En consecuencia  
en el interior de la  Jurisprudencia de la Corte IDH era reiterativo observar como la Comisión 
haciendo uso de la interpretación extensiva de los DCP, como Derechos Humanos 
indivisibles, proteger de igual manera derechos de carácter social, cultural o económico.  
En igual sentido, es posible observar como la Comisión hace uso del artículo 26 de la 
Convención (Garantía de Progresividad) como un elemento enunciativo a la obligación 
contraída por los Estados respecto de los DESCA sin integrar directamente los DESCA o 
establecer violación de este artículo por parte de los Estados, no obstante, aunque la mención 
a estos no sean taxativas la Corte IDH se esfuerza por exigir a los Estados su reconocimiento.  
1.6.1. Sentencias sobre DESCA anteriores al Caso Lagos del Campo Vs. Perú 
a. Caso Suárez Peralta Vs.  Ecuador  
En el caso Suárez Peralta se declara la responsabilidad del Estado del Ecuador por la 
violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en 
los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, además de 
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reconocer la responsabilidad del Estado por la violación del deber de garantía del derecho a 
la integridad personal, reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. (Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, 2013) 
En el presenten caso se vulnera a la señora Suárez Peralta su derecho a la salud, en virtud de 
una inadecuada praxis que le ocasiono graves daños físicos y deterioro de su salud 
afectándola de manera física, psicología, afectiva y social. 
Considera el Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot que la Corte IDH debió conocer  la 
problemática, que recaída directamente sobre la vulneración al derecho a la salud por parte 
del Estado (derecho social) estudiando tal violación a plenitud, es decir, atribuyéndose la 
declaratoria de responsabilidad del Estado en razón de un DESC, afirma  el juez que, 
partiendo de reconocer la competencia que otorga a la Corte IDH el artículo 26 del Pacto de 
San José para pronunciarse sobre el derecho a la salud y entendiendo la justiciabilidad 
directa de dicho derecho social —y no sólo de manera tangencial y en conexión con otros 
derechos civiles—, lo que pudo, en su caso, haber derivado en declarar violado dicho 
dispositivo convencional en forma autónoma, en relación con las obligaciones de respeto y 
garantía previstas en el artículo 1.1 del Pacto de San José20. (Mac-Gregor Poisot, 2013)  
En este caso es importante recordar que como bien lo afirma el Juez Eduardo Ferrer Mac-
Gregor Poisot en su salvamento de voto, la Corte tiene competencia para conocer de manera 
directa de la violación a todos los Derechos Humanos contenidos en la Convención 
Americana incluyendo los DESC, en virtud del artículo 26 de la Convención y la aplicación 
del Protocolo de San Salvador como protocolo adicional a dicho pacto. 
Por otra parte, el Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot en el presente caso haciendo uso 
del salvamento de voto, invocándolo como un elemento para generar  reflexión sobre el tema 
                                                          
20 Voto concurrente del Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot caso Suárez Peralta vs. Ecuador, 






de justiciabilidad de los DESC reconoce que es importante dar comienzo a una nueva era de 
justiciabilidad en la cual la Corte conozca directamente de violaciones a los DESC.  
La intención del salvamento de voto no es otra que la de invitar a la reflexión 
sobre la necesaria evolución que debe darse en la jurisprudencia 
Interamericana Hacia la eficacia normativa plena del artículo 26 del Pacto de 
San José y así otorgar transparencia y  tutela real a los derechos económicos, 
sociales y culturales, lo que exige aceptar su justiciabilidad directa y, de ser el 
caso —como sucede con los derechos civiles y políticos—, llegar 
eventualmente a declarar la violación autónoma de estos derechos, en relación 
con las obligaciones generales previstas en los artículos 1 y 2 de la 
Convención Americana cuando las circunstancias del caso concreto así lo 
exijan. (Mac-Gregor Poisot, 2013) 
Como bien se dijo anteriormente, en el interior de la jurisprudencia de la Corte IDH no 
existía mención alguna a la violación directa de un DESC o la vulneración del artículo 26 de 
la Convención Americana hasta el año 2017, razón por la cual, la Corte se limitaba a 
establecer el principio de progresividad y la prohibición de regresividad como parámetros 
para determinar si el Estado está cumpliendo con sus obligaciones.  
Si bien hasta el momento la judicialización de los DESC solo se había llevado a cabo al 
interior de la Corte IDH, alegando la violación directa a un derecho civil y político y 
cobijando dentro de esto un DESC, es necesario que la jurisprudencia de la Corte IDH se 
transforme de manera progresiva apoyada en el artículo 62.1 de la Convención, el cual  
reconoce la competencia de la Corte IDH para conocer de todos los casos referentes a 
derechos consagrados en la Convención Americana reconozca dentro de su jurisprudencia la 
violación directa a un derecho económico, social o cultural. 
b. Caso Pueblo Indígena de Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador 
En esta sentencia se reconocen Derechos Sociales y Culturales a la comunidad indígena de 
Kichwa de Sarayaku, en razón a que el Estado del Ecuador permitió que se realizaran obras 
de explotación petrolera en el territorio ocupado por los indígenas, desconociendo sus 
derechos y sin consultarles previamente sobre tal explotación. En el año 2012 mediante 
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sentencia de fondo la Corte IDH reconoce la responsabilidad del Estado por violar los 
derechos a “la consulta, a la propiedad comunal indígena y a la identidad cultural, además de 
reconocer la responsabilidad el estado por poner en grave riesgo los derechos a la vida e 
integridad personal”. (Caso pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Perú, 2012) 
En el presente caso la Corte IDH (2012) reconoce el vínculo ancestral que los indígenas 
tienen con sus tierras no solo como medio de subsistencia sino como un elemento esencial 
para el desarrollo de su cultura, la tierra para esta comunidad indígena denominada por ellos 
como “selva viviente” (Kawsak Sacha)21 hace parte fundamental de su cultura, sus 
tradiciones, sus creencias y su cosmovisión del mundo. 
La Corte IDH considera que el derecho a la consulta, previa asegura el respeto por la 
cultural, la identidad cultural, de igual modo considera la Corte IDH que, el derecho a la 
identidad cultural es esencial para preservar a las comunidades indígenas, desconocer tal 
derecho implicaría una vulneración a las costumbres y culturas de los pueblos indígenas, 
afirma igualmente  la Corte IDH (2012) en el presente caso que,  
El derecho a la integridad cultural es ingrediente y vía de interpretación 
transversal para concebir, respetar y garantizar el goce y ejercicio de los 
Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas protegidos por la 
Convención y por los ordenamientos jurídicos internos. 
El derecho a la identidad cultural protegido por la Convención American es un derecho de 
carácter fundamental que, como bien lo afirma la Corte IDH, tiene la finalidad de preservar y 
proteger los derechos que los pueblos indígenas poseen en razón de sus costumbres, y 
tradiciones; desconocer el derecho a la identidad cultural, implica que las comunidades 
sufrirán un decaimiento de sus costumbres y tradiciones. 
c. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay 
La comunidad indígena Yakye Axa, perteneciente al pueblo Enxet Sur fue desposeída de sus 
tierras a finales del siglo XIX,  en el cual grandes extensiones de tierra del chaco paraguaya 
                                                          
21 Caso Pueblo Indígena de Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Sentencia de fondo 27 de junio de 2012 
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fueron vendidas a empresarios británicos; los indígenas de la comunidad pasaron a ser 
trabajadoras de las instancias ganaderas establecidas en la zona. 
En el año 1986 los miembros de la comunidad indígena se trasladan a otra extensión de tierra 
debido a las malas situaciones de vida en las instancias ganaderas sin embargo tal traslado no 
fue beneficioso para los indígenas razón por la cual  en 1993 los miembros de las comunidad 
deciden iniciar trámites para revindicar su tierra ancestral, lo cual son produjo resultados 
positivos en el ámbito interno. (Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, 2005) 
En el año 2000 la comunidad Yakye Axa acude a la Comisión IDH para denunciar al Estado 
paraguayo por “no reconocer la propiedad que los indígenas tienen sobre sus tierras 
ancestrales”22.  
En el presente caso la Corte IDH declara la responsabilidad del Estado de Paraguay de violar 
los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, a la propiedad, a la vida. 
Acorde con lo anterior la Corte IDH reconoce que el derecho a la tierra ancestral prevalece 
sobre el derecho a la propiedad privada y hace parte fundamental para la protección  de las 
comunidades indígenas en razón de que, desconocer el derecho a la tierra ancestral seria 
desconocer para estas comunidades el derecho a la cultura, a la identidad cultural, a la 
integridad y supervivencia como comunidad indígena.  
Es importante resaltar que la Corte IDH reconoce y reafirma que la tierra ancestral para los 
indígenas es base para su cultura y tradiciones y resalta  la Corte que,  “la estrecha relación 
que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la 
base fundamental de su cultura, vida espiritual, integridad, supervivencia económica y su 
preservación y transmisión a las generaciones futuras”. (Caso Masacre Plan Sánchez Vs. 
Guatemala, 2004) 
Al observar la jurisprudencia de la Corte IDH es posible reconocer que, si bien los de 
derechos culturales se protegen a las comunidades indígenas como comunidad de especial 
valor y vulnerabilidad, no se encuentra dentro de la jurisprudencia de la Corte IDH algún 
pronunciamiento que haga mención directa al patrimonio cultural como elemento de 
                                                          
22 Comunidad  Yakye Axa Vs. Paraguay 
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protección; sin embargo el Protocolo de San Salvador artículo 14 reconoce el derecho a los 
beneficios de la cultura, dicho lo anterior si bien dentro del artículo no se nombra el 
patrimonio cultural es claro que la protección y salvaguardia del patrimonio culturan hacen 
parte del derecho a la cultura como modo de proteger los ideales culturales de los pueblos y 
comunidades. 
1.7. PATRIMONIO CULTURAL COMO OBJETO DE PROTECCIÓN POR LOS 
DESC 
Por patrimonio cultural se entiende todo aquello material o inmaterial arraigo o significación 
especial que represente a un pueblo o comunidad,  patrimonio cultural es entonces, toda 
significación de los quehaceres e ideales culturales, tradiciones, idioma o ideales de una 
comunidad, pueblo o nación, el patrimonio cultural es testimonio histórico de las vivencias 
de un grupo determinado, el Patrimonio permite a las personas desarrollarse y expresar sus 
apreciaciones sobre el contexto social en el cual conviven. 
Afirma la UNESCO (2002) que la importancia del patrimonio cultural recae en que, el 
patrimonio basa su importancia en ser el conducto para vincular a la gente con su historia. 
Encarna el valor simbólico de identidades culturales y es la clave para entender a los otros 
pueblos. Contribuye a un ininterrumpido dialogo entre civilizaciones y culturas, además de 
establecer y mantener la paz entre las naciones (Asamblea General de las Naciones Unidas, 
1989). 
Además  de lo anterior el patrimonio cultural en la actualidad no es un modo únicamente de 
recordar las vivencias pasadas como principios de la vida actual, sino también una forma de 
testificar y expresar las realidades presentes de forma artística. En igual sentido afirma la 
UNESCO que “el patrimonio testifica la experiencia humana y sus aspiraciones y debe ser 
una experiencia compartida que ofrece a cada ser humano la oportunidad del descubrimiento 
propio como otra persona en ese caudal de conocimiento que no es el propio” (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1989), es por tal razón que en la actualidad se aprecia de 
gran manera el patrimonio cultural como muestra viva de las realidades sociales y culturales 
de cada comunidad, pueblo o nación que pueden ser trasmitidas a otras comunidad con el fin 
de enriquecer la sociedad en diversidad, conocimientos, costumbres e identidad cultural.  
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Para finalizar, es importante reconocer que el Sistema Universal de los Derechos Humanos y 
el Sistema Interamericano son sistemas de protección de los Derechos Humanos, que si bien 
poseen características diferentes, ambos garantizan la protección y respeto de los Derechos 
Humanos en el ámbito Internacional. En el interior de ambos sistemas se han realizado 
grandes esfuerzos por generar un amplio y garantista modelo de protección de los Derechos 
Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales; eliminando las barreras que se generan al 
intentar dar justicibilidad a estos derechos.  
El Sistema Universal ha sido enfático al ocuparse de los derechos económicos y su 
importancia para la humanidad, de igual modo en el valor que la cultura, el patrimonio y las 
demás manifestaciones culturales presentan para el desarrollo de los Estados. En igual 
sentido el Sistema Interamericano recordando las obligaciones de los Estados, reconoce que 
los DESCA, deben ser respetados y garantizados de buena fe, ciñéndose a los preceptos 
entregados por la Corte en sus diferentes pronunciamientos.  
La justiciabilidad directa de los DESC es el siguiente paso en el desarrollo de los Derechos 
Humanos, según la cual, la Corte Interamericana haciendo uso de su competencia reconozca 
violaciones directas a los DESC por parte de los Estado, que si bien, en el momento se 
realiza una amplia consideración por parte de la Corte de estos derechos no es suficiente esta 
clase de protección sobre derechos que se transforman cada día según las necesidades de los 
seres humanos. Es valioso reconocer el gran paso para la justiciabilidad de los DESCA el 
caso (Caso Lagos del Campo Vs. Perú, 2017) este como hito de la justiciabilidad de los 
DESCA permitirá que en el futuro se presenten casos en los cuales se reconozca 
directamente la violación al artículo 26 de la Convención Americana.  
Para la protección del patrimonio cultural y natural, se requiere de una amplia cooperación 
internacional como establece la Convención para la protección del patrimonio mundial, 
cultural y natural, según las cual todos los Estados se comprometan a asistir y colaborar a los 






CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
2.1. SURGIMIENTO DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
El control de Convencionalidad es un control propio del Sistema Interamericano de los 
Derechos Humanos, surge a partir de las obligaciones convencionales que contraen los 
Estados al suscribirse a la Convención Americana (En adelante la Convención). Tiene la 
finalidad de garantizar el efectivo desarrollo y promoción de los Derechos Humanos. 
Afirma (Cantor, 2008) que el Control de Convencionalidad “es un mecanismo que ejerce la 
Corte de San José de forma subsidiaria en el evento de que el derecho interno, es 
incompatible con la Convención Americana de Derechos Humanos y otros tratados 
aplicables”. En principio la función del Control de Convencionalidad como bien o afirma el 
autor tiene el propósito de asegurar que las normas internas de los Estados, sin importar cuál 
sea su orden o jerarquía no contraríen las obligaciones convencionales.  
El fundamento principal del  Control de Convencionalidad puede encontrarse en el artículo 
27 de la Convención de Viena, el cual afirma que “una parte no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado” 
(Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 1969). Cada Estado al ratificar 
la Convención se suscribe a esta y se obliga a cumplir de buena fe todas las obligaciones que 
de esta se deriven. Este es el primer pilar del Control de Convencionalidad, e implica que la 
legislación interna de cada Estado se someta a las obligaciones convencionales previamente 
aceptadas.  
En el mismo sentido, el Control Convencional se estructura bajo los artículos 61 a 69 de la 
Convención Americana, los cuales establecen la competencia y capacidad de la Corte 
Interamericana (la Corte)  para ejercer jurisdicción sobre todos aquellos casos de graves 
violaciones a los Derechos Humanos que se produzcan en un Estado, que haya ratificado la 
Convención. 
Afirma el artículo 62.1 de la Convención que, todo Estado al suscribirse a la Convención o 
de manera posterior puede, “declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin 
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convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de esta Convención” (Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derechos Humanos, 1969). Significa entonces que, la Corte tiene competencia 
exclusiva para ejercer jurisdicción sobre los Estados que hayan ratificado la convención sin 
requerir una mención especial por parte del Estado.  
De igual modo continúa el artículo en su inciso tercero afirmando que, “la Corte tiene 
capacidad para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las 
disposiciones de la Convención que le sean sometidas” (Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos, 1969). Algo semejante ocurre con el articulo 64 en 
cual se enuncia que los Estados partes podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación 
de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los Derechos 
Humanos en los Estados Americanos (Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derechos Humanos, 1969).  Los dos artículos precedentes expresan claramente la 
competencia de la Corte IDH para ejercer su facultad interpretativa sobre la Convención y 
demás instrumentos encaminados a la protección de los Derechos Humanos.  
El control de Convencionalidad será por lo tanto una herramienta que permita realizar un 
análisis o juicio de valor acerca de la normatividad de los Estados frente a la Convención, en 
el caso (Las Palmeras vs. Colombia, 2000) La Corte se ocupa de da luz acerca de la forma en 
que se realiza el Control de Convencionalidad afirmando que, “La Corte interpreta la norma 
en cuestión y la analiza a la luz de las disposiciones de la Convención”. Finalizando este 
análisis con un “juicio en el que se dirá si tal norma o tal hecho es o no compatible con la 
Convención Americana.” Toda norma interna de un Estado que al realizarse esta 
confrontación se halle  que es contraria o incompatible con la Convención, debe ser sustraída 
del ordenamiento jurídico en el cual opere; no obstante también podrá la Corte ordenar su 
retiro su reforma, derogación o inaplicación. 
2.2. FUNCIÓN CONSULTIVA E INTERPRETATIVA DE LA CORTE IDH 
La función consultiva es ejercida por la Corte en razón de su artículo 64, dicha función tiene 
la finalidad de apoyar el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados a partir 
de la ratificación de la Convención en lo relacionado a la protección de los Derechos 
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Humanos (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1982), así mismo, las obligaciones 
respecto de los Derechos Humanos que contraigan todos los Estados miembros a la 
Organización de Estados Americanos, sin tener en cuenta si estos se encuentran  o no 
suscritos a la Convención. Dicha interpretación tiene la finalidad de dar luces a los Estados 
acerca del modo en el cual debe ser interpretada la Convención y como debe integrarse a 
cada Estado; la Corte comprende que dicha función interpretativa se encuentra limitada 
“dentro del sistema de protección de los derechos fundamentales, es tan amplia cuanto lo 
requiera la salvaguardia de tales derechos, pero ceñida a los límites naturales que la misma 
Convención le señala” (Ventura Robles & Zovatto G., S.F.). 
Asegura la Corte en la opinión consultiva OC – 3/83 que, la función consultiva tiene la 
finalidad de ofrecer un “método judicial alterno” (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 1983) que facilite a los Estados y Órganos dar efectivo cumplimiento a las 
obligaciones convencionales o sobre Derechos Humanos, sin someterse  al formalismo de un 
proceso contencioso ante la Corte, significa esto que la función consultiva tiene el objeto de 
ser un medio expedito que permita a los Estados dar un adecuado cumplimiento de la 
Convención. 
El artículo 64 de la Convención Americana otorga la Corte IDH la más amplia función 
consultiva que se le haya confiado a un tribunal internacional (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 1982). En este artículo se confiere capacidad para solicitar opiniones 
consultivas a todos los Órganos de los Estados Americanos23, de igual modo a todos los 
Estados miembros a la Organización de Estados Americanos, sean o no parte de la 
Convención, todo Estado parte de la Convención puede solicitar consultas sobre la 
interpretación y aplicación de la Convención. 
La función interpretativa no se limita a la Convención y se extiende a los demás tratados y 
convenios  relativos  a la protección de los Derechos Humanos, “sin que ninguna parte o 
aspecto de dichos instrumentos esté, en principio, excluido del ámbito de esa función 
asesora” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1982).  Del mismo modo todo Estado 
parte a la Organización de los Estados Americanos podrá realizar consultas acerca de la 
                                                          
23 Carta de la Organización de los Estados Americanos, artículo 53. 
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compatibilidad entre su legislación interna y la Convención o demás tratados relativos a los 
Derechos Humanos. 
2.2.1.  Límites a la función consultiva 
La función consultiva de la Corte Interamericana como se mencionó con anterioridad tiene 
amplias facultades para ejercer interpretación sobre la Convención y demás instrumentos del 
ámbito regional, sin embargo dicha capacidad no es absoluta, en razón de que, posee ciertas 
limitaciones las cuales tiene la finalidad de no desbordar la capacidad de la Corte y que la 
función consultiva pueda cumplir con su finalidad principal, la cual es  la protección de los 
Derechos Humanos. 
 Dichas limitaciones son, a) La Corte solo podrá conocer de interpretaciones consultivas en 
las cuales se vea directamente implicado la protección de un derecho humano de un Estado 
miembro del Sistema Interamericano, dichas solicitudes no están encaminadas a tomar todos 
los temas posibles que los Estados requieran, se encuentran limitadas principalmente a la 
finalidad de la Convención, la cual es la protección de los Derechos Humanos. 
b) Sera inadmisible toda solicitud que tenga como finalidad  desvirtuar la jurisdicción 
contenciosa de la Corte, o en general a debilitar o alterar el sistema previsto en la 
Convención, afectando así derechos de las víctimas en eventuales violaciones a los Derechos 
Humanos. Esto en razón de que las sentencias emitidas por la Corte poseen la característica 
de ser obligatorias, definitivas y ejecutables, cualidades que no poseen las opiniones 
consultivas, en razón de que estas son consideraciones que la Corte realiza a solicitud de los 
Estados o diferentes organismos. Por este motivo un Estado frente al cual se ha iniciado un 
proceso podrá preferir solicitar ante la Corte una opinión consultiva, sin la necesidad de 
acudir ante la Corte en su función contenciosa evitando así las consecuencias que trae 
consigo las sentencias emitidas por la Corte. “Esta última, podría considerarse que una 
estrategia como esa menoscabaría "los derechos de las víctimas de eventuales violaciones de 
los Derechos Humanos" y que "desvirtuar(ía) la jurisdicción contenciosa de la Corte" (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1985). 
Finalmente cuando la Corte decida que no debe realizar una opinión consultiva, previo 
análisis del caso, porque esta sobrepasa la capacidad establecida en la Convención o por 
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otras circunstancias determinantes, tal situación deberá ser motivada por escrito según lo 
establece el artículo 66 de la Convención. 
2.3. INICIOS DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
El control de convencionalidad tiene su primera mención en la sentencia de fondo, costas y 
reparaciones del Caso  Myna Mack Chang Vs. Guatemala, en el año 2003, sentencia en la 
cual el voto concurrente razonado del Juez Sergio García Ramírez, enmarca lo que debe 
entenderse por control de convencionalidad, en principio dijo la Corte que, las actuaciones de 
los Estados y la forma como estos administran justicia deben regirse por un régimen 
convencional de responsabilidad, dichas actuaciones de los Estados no pueden  estar fuera 
del “Control de Convencionalidad que trae consigo la jurisdicción interamericana” (Caso 
Myrna Mack Chang Vs. Guatemala, 2003). Implica esto el primer elemento del Control de 
Convencionalidad, la sujeción del Estado a las normas convencionales y la obligación de 
acatar las mismas. 
Posteriormente en el año 2011 en el Caso Gelman vs. Uruguay la Corte reafirma lo que ha 
dicho en sentencias anteriores acerca del Control de convencionalidad como en los Casos, 
(Almoracid Arellanos vs. Chile, 2006), y Caso (Gomes Lund y otros (Guerrilla do 
Araguaia") vs. Brasil, 2010) y el Caso  (Cabrera García y Montiel Florez vs México, 2010), 
sentencias en las cuales afirmo que los jueces si bien están sometidos a las leyes internas de 
cada Estado, también se encuentran sometidos a la Convención y al control de 
convencionalidad, en su obligación de velar por el cumplimiento de los Derechos Humanos, 
evitando que estos derecho se vean mermados al aplicar dentro de los Estados normas que 
restrinjan o vayan en contra de las obligaciones convencionales.  
Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, 
lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su 
objeto y fin, por lo que los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un 
“control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención 
57 
 
Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en 
cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo 
ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana24. (Caso Gelman vs. Uruguay, 2011) 
Es importante resaltar que la Corte en este pronunciamiento afirma que el control de 
convencionalidad no solo se ejerce sobre la Convención y sus disposiciones, sino también 
sobre las interpretaciones que la Corte ha realizado siendo esta interprete ultima de la 
Convención, este punto otorga la calidad de convencional a los diferentes pronunciamientos 
que la Corte realiza en su jurisprudencia y obliga a los Estados a aplicar en su legislación 
interna al igual que la Convención las interpretaciones que esta haga sobre la misma.  
Lo anterior se concibe a partir la regla judicial según la cual, los jueces de cada Estado como 
operadores jurídicos “están obligados a ejercer control jurídico en los casos de sus 
competencias usuales, conforme a los enunciados de la Convención Americana y sus tratados 
concurrentes, y también de las interpretaciones de la Corte Interamericana en sus sentencias” 
(Ramírez, 2014). 
2.3.1.  CONTROL DE CONVENCIONALIDAD SOBRE LAS LEYES Y LAS 
CONSTITUCONES DE LOS ESTADOS PARTE EN LA CONVENCIÓN. 
Dadas las difíciles situaciones que se produjeron en los Estados Americanos en el siglo 
anterior estos iniciaron a producir normas internas de carácter legal y constitucional 
violatorias de la Convención amparados en el principio de la soberanía del Estado y la 
seguridad nacional. Estas normas violatorias de la Convención incluían generalmente, 
indultos y amnistías por graves violaciones a los Derechos Humanos. 
La Corte en su opinión consultiva 14 de 1994 afirmo que la violación a la Convención se 
produce simplemente por la expedición de una norma violatoria de la misma cuando esta es 
de aplicación inmediata, es decir que restringe los derechos de cierto grupo de personas;  sin 
requerir que esta sea aplicada dentro del Estado. La Corte afirma que, “la promulgación de 
                                                          
24 Párr. 193 
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una ley manifiestamente contraria a las obligaciones asumidas por un Estado al ratificar o 
adherir a la Convención constituye una violación de ésta” (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 1994). 
Esta opinión consultiva permite concluir que la Corte tiene capacidad para intervenir dentro 
de la aplicación de las leyes dentro de los Estados, evitando así que estas produzcan 
violaciones a los Derechos Humanos, los Estados deben respetar la convencionalidad y el 
Control de Convencionalidad al dictar sus normar y disposiciones. 
2.3.1.1.Control de convencionalidad y responsabilidad del Estado por expedición de 
políticas públicas contraías a la Convención. 
La Corte Interamericana en su función de velar por la protección de los Derechos Humanos 
posee capacidad para ejercer control judicial sobre las políticas públicas que cualquier  
Estado expida dentro de su territorio nacional, este podría entenderse como un escenario 
difuso del control de convencionalidad, en el cual no se realiza control convencional sobre 
Constituciones, leyes violatorias de la Convención o casos contenciosos. Por lo tanto esta 
clase de control implica una injerencia más profunda de la Corte en la cual posee la facultad 
para revisar y solicitar a los Estados que ajusten sus políticas públicas a las obligaciones 
convencionales. 
Un ejemplo de esto sería el (Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay, 2004) 
en el cual se declara la responsabilidad del Estado de Paraguay por la violación de los 
derechos a la vida,  integridad personal, a las garantías judiciales, a la protección judicial, y 
en general la violación a la garantía a los derechos de los niños. 
Los hechos que dan origen a la responsabilidad del Estado se presentan en el Instituto de 
Reeducación del Menor “Coronel Panchito López”, una institución vinculada al Ministerio 
de Justicia y Trabajo del Paraguay, en el cual los internos menores de edad no tenían 
condiciones que le permitieran llevar una vida digna, en cambio sufrían de manera constante 
violaciones y abusos a sus Derechos Humanos, eran sometidos a tratos crueles e inhumanos, 
violencia, inseguridad, abuso, corrupción, entre otras situaciones que ponían la vida de los 
menores en peligro. 
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2.4. CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD 
El control difuso de convencionalidad surge de la obligación de adecuar la legislación o 
normativa interna a las obligaciones convencionales, reconociendo que el artículo 2 de la 
Convención Americana establece que los Estados se “obligan a adoptar todas las medidas 
legislativas o de cualquier otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos” los 
derechos y libertades contenidas en la Convención. Sobre este tema el juez Ferrer … en su 
voto razonado a la supervisión de cumplimiento a la sentencia del caso Gelman Vs. Uruguay 
Aclara que esta obligación no se limita únicamente a las constituciones y normas de los 
Estados, sino que, “deberá irradiar a todas las disposiciones jurídicas de carácter 
reglamentario y traducirse en la efectiva aplicación práctica de los estándares de protección 
de los Derechos Humanos” (Supervisión de Cumpliento de Sentencia Caso Gelman Vs. 
Uruguay, 2013). La obligación contenida en el artículo 2 de la Convención se hace extensiva 
a todas las autoridades de los Estados incluyendo jueces y demás autoridades 
administrativas.  
El control difuso de convencionalidad además de lo anterior, debe ejercerse en todos los 
Estados examinando la coexistencia entre la norma nacional y la Convención Americana, los 
protocolos adicionales a la Convención, su jurisprudencia y pronunciamientos, este control 
consiste en un “estándar "mínimo" creado por dicho Tribunal internacional para que en todo 
caso sea aplicado el corpus iuris interamericano y su jurisprudencia en los Estados nacionales 
que han suscrito o se han adherido a la CADH” (Ferrer Mac - Gregor, 2011). 
Afirma (Hernandez Castaño, 2014) que el control difuso de convencionalidad se traduce en 
la obligación que asumen los Estados de respetar todas las obligaciones convencionales que 
se contraen al suscribirle a la Convención, los cuales no se limitan únicamente a esta, sino 
que su sentido es bastante amplio, cuando un juez de un Estado o cualquier autoridad 
administrativa realice control de convencionalidad difuso este no debe ceñirse únicamente a 
la Convención, ya que este control consiste en,  
La obligación mediata o inmediata de la observancia, garantía, y efectividad 
de los derechos y libertades contenidos en el corpus iuris interamericano que 
comprende  no solamente la Convención Americana, y otros tratados 
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internacionales, sino también sentencias, opiniones consultivas, y resoluciones 
de la Corte IDH que dan contenido y desarrollo a los primeros.  
En este sentido el control difuso de convencionalidad puede ser ampliado en los diferentes 
Estados pero no limitado, el articulo 29 b de la Convención afirma que, ninguna disposición 
presente en la convención puede ser interpretada con la finalidad de,  “limitar el goce y 
ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes 
de cualquiera de los Estados Partes o  de acuerdo con otra Convención en que sea parte uno 
de dichos Estados” (Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, 
1969).  Dado estas circunstancias cada Estado tiene la obligación de realizar acciones que 
permitan las interpretaciones más favorables a los derechos contenidos en la Convención. 
Para tales fines afirma la Corte en el caso (Las Palmeras vs. Colombia, 2000) Que no posee 
ningún límite normativo para ejercer control de convencionalidad, “toda norma jurídica es 
susceptible de ser sometida a este examen de compatibilidad”. 
En el caso (Trabajadores Cesado del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, 2006) el 
voto razonado del Juez Sergio García Ramírez ilustra lo que debe entenderse por control de 
Convencionalidad difuso en el interior de los Estados, el cual se considera bajo la función 
que cumplen los diferentes órganos del Estado  mediante el juzgamiento de las normas y 
actos expedidos por las diferentes autoridades y la ley suprema de la nación. Los órganos 
internos de los diferentes Estado llevan a cabo su propio control de convencionalidad el cual 
tiene la finalidad primaria de proteger los Derechos Humanos, velando que las acciones 
internas se encuentren en concordancia con las normas convencionales. 
Tal control convencional interno denominado difuso acrecienta “la conexión expresa y 
suficiente --que resuelva colisiones y supere problemas de interpretación, que finalmente 
pueden significar incertidumbre o merma en el estatuto de derechos y libertades personales-- 
entre el orden interno y el orden internacional” (Trabajadores Cesado del Congreso (Aguado 
Alfaro y otros) vs. Perú, 2006).  
En control difuso de Convencionalidad otorga a los jueces y demás autoridades de los 
Estados la calidad de “Jueces Interamericanos” los cuales deben velar por el efectivo 
cumplimiento de la Convención Americana, los protocolos adicionales, demás instrumentos 
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internacionales del ámbito regional y las interpretaciones realizadas por la Corte en su 
jurisprudencia, será por lo tanto este un control “extenso -vertical y general- en materia de 
juridicidad de los actos de autoridades -por lo que toca a la conformidad de éstos con las 
normas internacionales sobre Derechos Humanos” (García Ramírez , 2006). 
La Corte Interamericana en el (Caso Gelman vs. Uruguay, 2011) aclara que el control de 
convencionalidad “es función y tarea de cualquier autoridad pública y no sólo del Poder 
Judicial”, la cual podrá ser ejercida  cual de buena fe por cualquier autoridad en el ámbito 
interno. En igual sentido en el año 2014 en la sentencia de fondo, reparaciones y costas del 
(Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana, 2014) 
afirma la Corte que ejercer el control de convencionalidad  es una “obligación que vincula a 
todos los poderes y órganos estatales en su conjunto”. Como un deber y como una obligación 
que pertenece al todo el Estado sin discriminar la calidad de quien ejerce el Control. 
El control difuso de convencionalidad implica una constante relación de los jueces internos 
con los diferentes preceptos convencionales, es decir, se requiere de un “dialogo 
jurisprudencial” en el cual los jueces y autoridades administrativas articulen adecuadamente 
los preceptos convencionales a los estándares de protección interno teniendo en cuenta los 
diferentes avances en la protección de los Derechos Humanos. Implica por lo tanto, que 
quien se encargue de realizar control difuso de convencionalidad en el ámbito interno posea 
una actualización constante y permanente sobre las disposiciones convencionales emitidas 
por la Corte y la Comisión, esto con la finalidad de ejercer un doble control, por un lado el 
control constitucional y por otro lado, el control de convencionalidad. 
Siguiendo con este razonamiento, se encuentra el voto razonada del juez A.A. Cançado 
Trindade el cual reconoce la importancia de los jueces o autoridades administrativas internas 
de cada Estado cuando fungen como jueces “convencionales” aplicando control tanto 
constitucional como convencional de manera armónica.  
Los órganos del Poder Judicial de cada Estado Parte en la Convención 
Americana deben conocer a fondo y aplicar debidamente no sólo el Derecho 
Constitucional sino también el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos; deben ejercer ex officio el control tanto de constitucionalidad como 
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de convencionalidad, tomados en conjunto, por cuanto los ordenamientos 
jurídicos internacional y nacional se encuentran en constante interacción en el 
presente dominio de protección de la persona humana (Cançado Trinade, 
2006). 
Del mismo modo afirma la Corte en el caso (Trabajadores Cesado del Congreso (Aguado 
Alfaro y otros) vs. Perú, 2006) Que, el control de convencionalidad difuso si bien debe 
proceder ex officio este se realiza respetando “el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes” dando a entender, que  aunque es una 
obligación de cada Estado realizar un control de Convencionalidad que asegure el 
cumplimiento de las obligaciones convencionales este no es absoluto, por lo tanto la 
realización de este control no debe sobrepasar las competencias establecidas para cada juez o 
autoridad administrativa respetando siempre las normas procesales aplicables a cada caso. 
En igual sentido, aclara la Corte en mismo caso que, el control difuso de convencionalidad 
aunque se considere una herramienta para articular y hacer control sobre  conceptos internos 
e internacionales, “tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar 
otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de 
acciones” (Trabajadores Cesado del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, 2006). 
2.4.1. Función del Juez  interno al aplicar Control Difuso de Convencionalidad 
El juez o autoridad administrativa encargada de realizar un “examen de compatibilidad 
convencional” primara constantemente por los principios que favorezcan a la persona 
humana, este, deberá “siempre aplicar el principio pro homine (previsto en el artículo 29 del 
Pacto de San José), que implica, inter alia, efectuar la interpretación más favorable para el 
efectivo goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales”. (Eduardo , 2010). 
Del mismo modo, posee el juez interno la capacidad de aplicar la norma internacional más 
favorable aunque esta, no sea necesariamente la Convención Americana, apoyándose de 
otros tratados internacionales sobre Derechos Humanos, para ilustrar esto afirma la Corte en 
la Opinión Consultiva OC 5/85 que “puede sentarse el criterio de que las reglas de un tratado 
o convención deben interpretarse en relación con las disposiciones que aparezcan en otros 
tratados que versen sobre la misma materia”. No siendo por lo tanto excluyente la 
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interpretación de un tratado frente a otro de igual naturaleza, sino más bien, correlativos 
(Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1985). 
 Dicha interpretación convencional extensiva permite acercar al control de convencionalidad 
otros tratados internacionales que ilustren o complementen de mejor manera las obligaciones 
convencionales, y den un mayor ámbito de protección a los Derechos Humanos de que se 
trata, no obstante cabe resaltar que este método no puede ser usado para restringir las 
obligaciones que contraen los Estados en materia de Derechos Humanos sobre otros tratados 
internacionales más restrictivos que haya contraído el Estado. 
Un ejemplo de esto se produciría en relación a los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en los cuales, la Convención Americana no se ocupó de realizar un amplio 
desarrollo sobre los mismos, no obstante en el año 1988 se proclama el Protocolo de San 
Salvador como un Protocolo adicional al Pacto de San José de Costa Rica, el cual tiene la 
finalidad de ilustrar claramente las obligaciones de los Estados frente a los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Como bien lo afirma el juez A.A. Cançado Trindade, 
todos los Derechos Humanos reconocidos en el Convención Americana, “inclusive los 
derechos económicos, sociales y culturales, son pronta e inmediatamente exigibles y 
justiciables, una vez que la interrelación e indivisibilidad de todos los Derechos Humanos se 
afirman en los planos no sólo doctrinal sino también operativo” (Cançado Trinade, 2006). 
2.4.2. Intensidad del control de Convencionalidad 
Como se afirmó con anterioridad todo juez o autoridad administrativa posee capacidad y 
competencias para ejercer el control de convencionalidad difuso, sin embargo este posee 
diferentes intensidades respetando las respectivas competencias y procedimientos 
establecidos en el Estado para ejercer dicho control o un control similar. Por lo tanto, no todo 
juez o autoridad administrativa tendrá capacidad para inaplicar una norma contraria a la 
Convención Americana, no obstante, si posee capacidad para realizar control a la misma.  
Como lo afirma el Juez Eduardo Ferrer Mac – Gregor en el caso (Trabajadores Cesado del 
Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, 2006); Inicialmente, y sin distinción ni grado se 
promueve la capacidad de los jueces y órganos del Estado de realizar interpretación y control 
de las normas internas en contraprestación con la Convención. 
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“En principio, corresponde a todos los jueces y órganos jurisdiccionales 
realizar una “interpretación” de la norma nacional a la luz de la Convención 
Americana, de sus Protocolos adicionales (y eventualmente de otros tratados), 
así como de la jurisprudencia de la Corte IDH y siempre con la regla 
interpretativa del principio pro homine a que refiere el artículo 29 del Pacto de 
San José (Eduardo , 2010)” 
Surgirán por lo tanto dos grados de “intensidad” para los jueces o autoridades administrativas 
del Estado que realizan la interpretación, el primero se refiere a aquellos que no poseen 
capacidad para inaplicar la norma contraria o limitativa de las obligaciones convencionales, 
en este caso, podrá quien conoce del control “escoger la interpretación conforme con los 
parámetros convencionales, y por consiguiente desechar aquellas interpretaciones 
inconvenientes o que sean de menor efectividad para el goce y protección del derecho o 
libertad respectivo” (Eduardo , 2010). Es decir, deberá el operador jurídico excluir toda 
interpretación que sea contraria limitativa para la efectiva protección del derecho, sin tener 
esta capacidad para pronunciarse sobre la aplicación o inaplicación de la norma en el Estado. 
Como segundo grado de intensidad podrá considerarse de aquello jueces, generalmente 
constitucionales, que, teniendo capacidad para excluir la norma y conocer del caso concreto, 
realicen una interpretación conforme de la cual se deduzca el no acatamiento a la norma 
convencionalidad de la norma o actuación estudiada, teniendo este juez mayor capacidad 
para inaplicar la norma o sustraerla completamente del ordenamiento jurídico. Esto, 
respetando las capacidades y competencias de cada juez en el orden interno. 
2.4.3. Control de Convencionalidad sobre otros instrumentos no sometidos a la 
jurisdicción Interamericana  
Finalmente la aplicación de este control sin tener en cuenta su intensidad podrá ser realizada 
por cualquier juez o autoridad que tenga capacidad y competencia para conocer de las 
diferentes actuaciones del Estados en el cual se realiza este control. En este sentido cualquier 
juez o autoridad del ámbito nacional realizará un control ex officio de convencionalidad, 
posibilitando la adecuación de la norma interna a la norma convencional permitiendo así una 
mayor garantía a los Derechos Humanos; teniendo en cuenta no solo la Convención 
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Americana, sino todos los pronunciamientos realizados por la Corte Interamericana y los 
demás tratados sobre Derechos Humanos. 
En este sentido,  teniendo en cuenta la interpretación de buena fe y el principio pro homine, 
según los cuales, cualquier interpretación que se realice a una norma internacional deberá 
realizarse en busca de garantizar la mayor realización y disfrute posible de los Derechos 
Humanos respetando siempre la dignidad humana. Según esto, podrá incluso realizarse 
control de convencionalidad incluyendo preceptos de diferentes organismos internacionales 
que ilustren el alcance y contenido de los Derechos Humanos, y el valor que estos presentan 
para la humanidad. 
La materialización y garantía de los Derechos Humanos no se circunscribe únicamente al 
ámbito interamericano, y si bien el control de convencionalidad es un control propio del 
sistema interamericano este podrá también ejercerse sobre otros instrumentos no sometidos a 
la jurisdicción interamericana como un modo de realizar un control extenso y garantista de 
los Derechos Humanos. 
En este punto es importante resaltar lo aclarado por la Corte Interamericana en el (Caso 
Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, 2014) afirmando que la “Convención Americana no impone 
un modelo específico para realizar un control de constitucionalidad y convencionalidad”. 
Este control debe ejercerse por todos los jueces y demás organismos del Estado, pero cada 
Estado podrá establecer libremente la forma en la cual ejercerá este control, sin encontrarse 






HERRAMIENTAS JURIDICAS DESARROLLADAS EN COLOMBIA PARA LA 
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3.1. CONSTITUCIÓN CULTURAL 
En materia de derechos culturales la Constitución Política Colombiana de 1991 se declara a 
sí misma como una constitución cultural, en razón a que, es la primera constitución 
colombiana donde se reconoce como derecho fundamental de los colombianos la cultura y a 
la vida cultural y se le otorgan garantías a estos derechos; generando así, el reconocimiento 
de un Estado pluricultural y étnico, donde se reconoce a cada persona su derecho a acceder a 
la cultura, a beneficiarse de ella y a participar de la misma; de igual modo, reconoce el 
Estado colombiano que el patrimonio cultural de la Nación es de relevante importancia para 
la misma. 
Afirman los constituyentes de 1991 que “la cultura en sus diversas manifestaciones es 
fundamento de la nacionalidad” (Asamblea Constituyente, 1991), en consecuencia la cultura 
es un elemento sobresaliente para la realización de los seres humanos, que hacen parte del 
territorio colombiano, será la cultura un instrumento para lograr la prosperidad y el 
desarrollo social, igualmente se considera la cultura como un elemento de paz y 
reconciliación.  
La declaración de la cultura como un derecho fundamental  por la constitución de 1991 
establece que será disfrutada por todos los colombianos en función de la igualdad, “ella ha de 
extenderse a todos, bajo el entendido de que por constituir uno de los fundamentos de la 
nacionalidad su promoción, desarrollo y difusión es asunto que ha de gozar de la especial 
atención del Estado” (C - 671/99, 1999). 
La Corte Constitucional en relación al derecho a la cultura, ha afirmado que este es un 
bien   “constitucionalmente protegido, que es un principio y un valor orientador de la 
actuación de las autoridades estatales” (C - 818/10, 2010). La cultura debe estar inmersa en 
todas las actuaciones estatales, debe reconocerse y tenerse en cuenta en todos los ámbitos y 
decisiones nacionales. Aclara la Corte que de manera simultánea el derecho a la cultura 
implica para el Estado ciertas obligaciones, las cueles se denominaran como “derechos 
culturales” y deben ser cumplidas de buena fe por el Estado colombiano.  
“De manera simultánea configura un “derecho a la cultura” “el cual impone al 
Estado, entre otras, las obligaciones de respetar, proteger, promover y 
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garantizar el acceso, la participación y la contribución de todos a la cultura en 
un plano de igualdad, en el marco del reconocimiento y respeto de la 
diversidad étnica y cultural. Estas obligaciones también han sido denominadas 
derechos culturales” (C - 818/10, 2010) 
Por derecho a la cultura en sentido general se entiende como lo afirma Edwin R. Harley,  que  
es el  
Derecho a participar de la vida cultural de la comunidad, a tomar parte 
libremente en la vida cultural de la comunidad, a participar en la vida artística 
de la comunidad, a gozar de las arte, a disfrutar de los beneficios científicos 
que resulten de los progresos intelectuales y especialmente los 
descubrimientos científicos, a participar del progreso científico. (Harvey, 
Edwin R., 2008) 
Afirma el autor que los derechos culturales constan de una doble característica en la cual 
cada persona que goza y se beneficia de las artes también será un creador o transformador de 
las mismas (Harvey, Edwin R., 2008), por lo tanto, la cultura no es un derecho únicamente a 
cargo del Estado,  sino que se puede considerar como un derecho íntimamente  humano que 
pertenece a su ser y a su necesidad de desarrollarse libremente, de expresar, de aprender y de 
formar un ideario sobre la sociedad que lo rodea.  
Dentro de ese orden de ideas, es importante resaltar las apreciaciones del Consejo 
Económico y Social al afirmar que el Estado Colombiano “ha realizado acciones 
constitucionales integrando en la carta política el derecho a la cultural y el reconocimiento a 
la protección y conservación del patrimonio cultural” (Consejo Económico y Social, 2008) 
como elemento central de la identidad cultural, Colombia  a partir de la Constitución de 1991 
se reconoce a sí mismo como un  “Estado pluricultural y multiétnico” (Consejo Económico y 
Social, 2008). 
En materia de derechos culturales dentro de la Constitución colombiana es la Corte 
Constitucional en sentencia del año 2014 quien indica cuales son los artículos que reconoce 
la constitución Política como de protección y fomento a la cultura, estos son, artículo 2º de la 
Carta Política que establece como “fin esencial del Estado facilitar la participación de todos 
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en las decisiones que puedan afectar el ámbito cultural del país” (C - 082/14, 2014), este 
artículo como principio rector establece que todas las actuaciones y decisiones que afecten el 
ámbito cultural del país deberán ser informadas a los ciudadanos para que participen de tales 
decisiones, esto hace parte del derecho a participar de la vida cultural. 
 Por su parte el artículo 8º constitucional establece la “obligación que tienen Estado y 
particulares de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación” (C - 082/14, 2014); 
este precepto al igual que el anterior artículo se considera como principio rector, he implica 
la obligación del Estado y como lo afirma la constitución de preservar y respetar la riqueza 
cultural y la diversidad étnica de la Nación. 
También conforma el corpus iuris constitucional en materia de cultura, “el artículo 44 que la 
define como un derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, el artículo 63 
constitucional, dota de carácter inalienable, imprescriptible e inembargable al patrimonio 
arqueológico de la Nación” (C - 082/14, 2014), el articulo hace referencia  la obligación del 
Estado de proteger los bienes culturares como bienes de interés para la humanidad, según 
como lo afirma la (UNESCO, 1972) “el deterioro o la desaparición de un bien del patrimonio 
cultural y natural constituye un empobrecimiento nefasto del patrimonio de todos los pueblos 
del mundo”25. 
La Constitución en su artículo 70 impone al Estado el “deber de promover y fomentar el 
acceso a la cultura de todos los colombianos” (C - 082/14, 2014), esta es una obligación 
positiva del Estado, tiene la finalidad de garantizar que el Estado permitirá a las personas 
participar de la cultura en igualdad de condiciones y sin restricción alguna. 
El artículo 71 por su parte establece la obligación del Estado, en el marco del fomento a la 
cultura, de "crear incentivos y estímulos a las manifestaciones culturales” (C - 082/14, 2014), 
además de lo referenciado por la Corte en esta jurisprudencia el artículo 71 de la Carta 
Política afirma que la búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres por 
consiguiente reconoce que las expresiones culturales son autónomas y dependen de la 
voluntad de cada persona, la cultura se compone de un sin número de manifestaciones, razón 
                                                          
25 Convención sobre la protección del Patrimonio Mundial, cultural y Natural. 
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por la cual, el Estado no puede restringirlas; afirma el constituyente que, se propenderá por la 
libertad, la diversidad, la igualdad y la dignidad. 
El artículo 72 otorga rango constitucional a la protección al patrimonio cultural de la Nación 
en cabeza del Estado. Así mismo, reconoce a la Nación la “titularidad sobre el patrimonio 
arqueológico de la Nación y todos aquellos bienes culturales que conforman la identidad 
nacional, dotándolos, en virtud de ese título, de naturaleza inalienable, inembargable e 
imprescriptible” (C - 082/14, 2014). El anterior artículo es uno de los  más importante en 
materia cultural, ya que reconoce que todo aquello que sea una manifestación cultural 
formara parte de la identidad nacional,  el Estado se encontrará en la obligación de proteger y 
preservar los elementos considerados como patrimonio, además de esto, reconoce 
características especiales a estos bienes, no podrán venderse, donarse o trasladarse, no 
podrán embargarse y no podrán ser adquiridos por prescripción, son bienes que se 
encuentran en cabeza del Estado y este tiene a su cargo la obligación de protegerlos. 
No obstante, aunque a partir de la Constitución de 1991 se reconozca como un derecho 
humano la cultura; es dificultoso identificar que se entiende por cultura en sentido estricto y 
que será cultura dentro del territorio Colombiano. La (UNESCO, 1982) define cultura como 
el “conjunto de los rasgos distintivos, espirituales, materiales y afectivos que caracterizan 
una sociedad o grupo social. Reúne además de las artes y las letras, los modos de vida, los 
derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, creencias y tradiciones”. La 
UNESCO es enfática en afirmar que, cultura es todo aquello que le pertenece al ser humano, 
a su esencia y naturalidad, la cultura para los pueblos es todo aquello que los identifica, los 
une con un espacio, tiempo, realidad y plan de vida. 
 La cultura es la expresión de las potencialidades creadoras del ser humano, 
plasmadas en actitudes, prácticas, conocimientos y objetos; es la síntesis de la 
personalidad de los pueblos y la motivación de su identidad nacional”. En este 
contexto, la cultura cubre todas las expresiones de las personas frente a la 
naturaleza, dentro de un ámbito espacial y temporal determinado. Comprende 
la forma como el hombre, como individuo, como sociedad y aun como 
especie, ha transformado el medio que lo rodea y ha sido transformado por él. 
(UNESCO , 2009) 
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Al declarar la Constitución colombiana que Colombia es un Estado pluricultural, étnico y 
diverso asegura que la mixticidad de lenguas, costumbres, creencias, expresiones religiosas, 
artísticas y culturales formaran parte, como bien lo dice el artículo 70, de la Carta Política, de 
la nacionalidad colombiana; la Corte Constitucional por su parte enuncia que cultura debe 
entenderse como “manifestación de la diversidad de las comunidades, como expresión de la 
riqueza humana y social de los pueblos y como instrumento para construir sociedades 
organizadas que aprenden a manejar sus relaciones adecuadamente” (C - 742/06, 2006), es 
entonces cultura la base del desarrollo humano de las personas y los pueblos que conforman 
el Estado Colombiano. 
En el ámbito económico y social la (UNESCO , 2009) aclara que, “la cultura y su diversidad 
tienen un claro papel en el desarrollo, en sus dimensiones económicas y sociales”, la cultura 
es la manifestación de los modos de vida, costumbre e identidad de los pueblos, la “cultura 
es el punto de partida para el desarrollo social y económico, es el componente esencial para 
lograr la realización efectiva de las actividades humanas de las personas que se desarrollan 
dentro de cierto espacio”.  
 Es una obligación del Estado colombiano fomentar y proteger la cultura y la diversidad, una 
cultural positiva únicamente se desarrollará con una actuación positiva y atenta del Estado, la 
cultura es una construcción social que se encuentra circunscrita a un espacio, tiempo y 
momento histórico, si el Estado no interviene para  preservar las muestras culturales que se 
presentan dentro de cada grupo social con el tiempo irán desapareciendo al igual que la 
memoria y la identidad. 
3.2. LEY EN MATERIA DE CULTURA 
La legislación en materia cultural goza de una especial relevancia en el ámbito nacional ya 
que permite incluir a la cultura como un instrumento para la transformación de la sociedad, 
como factor generador de progreso y como acción necesaria para el desarrollo integro de la 
sociedad. 
La legislación cultural ha tenido un amplio desarrollo a partir de la constitución de 1991, los 
primeros acercamientos a una legislación cultural en Colombia se produjeron  en el año 1997 
con la promulgación de la ley 397 “Ley General de Cultura”, esta ley tenía por finalidad 
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desarrollar los artículos 70, 71 y 72 de la Constitución política colombiana y los demás que 
fueran concordantes, del mismo modo se ocupó de establecer parámetros para la definición y 
protección del patrimonio cultural, además de lo anterior, se crean estímulos y fomentos a la 
cultura, su principal aporte fue la creación del Ministerio de Cultura. 
Afirma la ley 397 de 1997 que, “la cultura en sus diversas manifestaciones, es fundamento de 
la nacionalidad y actividad propia de la sociedad colombiana en su conjunto, como proceso 
generando individual y colectivamente por los colombianos. Dichas manifestaciones 
constituyen parte integral de la identidad y cultura colombianas” (Ley 397 de 1997, 1997), a 
partir de la constitución política de 1991 la cultura se transforma en un derecho de carácter 
fundamental, y a partir de la promulgación de la ley general de cultura, esta se transformara 
en un elemento integral de la nacionalidad colombiana. 
3.3. PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN 
El patrimonio cultural de la Nación como bien lo expresa la Constitución Política 
colombiana y se reafirma en la ley general de cultura, goza de una especial relevancia para la 
Nacionalidad colombiana. Las leyes en torno al patrimonio no se encargan de definir 
taxativamente lo que se entiende por patrimonio cultural, en cambio, realizan un 
acercamiento a lo que se debe considerar patrimonio y cuales han de ser los lineamientos a 
seguir para su protección y conservación. 
Aclara el Ministerio de Cultura que, “puede considerarse patrimonio cultural de la Nación 
aquellos bienes y manifestaciones a los cuales las personas, los grupos, o las instituciones 
con competencias atribuidas legítimamente, mediante un proceso razonable, reflexivo, 
transparente, público, les confieren valores o atribuciones de identidad” (Ministerio de 
Cultura de Colombia, 2010)  
Por otro lado, la noción de patrimonio cultural ha variado en torno al transcurso del tiempo, 
inicialmente se hacía referencia al patrimonio cultural como los monumentos y elementos de 
carácter antiguo que representaran los tiempos anteriormente vividos, en la actualidad y 
gracias al desarrollo legislativo en materia de patrimonio cultural se extiende esta 
consideración a distintos elementos que hacen parte de la vida diaria y tradiciones de las 
diferentes comunidades.  
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La nueva noción de patrimonio cultural implica reconocer que el ser humano se relaciona 
con su ambiente y que este será un elemento de transformación para ambos, por lo tanto, la 
percepción de patrimonio cultural se transforma en una idea más humanística y social; 
patrimonio cultural en la actualidad contiene además de las producciones artísticas que 
reúnen un valor histórico y cultural, con el paso del tiempo a las acciones diarias del ser 
humanos como expresiones de la realidad social y cultural de cada comunidad, es por tal 
razón, que se integra como patrimonio cultural las costumbres, ritos religiosos, cocinas 
tradicionales y actuales, entre otras manifestaciones diarias del actuar del ser humano con su 
entorno.  
Por lo tanto, la nueva concepción de patrimonio cultural genera retos al sistema jurídico 
colombiano, impone un esfuerzo constante y serio para generar políticas que aseguren la 
debida protección y salvaguardia del patrimonio cultural; en la actualidad el Estado 
colombiano le apuesta a una política de patrimonio cultural integral, en el cual el patrimonio 
cultural se relaciona con los seres humanos en sus relaciones diarias y se convierte en un 
elemento indispensable para el desarrollo de cada comunidad.  
La Corte Constitucional de Colombia determina que el patrimonio cultural de la nación se 
integrara por todas las manifestaciones materiales como inmateriales que representan la 
nacionalidad colombiana.  
El patrimonio cultural de la Nación está constituido por todos los bienes 
materiales, las manifestaciones inmateriales, los productos y las 
representaciones de la cultura que son expresión de la nacionalidad 
colombiana, tales como la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las 
comunidades indígenas, negras y creoles, la tradición, el conocimiento 
ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así como los bienes 
materiales de naturaleza mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre 
otros, especial interés histórico, artístico, científico, estético o simbólico en 
ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, 
sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, documental, literario, 
bibliográfico, museológico o antropológico. (C - 434 de 2010, 2010) 
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En el año 2008 se promulga la ley 1187 que modifica la ley 397 de 1997, ley general de 
cultura; la ley 1187 contiene  objetivos claros sobre protección y salvaguardia del patrimonio 
cultural, afirmando que serán objetivos de la política estatal en relación con el patrimonio 
cultural la salvaguardia, protección, recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación 
del patrimonio.  
El artículo primero de la ley 1187  define como cultura para el Estado Colombiano  como, 
los “conjunto de rasgos distintivos, espirituales, materiales, intelectuales y emocionales que 
caracterizan a los grupos humanos y que comprende, más allá de las artes y las letras, modos 
de vida, Derechos Humanos, sistemas de valores, tradiciones y creencias” (Ley 1185 de 
2008, 2008). El artículo 2 de la ley hace referencia al papel que el Estado presenta frente a la 
cultura, manifestando que el objetivo principal de la política estatal en materia de cultura 
será, la “preservación del Patrimonio Cultural de la Nación y el apoyo y el estímulo a las 
personas, comunidades e instituciones que desarrollen o promuevan las expresiones artísticas 
y culturales en los ámbitos locales, regionales y nacional” (Ley 1185 de 2008, 2008). 
En igual sentido, la ley 1187 se ocupa de clasificar el patrimonio cultural, en patrimonio 
cultural mueble, y patrimonio cultural inmueble o intangible, el patrimonio cultural mueble  
se denominaran como bienes de interés cultural (en adelante BIC) y los bienes de carácter 
intangible se integran a la lista representación del patrimonio cultural inmaterial (en adelante 
LRPCI). 
La declaración de bienes como de interés cultural y la inclusión de las expresiones culturales 
en el LRPCI permiten  declarar estos bienes inembargables, inalienables e imprescriptibles, 
el Estado y los demás entes territoriales tendrán la obligación de garantizar una especial 
consideración con dichos bienes y su protección, salvaguardia y divulgación debe 
encontrarse contenida en los planes de desarrollo tanto nacionales como territoriales. 
Por otro lado existen expresiones culturales que no hacen parte de la protección especial que 
consagra la ley sobre patrimonio cultural, no obstante, el Ministerio de Cultura es enfático al 
afirma que el patrimonio cultural de la nación no requiere una declaratoria que lo reconozca 
como tal, los bienes y las manifestaciones característicos de una región o de un municipio en 
particular son “expresión de la Nacionalidad colombiana”.  
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Todas las manifestaciones culturales y los bienes a los que se les atribuyan un 
“especial interés histórico, artístico, científico, estético o simbólico” se 
constituyen como patrimonio cultural de la Nación, reconociéndoles así un 
valor patrimonial que no requiere ser catalogado o registrado como tal para ser 
reconocido, pues son las mismas comunidades son las que lo otorgan. 
(Ministerio de Cultura, 2013) 
La autodeterminación de las comunidades, por lo tanto prevalece sobre las declaraciones 
sobre patrimonio cultural, ya que serán estas las únicas que tengan capacidad para definir que 
se considera como patrimonio cultural para sí mismas. El Ministerio de Cultura reconoce que 
todos los elementos culturales  son indispensables para la Nacionalidad colombiana y que 
por el hecho de no integrarse como un BIC o agregarse a la LRPCI no pierden su relevancia 
y especial carácter para la nacionalidad colombiana. (Ministerio de Cultura, 2013). Además 
de lo anterior, asegura el Ministerio de cultura que una debida interpretación de la ley 397 de 
1997 permite comprender que, el patrimonio cultural de la Nación y la identidad colombiana 
no se integran únicamente de los bienes y expresiones culturales que sean caracterizados 
como tales, sino de todas las manifestaciones culturales, particulares y diversas de cada 
comunidad. 
Para los bienes que no ingresan dentro de los BIC o en LRPIC se produce en cambio al 
régimen  especial de protección que se les otorga a los bienes o manifestaciones culturales 
reconocidas y clasificadas por el Ministerio de Cultura, un régimen especial de salvaguardia, 
este régimen contiene alcances de carácter social, económico o regulatorio en el cual se le 
otorga a cada comunidad o ente territorial la posibilidad de mantener intactas sus múltiples y 
diversas manifestaciones culturales y el derecho a fomentar libremente lo que para cada 
comunidad represente el patrimonio cultural.  
Por otra parte, los bienes que son declarados como BIC o que se integran a la LRPIC están 
amparados por medidas que los protegen o salvaguarden, promoviendo así que cada 
elemento que hace parte del patrimonio cultural goce de una especial característica, todo 
aquello que se considera como patrimonio cultural de la Nación es relevante para la 
construcción de la identidad pluricultural y multiétnica de la Nación Colombia,  por lo tanto, 
estas manifestaciones culturales no son definidas por un grupo aislado a la realidad de la 
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comunidad, sino que son las mismas comunidades quien determinan que es patrimonio 
cultural para sí mismos y que es representativo de su identidad.  
Son responsables de la protección y salvaguardia del patrimonio cultural y de las expresiones 
culturales, no solo el Estado, sino también las personas jurídicas de derecho privado y la 
comunidad en general.  
3.4.BIENES DE INTERES CULTURAL Y SU DECLARACIÓN 
Según lo establecido en la ley 1185 de 2008 la declaración de un bien como de interés 
cultural se realiza mediante acto administrativo, en el cual se determina que un bien o 
manifestación del patrimonio cultural quedará resguardado por un régimen especial de 
protección o salvaguardia que establezca la ley. 
La declaración de un bien como de interés cultural será el producto de un trabajo o estudio 
realizado por las autoridades competentes que tenga cercanía con el mismo, con la finalidad 
de identificar, clasificar y considerar el bien como de especial relevancia para la 
Nacionalidad colombiana. 
Los bienes de especial interés cultural pertenecen a la Nación Colombiana y hacen parte de 
estos, “los bienes muebles e inmuebles, de naturaleza pública o privada,  a los que se les 
atribuye un especial interés, sea éste histórico, artístico, científico, estético o simbólico, en 
ámbitos tales como el arquitectónico, urbanístico, arqueológico, museológico o antropológico” 
(Decreto 763 de 2009, 2009). 
La  declaración de un bien como de interés cultural transforma la naturaleza del bien lo cual 
implicará transformaciones en el derecho de dominio y propiedad que goza su dueño o 
poseedor, los bienes se sujetaran a ciertas y determinadas condiciones que implicaran incluso 
dar un uso o destinación diferente o sujetarse a diferentes normativas que aseguren la 
protección y preservación adecuada del bien según la ley. 
El régimen especial de protección al cual se someten los bienes de interés cultural, podrá 
realizar acciones intervencionistas sobre  entidades públicas, como sobre personas jurídicas o 
naturales de derecho privado sobre las cual recaiga la protección del bien considerado como 
de interés cultural.  Tales acciones y limitaciones al derecho de dominio y uso, aseguran que 
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los mismos no sean destruidos o sufran un grave deterioro, incluso que no sean 
comercializados, dado que esto implicaría una grave pérdida para la identidad colombiana.  
3.5.PLAN ESPECIAL DE MANEJO Y PROTECCIÓN PARA LOS BIC 
Los planes especiales de manejo y protección (En adelante PEMP) son políticas encaminadas 
a conservar aquellos bienes de interés cultural que por su categoría, calidad o ubicación 
requieren de una especial atención por parte del Estado, afirma el Ministerio de Cultura 
(2010) que los PEMP tienen como finalidad definir “las condiciones para la articulación de 
los BIC con su contexto físico, arquitectónico, urbano o rural, con los planes preexistentes y 
su entorno socio–cultural, en búsqueda de conservar sus valores, mitigar riesgos y 
aprovechar las potencialidades que exponga” (Ministerio de Cultura de Colombia, 2010). 
El PEMP impone un estudio de todo aquello que reúne el bien como puede ser su entorno, 
zonas de influencias, características de las zonas de influencia, afectaciones o riesgos 
potenciales que pueda sufrir el bien, así como ubicación, que debe responder a especiales 
características en razón que el entorno de este puede llegar a afectar el bien, plan de 
divulgación para acercar el bien al público en general entre otras características especiales. 
Los bienes de interés que requieren de PEMP serán seleccionados por un acto administrativo 
que adoptara el ente al cual pertenece el BIC y con apoyo del Consejo de patrimonio cultural 
al cual pertenezca el bien.  
3.6.PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL 
El patrimonio cultural inmaterial considerado como intangible está integrado por los 
elementos constitutivos del patrimonio se incluye dentro de estas las representaciones de las 
diferentes comunidades que no pueden ser apropiadas de manera física, como lo son los 
usos, las costumbres, las practicas que cada comunidad realiza, transmite y se transforma en 
una parte integrante de su identidad. 
El patrimonio cultural de carácter inmaterial se integrara de las especiales características o 
elementos que une al ser humano con su entorno o con la naturaleza, que lo ayudan a 
definirse y relacionarse con la misma, el patrimonio de esta clase son unas series de 
expresiones culturales que forman para una comunidad en específico sus ideales, tradiciones, 
creencias y costumbres. Las representaciones del patrimonio cultural inmaterial serán 
integradas a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial (LRPCI) y serán 
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objeto de especial salvaguardia por parte del Estado, en razón a que el patrimonio cultural 
inmaterial es representativo y característico de una comunidad, solamente esta podrá definir 
que es para sí misma el patrimonio cultural inmaterial y solicitar su inclusión en la LRPCI. 
Proceso de identificación, como cada expresión cultural pertenece a una comunidad y grupo 
social característico es necesario identificar cuáles son los impactos y beneficios es tal 
expresión cultural le otorga a la comunidad y se hace indispensable para su desarrollo y 
progreso. 
3.7.PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE EN COLOMBIA 
La Constitución política de Colombia incluye el derecho a un ambiente sano, como derecho 
de tercera generación. Afirma la Constitución Política de 1991 en su artículo 79, que toda 
persona tiene derecho a “gozar de un ambiente sano”, en este mismo artículo se obliga el 
Estado colombiano a “conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines” (Asamblea Constituyente, 1991). 
Para dar cumplimiento a las obligaciones del Estado frente al ambiente en el año 1993 se 
expide la ley 099, sobre política ambiental en Colombia, la cual afirma que  “la biodiversidad 
del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la humanidad, deberá ser protegida 
prioritariamente y aprovechada en forma sostenible” (Ley 99 de 1993, 1993). Esta ley orienta 
la política en materia ambiental en Colombia, reafirma las obligaciones del Estado 
Colombiano frente a ambiente y la biodiversidad; En igual sentido la ley 099 da creación al 
Ministerio de Medio Ambiente, como un “organismo rector de la gestión del medio ambiente 
y de los recursos naturales renovables”, dicho ministerio tenía a su cargo la creación y 
regulación de políticas para la conservación, protección, manejo y uso del ambiente. (Ley 99 
de 1993, 1993) 
Posteriormente, en el año 2011 por medio del decreto 3570 se crea el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, reformando la ley 99 de 1993, esta ministerio tiene la 
finalidad  de “orientar y regular el ordenamiento ambiental del territorio y de definir las 
políticas y regulaciones a las que se sujetarán la recuperación, conservación, protección, 
ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
renovables y del ambiente” (Decreto número 3570 de 2011, 2011) pertenecientes al Estado 
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colombiano. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible tiene como objetivo 
principal asegurar el desarrollo sostenible del ambiente, unido de su conservación y 
protección.  
Entre las entidades principales encargadas a novel nacional de la protección y conservación 
del medio ambiente a partir de la ley 99 de 1993 se crean la Corporaciones Autónomas 
Regionales como “entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados por 
las entidades territoriales que por sus características constituyen geográficamente un mismo 
ecosistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica”.  
Son entes autónomos, que gozan de autonomía presupuestal y administrativa, con personería 
jurídica propia,  se adscriben al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y se 
encargan de todo el desarrollo y protección ambiental en los departamentos o zonas 
geográficas determinadas que lo conforman. Estas Corporaciones Administran “el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de 
conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio 
Ambiente” (Ley 99 de 1993, 1993). 
La Corte Constitucional por su parte en sentencia de tutela afirma la protección jurídica al 
medio ambiente es la actualidad es una necesidad universal de proteger y preservar los 
recursos naturales de la nación frente a las agresiones y daños continuos que sufren los 
ecosistemas.  
Es claro que la protección jurídica del medio ambiente es hoy una necesidad 
universalmente reconocida, la cual busca dar una respuesta contundente a las 
agresiones que sufren los ecosistemas de nuestro país. Más aún si se tiene en 
cuenta que la protección de los recursos renovables asegura la supervivencia 
de las generaciones presentes y futuras, condiciona el ejercicio de ciertas 
facultades que se ven limitadas por los derechos de quienes aún no han 
nacido, conforme a la función ecológica de la propiedad y obliga a actuar de 
determinada manera, dado que la satisfacción de las necesidades actuales 




Uno de los elementos más valiosos a resaltar en la sentencia T-445 de 2016 es la 
consideración del medio ambiente como sujeto autónomo; si bien los seres humanos tiene 
derecho a gozar del ambiente, la protección del ambiente y de los ecosistemas debe 
producirse como teniendo  consideración principal en el ambiente y su función como sujeto 
dotado de derechos. 
 La protección al medio ambiente no debe estructurarse bajo un entendimiento 
de los ecosistemas como medio para garantizar a perpetuidad el desarrollo 
humano. Por el contrario, este mandato imperativo nace del deber de respetar 
y garantizar los derechos de la naturaleza como sujeto autónomo. (T - 445 de 
2016, 2016) 
El ambiente y la conservación del mismo hacen parte del paisaje cultural como un elemento 
integradores del paisaje, otorgándole su característica de paisaje cultural vivo. Si bien, el 
Estado para la debida protección y conservación del paisaje cultural posee ciertas 
obligaciones frente a los derechos culturales, de igual modo este posee obligaciones frente el 
derecho al ambiente y al ambiente sano. La integración de estos dos elementos posibilita el 
desarrollo de un plan de manejo para el paisaje cultural. Como se mencionó con anterioridad 
considerar el ambiente como un ente autónomo permite en igual sentido considerar el paisaje 
cultural como un ente autónomo de especial protección.  
El CONPES 3803 establece que las Corporaciones Autónomas Regionales en compañía del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible coordinaran los “determinantes ambientales 
para el ordenamiento territorial en función de la Ecorregión del Eje Cafetero con el fin de 
unificar criterios y lineamientos para la elaboración de los POT” (CONPES 3808, 2014). 
Esto con la finalidad de establecer según el POT cuáles son las características ambientales 
del paisaje, sus fuentes hídricas y demás elementos naturales que integran el paisaje cultural.  
 
3.8.IMPORTANCIA DE LAS POLITCAS CULTURALES 
La cultura y los beneficios que produce se consideran a partir de la constitución de 1991 
como derechos fundamentales los cuales deben ser efectivamente garantizados por los 
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Estados, por tales motivos la UNESCO reafirma la importancia del derecho a la cultura al 
instar a los Estados a desarrollar políticas culturales que reafirmen la importancia de la 
cultura, los derechos culturales y el desarrollo cultural como elementos constructores de 
sociedades en paz. Afirma la UNESCO que,  
La cultura procede de la comunidad entera y a ella debe regresar. No puede 
ser privilegio de elites ni en cuanto a su producción ni en cuanto a sus 
beneficios. La democracia cultural supone la más amplia participación del 
individuo y la sociedad en el proceso de creación de bienes culturales, en la 
toma de decisiones que conciernen a la vida cultural y en la difusión y disfrute 
de la misma. (UNESCO, 1982) 
Las políticas culturales tienen la finalidad de asegurar que los Estados se comprometerán con 
el desarrollo a la cultura, dejando a su disposición  procesos de planificación y desarrollo 
organizados que incluyan participación de la comunidad, dialogo y erogación de recursos 
estatales. 
La UNESCO en la conferencia intergubernamental sobre políticas culturales al servicio del 
desarrollo en el año 1998, afirmo que todas las políticas públicas culturales deben contar con 
cinco objetivos que aseguren que estas, serán un componente esencial para la creación de 
sociedades globales, reconociendo la pluriculturalidad como un elemento de identidad y 
participación en la comunidad, estos objetivos son, 
1. ampliar el ámbito de la política  cultural y hacer de esta un componente 
central de la política de desarrollo.  
2. Poner más recursos a disposición del desarrollo cultural.  
3. Hacer de la creatividad cultural la piedra angular del desarrollo sostenible.  
4. Reconstruir las políticas y las practicas a fin de conservar el patrimonio, 
fomentar la creatividad y promover las industrial culturales.  




Los anteriores objetivos buscan reconocer el valor que la cultura, los usos, costumbres, 
prácticas y el patrimonio tiene para el desarrollo integral de la sociedad, es importante 
recordar que para la construcción de políticas culturales adecuadas para el desarrollo cultural, 
deben estar acompañadas del reconocimiento y respeto de los Derechos Humanos 
reconociendo que la participación cultural es un medio para la consolidación de los Derechos 
Humanos. 
3.8.1. PLAN NACIONAL DE CULTURA 2001-2010 
El Plan Nacional de Cultura 2001-2010 es producto de una construcción participativa de la 
ciudadanía con el fin de promover un plan que atienda a los principios de pluriculturalidad, 
diversidad, igualdad y democracia. El plan se basa en la existencia de una “ciudadanía 
democrática cultural” (Ministerio de Cultura de Colombia, 2001) en la cual los ciudadanos 
construyen imaginarios sociales y culturales participativos en los cuales se busca superar la 
igualdad imaginaria reconociendo a Colombia como un Estado pluricultural y étnico en 
donde las diferentes apreciaciones culturales construyen un solo país. 
Uno de los elementos más importante del plan nacional de cultura es la participación, según 
la cual, cada actor cultural y ciudadano manifieste sus idearios culturales y propuestas 
culturales con el fin de construir colectivamente un plan que apueste a un futuro plural y 
democrático reconociendo que la cultura no se forma únicamente en las instituciones, sino 
que son los ciudadanos, en sus interrelaciones sociales sean quienes construyen la riqueza 
cultural del país. 
 La importancia de la ciudadanía democrática cultural radica en que la naturaleza 
multicultural del Estado colombiano hace necesaria la creación de un plan que se adapte a 
todas las necesidades culturales de los habitantes del territorio nacional, otorgándoles 
reconocimiento e independencia sobre sus producciones culturales. Reconocer la pluralidad 
tal como lo dice el plan nacional de cultura “la única garantía de construir un proyecto 
colectivo común de convivencia, paz y equidad” (Ministerio de Cultura de Colombia, 2001). 
El plan se enfoca en algo denominado “Situarse en lo cultural” que unido al concepto de 
pluriculturalidad y participación reconoce que la cultura es todo aquello que se manifiesta y 
sostiene a través del tiempo, así como los procesos sociales que le dan significado a estas 
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expresiones. La cultura será por lo tanto una creación dinámica que se va reconstruyendo 
paulatinamente con los movimientos sociales. 
El plan nacional de cultura toma como campo de políticas la participación, creación y 
memoria y el dialogo cultura. Por participación es posible entender que la simple interacción 
de los sujetos en ámbitos de democracia permite la construcción  de cultura, esto es observar 
la cultura desde un aspecto amplio por el cual una de las formas de hacer efectivo el derecho 
a la cultura es la propia participación ciudadana que implica retos para la institucionalidad 
pero que propone formas de producción cultural amplias. 
En el campo de creación y memoria se reconoce que la cultura es tanto una creación actual y 
presente como anterior y pasado, tal y como lo dice el plan nacional de cultura  la memoria 
“se transforma gracias al juego de reinterpretaciones que desde el presente y en relación con 
los proyectos de futuro, elaboran los individuos y los grupos humanos sobre el pasado”. La 
memoria hace parte de la interacción diaria de los seres humanos por lo tanto es propicio los 
espacios de creación para la memoria que permitirán realizar construcciones de memoria. 
En relación al tema de dialogo cultural este se enfoca en la necesidad de reconocer a los 
diferentes actores y creadores culturales y a partir de estas establecer propuestas y estrategias 
que permitan por medio de una comunicación activa reconocer los procesos culturales en 






ESTRATEGIA DE PROTECCIÓN Y APROPIACIÓN DEL PAISAJE CULTIRAL 
CAFETERO EN RISARALDA. 
4.1. PAISAJE CULTURAL CAFETERO 
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El paisaje cultural cafetero se ubica en Colombia entre las cordilleras occidental y central, 
sistemas montañosos pertenecientes a la cordillera de los Andes, el PCC comprende 4 
departamentos y 47 municipios en su área principal y 4 municipios en su zona de 
amortiguamiento y se divide la siguiente forma, 





CALDAS Aguadas, Anserma, Aranzazu, 
Belarcázar, Chinchiná, Filadelfia, La 
Merced, Manizales, Neira, Pácora, 
Palestina, Riosucio, Risaralda, 
Salamina, San José, Supía, Villamaría 
Viterbo 
QUINDIO Armenia, Buenavista, Calarcá, 
Circasia, Cordoba, Finlandia, Génova, 
Montenegro, Pijao, Quimbaya y 
Salento. 
 
RISARALDA Apía, Balboa, Belén de Umbría, 
Guática, La Celia, Marsella, Pereira, 
Quinchía, Santa Rosa de Cabal y 
Santuario. 
Dosquebradas y Mistrató 
Valle del Cauca Alcalá, Arsermanuevo, Caicedonia, El 
Águila, El Cairo, Riofrío, Sevilla, 
Trujillo y Ullua. 
Argelia 
Fuente: (Paisaje Cultural Cafetero, 2010) 
Por paisaje cultural se entiende una parte del territorio que por la acción humana que se 
desarrolla dentro del mismo, y la influencia de esta sobre el entorno natural. “El paisaje es el 
resultado de un proceso histórico natural y cultural de relaciones de una comunidad con 
medio ambiente determinado” (Paisaje Cultural Cafetero, 2010). Los elementos que integran 
el paisaje cultural son: El sustrato natural, acción humana, actividad productiva. 
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La reunión especializada del comité de patrimonio mundial llevada a cabo en Petit Pierre, 
Francia, en 1992, organizada por el Centro de  Patrimonio Mundial en coordinación con el 
Consejo Internacional de Monumentos y Sitios (ICOMOS), la Unión Internacional de 
Conservación de la Naturaleza (UICN) )  y otros. (UNESCO, 2005) Definió los lineamientos 
de identificación y protección de los paisajes culturales. 
Según este podría entenderse el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia como un “Paisaje 
orgánicamente evolutivo”, el cual, “es el resultado de un imperativo inicialmente social, 
económico, administrativo y/o religioso y ha llegado a su forma actual en asociación con su 
ambiente natural y como respuesta al mismo. Tales paisajes reflejan  el  proceso de 
evolución en sus características morfológicas y sus componentes (UNESCO, 2005)”.  
Este paisaje cultural se divide en dos, paisaje reliquia (o fósil), paisaje continuo, “es el que 
retiene un papel social activo en la sociedad contemporánea, estrechamente asociado con la 
forma tradicional de vida, y cuyo  proceso evolutivo está todavía en curso. Al mismo tiempo, 
exhibe evidencias materiales significativas de esta evolución en el transcurso del tiempo 
(UNESCO, 2005)”. 
La declaratoria del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia fue reconocido como patrimonio 
cultural de la Nación mediante resolución 2079 de 2011 del Ministerio de Cultura, la cual 
incluye los conceptos de la decisión 35 COM 8B. 43 del Comité de Patrimonio Mundial 
emitida en sesión 35. 
Las valoraciones que otorgan al PCC la característica de Patrimonio de la Humanidad son los 
criterios V Y VI de las Directrices Practicas para la aplicación de la Convención para la 
Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural. 
“(v) ser un ejemplo destacado de formas tradicionales de asentamiento 
humano o de utilización de la tierra o del mar, representativas de una 
cultura (o de varias culturas), o de interacción del hombre con el medio, 
sobre todo cuando este se ha vuelto vulnerable debido al impacto provocado 
por cambios irreversibles. 
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(vi) estar directa o materialmente asociado con acontecimientos o 
tradiciones vivas, ideas, creencias u obras artísticas y literarias que tengan 
una importancia universal excepcional (Ministerio de Cultura de Colombia, 
2011)”.  
Como justificación al criterio V se puede mencionar que el PCC es el resultado generacional 
que varios grupos de familiar campesinas han desarrollado para adaptarse a la zona en la cual 
de ubica el PCC y hacer del cultivo de café un producto sostenible y un elemento cultural. 
“El paisaje natural, cultivado, y la arquitectura crean una simbiosis que por su gran numero y 
distribución en toda la zona constituyen un territorio singular y excepcional (Paisaje Cultural 
Cafetero, S.F). 
En relación al criterio VI  la tradición histórica que el cultivo de café ha desarrollado para 
Colombia por más de 100 años genera para un valor universal excepcional, reconociendo que 
dentro del PCC toda la vida y el desarrollo humano y social se caracteriza por el cultivo del 
café y la forma en la cual las familias campesinas transforman este cultivo en toda su 
identidad cultural y modelo de vida. Cada una de las manifestaciones culturales y 
patrimoniales “relacionadas de manera directa con el PCC, no son solo la esencia de la 
cultura regional, si no que se enlazan estrechamente con la identidad nacional y definen el 
imaginario de lo colombiano a nivel nacional e internacional (Paisaje Cultural Cafetero, 
S.F)”. 
El PCC se puede considerar como un paisaje vivo caracterizado por el esfuerzo de las 
personas que lo integran y la adaptación que los mismos han desarrollado sobre un espacio 
geográfico difícil. Dentro de este paisaje cultural es posible encontrar elementos naturales, 
económicos y culturales, que conforman un caso excepcional en el mundo. El cultivo de café 
dentro del PCC se caracteriza por el cultivo de baja extensión, de mano de obra familiar 
adaptada a un espacio geográfico agreste y difícil. 
El paisaje en su mayoría se caracteriza por ser rural, sin embargo predominan dentro del 
paisaje cascos urbanos. Se divide en áreas principales o áreas de influencia o 
amortiguamiento, las áreas principales son aquellas en las cuales el PCC tiene mayor 
influencia y desarrollo sobre el territorio; su área “principal es de 141.120 hectáreas de las 
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cuales sólo 1.074 son urbanas y el resto es rural” (CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, 2016), su máxima influencia se encuentra en las zonas rurales, las cuales se 
dividen en formas de veredas cafeteras. “El área de amortiguamiento alcanza las 207.000 
hectáreas y sólo 2.458 son urbanas. El Paisaje Cultural Cafetero tiene cerca de 24.000 fincas 
donde producen café alrededor de 80.000 personas” (CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, 2016).  
4.1.1. VALORES EXCEPCIONALES DEL PCC 
Estos valores excepcionales son las características principales que llevaron a considerar el 
PCC como de valor universal y patrimonio de la humanidad. 
a. Esfuerzo humano familiar, generacional e histórico para la producción de un café de 
excelente calidad. 
b. Cultura Cafetera para el mundo 
c. Capital Social estratégico construido alrededor de una institucionalidad 
d. Relación entre tradición y tecnología para garantizar la calidad y sostenibilidad del 
producto. 
a. Esfuerzo humano familiar, generacional e histórico para la producción de un café de 
excelente calidad. 
El cultivo de café dentro del Paisaje Cultural se ha caracterizado fuertemente por el 
predominio del trabajo manual y familiar, en el cual los grupos familiares se adaptan a las 
difíciles características geográficas del paisaje, construyendo una manera sostenible de 
obtener su sustento. “Ese esfuerzo se ve reflejado en la presencia de cultivos de café en 
terrenos altos y quebrados, en la simetría de sus trazados, la baja mecanización de las labores 
y la presencia de los productores en la actividad productiva, a pesar de las cambiantes 
condiciones del mercado mundial cafetero” (Paisaje Cultural Cafetero, S.F). 
El PCC se ubica en su mayoría “en laderas de las cadenas montañosas pertenecientes a las 
cordilleras central y occidental de los andes colombianos” (Paisaje Cultural Cafetero, S.F). 
Esta especial ubicación se convierte en uno de los principales referentes para el cultivo de 
café, en razón a que el clima, el suelo, hidrografía y demás características propias de esta 
zona de ladera posibilitan el cultivo de café.  
87 
 
El cultivo de café en estas zonas se caracteriza por ser de pequeña extensión con un alto 
componente humano y familiar, en el cual el productor y su familia son los primeros 
intervinientes para la producción del café. El PCC es habitado por grandes grupos familiares 
que hacen de este no solo su sustento sino su organización familiar y social.  
b. Cultura Cafetera para el mundo  
La identidad cultural de los habitantes del PCC está caracterizada por el grupo humano 
colonizador de esta tierra, los antioqueños, gentes laboriosas “de espíritu emprendedor, deseo 
de aventura y sagacidad para los negocios” (Paisaje Cultural Cafetero, S.F). La figura del 
paisa tradicional ha generado una identidad acerca de los que se considera como el cafetero y 
la relación que este tiene con su entorno. 
c. Capital Social estratégico construido alrededor de una institucionalidad 
La caficultura se considera como el principal motor agrícola y económico de la región por lo 
tanto se produce alrededor de esta toda una institucionalidad y un sistema de manejo y 
producción de la misma. Las instituciones creadas para el desarrollo adecuado de los 
caficultores y el manejo de los cultivos “han permitido forjar, mediante la acción colectiva, 
capacidades humanas como la creatividad, la investigación, la cooperación, y el esfuerzo 
sistemático que se han traducido en estrategias innovadoras que han dado competitividad a la 
caficultura. (Paisaje Cultural Cafetero, S.F)” 
La Federación Nacional de Cafeteros es la institución de carácter privado más importante 
alrededor del cultivo de café, se crea en el año 1927 con el objetivo de “incrementar la 
competitividad de la caficultura y el bienestar de los productores” (Paisaje Cultural Cafetero, 
S.F). La FNC brinca asistencia técnica a los caficultores y fomenta por las practicas 
colectivas entre los mismos, generando así un tejido social en el cual el cultivo de café se 
realice de una manera conjunta y armónica sobrepasando los límites que los mercados 
exteriores traen consigo.  




El cultivo de café dentro del PCC lleva más de 150 años de desarrollo en los cuales ha 
predominado el trabajo manual, de pequeña extensión y familiar, sin embargo con el paso del 
tiempo los caficultores han tecnificado la producción de café y mecanizado los cultivos, 
generando una mayor adaptación al medio que los rodea. “El mejoramiento continuo de las 
técnicas de cultivo ha sido posible gracias al desarrollo de un circuito del conocimiento 
alrededor del caficultor y su actividad productiva (Paisaje Cultural Cafetero, S.F).  
Entre las entidades encargadas de generar nuevas técnicas de cultivo en la zona del PCC se 
puede encontrar Cenicafé y la fundación Manuel Mejía; es importante resaltar que las 
innovaciones tecnológicas que se han desarrollado dentro del PCC para adecuar el cultivo de 
café a las necesidades modernas coexiste con las actividades tradicionales de los caficultores. 
4.2. RISARALDA COMO ZONA DE INFLUENCIA DEL PCC 
El departamento de Risaralda se ubica en el centro-occidente del país, “cuenta con una 
población de 863.663 habitantes 
El PCC se ubica en 10 municipios y es zona de influencia de 2 municipios; de los 14 que 
posee  departamento. “La caficultura del Paisaje se caracteriza por un alto nivel de 
tecnificación, con una participación del 56% en el área rural total (Paisaje Cultural Cafetero, 
S.F)”.   
El área principal del PCC al interior del departamento comprende 32.537 hectáreas en la cual 
se ubican 108 veredas cafeteras, y la zona de amortiguamiento comprende 49.536 hectáreas, 
en las cuales se ubican 133 veredas cafeteras (Paisaje Cultural Cafetero, 2012). 
El departamento es altamente productor de café, este se caracteriza por ser su principal 
actividad agrícola; se producen anualmente cerca de 560.000 sacos de 60 kilogramos 
de café verde, lo que lo ubica como el séptimo productor a nivel nacional (Paisaje Cultural 
Cafetero, S.F)”. Cerca de  52.300 hectáreas son utilizadas para el cultivo de café,  
“Aproximadamente 20.000 caficultores y 25.727 fincas cafeteras se ubican en Risaralda, de 
las cuales 12.974 se encuentran en el área de influencia del PCC” (Paisaje Cultural Cafetero, 
2012).  
RIESGOS Y AMENAZAS AL PAISAJE CULTURAL CAFETERO 
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La declaración del paisaje cultural cafetero de Colombia como patrimonio de la humanidad 
trae consigo diferentes obligaciones para el Estado colombiano, entre estas la más importante 
comprende la obligación de preservar y proteger el patrimonio cultural y natural que integra 
el PCC, sin embargo a partir de la declaratoria de la UNESCO las acciones adelantadas por 
el Estado Colombiano no han llenado las diferentes necesidades que presenta el PCC.  
Un Paisaje Cultural según la UNESCO representa un alto valor de complejidad, es por tal 
razón que para su manejo y protección se requiere de acciones que posibiliten y permitan su 
integración como paisaje vivo. “El manejo del patrimonio cultural en un ámbito de alcance 
territorial, como es el caso de los paisajes culturales, adquiere un grado mayor de 
complejidad porqué involucra un amplio número de componentes” (UNESCO, 2012). Los 
paisajes culturales incluyen características rurales, ambientales, arquitectónicas, 
arqueológicas, materiales e inmateriales, las cuales forman un grupo heterogéneo de 
manifestaciones que dan vida a un paisaje único en el mundo. 
Fortalezas y debilidades del Paisaje Cultural Cafetero 
Según el reporte, del grupo temático de paisajes culturales del año 2012 (UNESCO), el 
paisaje cultural cafetero como paisaje vivo goza de un sin número de fortalezas, pero 
también de un amplio número de debilidades, las cuales se manifiestan de manera tajante en 
el paisaje, entre las desventajas principales se encuentran (UNESCO, 2012), 
 Envejecimiento del habitante rural y alta migración de jóvenes a las 
ciudades 
 Paulatina pérdida de saberes constructivos, oficios ancestrales y 
algunas labores tradicionales en las comunidades. 
 Expectativas de cambios inmediatos en las condiciones de vida y 
situación económica de los pobladores. 
 Usos incompatibles del suelo rural como ciertos tipos y escalas de 
minería. 
 Posible impacto en la identidad y arraigo culturales a raíz de la 
transformación económica por nuevas actividades en la región. 
90 
 
 Desmedido incremento de visitantes sin la adecuada infraestructura 
turística, que afecte el mantenimiento, preservación y condiciones 
ambientales. 
Las dificultades que se presentan alrededor del PCC demuestran que este es un paisaje 
vulnerable el cual en su multiplicidad de manifestaciones requiere una atención clara y 
precisa a las preocupaciones del paisaje. 
4.3. APROPIACIÓN DEL PAISAJE CULTURAL CAFETERO Y SUS 
MANIFESTACIONES CULTURALES 
Para la adecuada realización de un plan de manejo es necesario tener un dominio acerca del 
paisaje y su territorio, reconociendo las necesidades culturales, naturales y patrimoniales del 
mismo. “El manejo  de un sitio patrimonial  tiene como propósito  planear  la conservación y 
promoción del  significado  del mismo. Implica atender—de manera integral y 
participativa—todos los aspectos relacionados con el lugar” (UNESCO, 2005). 
 Para realizar un reconocimiento al paisaje cultural cafetero que se ubica en el departamento 
de Risaralda, es necesario que se genere entre los ciudadanos un nivel minimo de 
conocimiento acerca de lo que es el paisaje cultural cafetero, sus características y principales 
elementos representativos, las zonas de influencia del mismo, y lo representativo que este 
paisaje cultural es el departamento de Risaralda. 
Para esto se requiere que se desarrolle una institucionalidad que de manera directa haga 
presencia en el departamento identificando los principales elementos del paisaje cultural y 
las debilidades y fortalezas que este presenta. Al desarrollarse una institucionalidad que de 
manera directa conozca y desarrolle el paisaje cultural es posible entender cuáles son las 
necedades primarias del paisaje, tanto en el ámbito cultural como en el ámbito turístico. 
El plan de desarrollo del departamento de Risaralda planteado para los periodos 2016 – 2019, 
establece que el Departamento busca implementar “acciones para que la zona cafetera sea 
una región con un alto grado de desarrollo cultural y productivo, en el que se destaquen 
técnicas constructivas, tanto de los asentamientos urbanos como de las viviendas cafeteras 
rurales” (Gobernación de Risaralda, 2016). Este plan reconoce que el cultivo de café y las 
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acciones de los caficultores son esenciales para el desarrollo sostenible de la región y que son 
estos quienes permiten la conservación del paisaje cultural. 
 No obstante aunque el departamento reconozca en valor de la producción agrícola para la 
sostenibilidad y conservación del paisaje cultural, las acciones planteadas en el plan de 
desarrollo sobre el PCC se dirigen directamente a la explotación turística del paisaje, sin 
considerar otras variables necesarias para el cuidado del paisaje, de igual modo, este plan de 
desarrollo no considera cuales pueden ser las afectaciones que la explotación turista 
desmedida puede generar sobre la tierra y los cultivos cafeteros. Según la  (UNESCO, 2005) 
una de las mayores amenazas que se presentan sobre los paisajes culturales es “el desarrollo 
no planificado ni  regulado de tipo turístico, comercial,  industrial, minero,  de transporte y 
comunicación”. Situación que se está presentando en el interior del paisaje cultural. 
Es importante para la adecuada conservación y preservación del paisaje cultural implementar 
acciones que no se encaminen únicamente a la explotación turística del paisaje, sino que 
reconozcan el paisaje como una unión de diferentes variables las cuales dan vida a un paisaje 
único. 
4.4. ESTRATEGIAS DE PROTECCIÓN Y PRESERVACIÓN DEL PASIAJE 
CULTURAL 
Para generar una adecuada protección del paisaje cultural se requiere integrar diferentes 
elementos, en el caso del paisaje cultural cafetero, se podrían integrar elementos como son la 
educación y reconocimiento del paisaje, acciones administrativas, conservación y 
sostenibilidad, turismo sostenible y desarrollo económico.  
A. Educación y reconocimiento del paisaje: 
Los habitantes del paisaje cultural son los primeros interesados en su protección y cuidado, 
para esto se requiere que estos conozcan el valor cultural del que se reviste el lugar que 
habitan. “los residentes constituyen los principales recursos de un territorio. Son esenciales 
en su futuro, tanto por sus conocimientos, recuerdos e historia, como por su entusiasmo, una 
vez que reconocen el valor del patrimonio acumulado” (Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo - AECID, 2010). Son los habitantes la principal materia 
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prima para la protección y cuidado de estos paisajes, en tanto que son ellos quienes traen 
consigo las tradiciones, las expresiones culturales y los deseos para su futuro.  
Para generar entre los habitantes del PCC  residentes en el departamento de Risaralda una 
apropiación y reconocimiento de su paisaje cultural y las expresiones culturales del mismo se 
podría realizar una ordenanza departamental que considere el PCC como patrimonio de la 
humanidad, e identidad cultural de la nacionalidad colombiana en la cual se incluyan 
conceptos internacionales acerca del derecho a la cultura y la conservación del territorio y el 
derecho a la identidad cultural.  
Esta ordenanza debe considerar que el PCC es un paisaje vivo y vulnerable, el cual puede 
verse gravemente afectado por diferentes situaciones, entre estas, la amenaza más 
preocupante que se presenta el PCC en el departamento, es el desconocimiento alrededor del 
mismo; la ordenanza debe contener elementos de identificación y reconocimiento del PCC, 
en los cuales se haga una descripción clara de territorio, sus habitantes y sus principales 
amenazas y necesidades. 
Estrategias que debe contener la ordenanza  
a. Cátedras abiertas sobre el Paisaje Cultural Cafetero 
 Cátedras abiertas a los ciudadanos de los municipios en los cuales es influencia el 
PCC sobre el valor cultural, patrimonial, natural y paisajístico que el PCC representa. 
Muchos de los habitantes que residen en las áreas de influencia del PCC no reconocen las 
características patrimoniales y culturales que se presentan en sus zonas de residencia. Es 
necesario mostrar a los habitantes de estas zonas cuales son las características patrimoniales 
de los lugares que habitan, la importancia de sus tradiciones y la transmisión de las mismas. 
Reconociendo que la cultura, el patrimonio y la identidad cultural es una producción diaria y 
continua de las comunidades. 
 Incluir una cátedra sobre paisaje cultural en las escuelas públicas en la cual se  




Esta cátedra debe contener elementos básicos acerca de la identificación y caracterización de 
un paisaje cultural, y la importancia que representa para el departamento la inclusión del 
PCC en la lista de patrimonio mundial; y la propuesta de acciones desde la escuela y la 
cotidianidad para preservar el PCC. En el área de derechos culturales es importante dar a 
conocer a los estudiantes que en Colombia y en el mundo existe el derecho a la cultura, como 
el derecho que tiene toda persona a participar de la vida cultural de la comunidad y a 
beneficiarse de la misma.  
b. Reconocimiento al campesino por su labor caficultora 
 Realizar con los campesinos charlas acerca de la importancia del paisaje cultural y su 
función caficultora, en la cual se incentive al caficultor a seguir realizando esta 
actividad agrícola, y el valor que la misma tiene para la preservación del paisaje 
cultural. 
Es importante resaltar la labor que los caficultores realizan dentro de PCC, sus antepasados y 
familias son los generadores de lo que hoy llamamos paisaje cultural, por lo tanto es 
imperante mostrar al caficultor como su actividad diaria acompañada de sus conocimientos y 
tradiciones forjan el llamado paisaje cultural y permiten su conservación.  
Debido a los problemas del mercado y las difíciles condiciones climáticas que se han ido 
presentado en los últimos años, los caficultores han abandonado sus cultivos de café 
sustituyéndolos por otros que generen mayores ganancia a más bajo costo; o sustituyendo sus 
cultivos y el manejo habitual de sus fincas para transformarlas en sitios turísticos, como una 
muestra al turista del cultivo de café. Sin embargo, estas prácticas  afectan el uso de la tierra 
y generan una amenaza para la conservación de los cultivos. 
c. Incentivo a los jóvenes universitarios a desarrollar su profesión de forma 
innovadora en el Paisaje Cultural Cafetero. 
 Incentivar a los jóvenes en edad universitaria a continuar desarrollando los procesos 
de la caficultura a través de sus diferentes carreras, esto permitirá integrar al PCC 
elementos innovadores y tecnificados. 
Como se mencionó con anterioridad los jóvenes no se encuentran interesados en continuar 
con el proceso del cultivo de café y el sostenimiento de las fincas cafeteras; los jóvenes están 
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migrando a las grandes ciudades a continuar con sus procesos educativos. Por lo tanto, 
generar incentivos a los jóvenes para que a través de sus procesos universitarios realicen un 
acercamiento a la caficultura y al sostenimiento agrícola de los cultivos posibilitara 
evidenciar como el proceso de la caficultura es valioso para la identidad cultural del PCC y 
cómo puede abordarse desde diferentes disciplinas a través de procesos de investigación y 
acercamiento. 
d. Niños y jóvenes como futuro del Paisaje Cultural Cafetero 
 Realizar actividades recreativas en las cuales se les enseñe a los menores de edad que 
habitan la zona de influencia del paisaje cultural en el departamento a conocer el 
paisaje cultural, el proceso del café y las pequeñas acciones para su protección y 
cuidado. 
Los menores de edad son el futuro del paisaje cultural y de la nación colombiana, por tal 
razón es necesario generar en los menores un acercamiento al paisaje cultural, en el cual se 
les dé a conocer el valor que este tiene para su entorno y como las familias de campesinos y 
todas las personas que habitan en el PCC ayudan a su conservación y protección. 
Para del debido desarrollo de este ordenanza es necesario resaltar entre los habitantes del 
departamento las características que el PCC presenta y como las acciones que desarrollan 
diariamente y su interacción con la naturaleza en la cual habitan generan un identidad 
cultural sostenible valiosa para el PCC  y como su producción cultural, artística, natural y 
patrimonial como una acción diaria genera un impacto sobre el PCC, esto recalcando que son 
los habitantes en su producción cultural diaria los encargados de proteger y preservar el PCC. 
B. Acciones administrativas 
El Estado en sus diferentes órganos es el encardo de velar por la protección y preservación 
del paisaje cultural, por tal razón, es necesario que los funcionarios públicos y servidores 
públicos se integren al paisaje cultural, lo reconozcan y además de esto comprendan las 
diferentes herramientas que tienen en su poder para posibilitar la protección y preservación 




 Capacitación a servidores públicos posibilitando el acercamiento al Control de 
Convencionalidad. 
El control de convencionalidad como un control moderno traído del ámbito internacional, es 
ajeno a los conocimientos de los servidores públicos, por lo tanto, es necesario capacitar a los 
empleados y servidores públicos acerca del control de convencionalidad y los DESCA. Lo 
anterior, con la finalidad de generar entre los servidores públicos como personas encargadas 
de dar aplicación a las políticas públicas y normativas sobre cultura y patrimonio cultural, 
elementos modernos y flexibles para incluir en el ámbito interno, elementos de protección 
sobre los derechos culturales y el patrimonio cultural producido en el ámbito internacional. 
Para tales fines, es necesario generar pequeños acercamientos entre los servidores públicos y 
los DESCA, reconociendo que todos los tratados sobre Derechos Humanos ratificados por 
Colombia deben ser aplicados en el ámbito interno. 
Elementos de la estrategia 
a. Reconocimiento del Paisaje Cultural como patrimonio vivo 
 Reconocer el patrimonio cultural y el paisaje cultural como un paisaje vivo 
Evidenciar entre los servidores públicos y demás interesados en el  PCC, como el paisaje 
cultural es un paisaje vivo el cual se transforma diariamente, que unido a su constante 
transformación requiere acciones que se adecuen a su cambio. Resaltando los valores 
culturales, patrimoniales y paisajísticos que contiene el PCC. 
b. Reconocimiento del Paisaje Cultural y el Patrimonio Cultural 
 Dar a conocer a los servidores públicos nociones básicas acerca de paisaje cultural y 
patrimonio cultural. 
Esto con la finalidad de que los servidores públicos se apropien del paisaje cultural, 
comprendan sus características y necesidades para desarrollar desde el conocimiento propio 
herramientas de protección y preservación. 
c. Derecho Internacional y Derechos Humanos como base del Paisaje Cultural 
Cafetero 
 Capacitaciones a los servidores públicos acerca de Derechos Culturales y DESCA 
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Es esencial mostrar a los servidores públicos que los derechos de carácter cultural han tenido 
un amplio desarrollo en el ámbito internacional, resaltando que si bien los derechos 
culturales en Colombia se han fortalecido, el manejo que se les ha dado a estos en el ámbito 
internacional permite ilustrar otros modos de abarcar a los mismos. 
 Capacitación a los servidores públicos acerca del derecho internacional y los 
Derechos Humanos 
El derecho Internacional de los Derechos Humanos busca el disfrute y goce de los Derechos 
Humanos, estableciendo límites  y obligaciones a los Estados para que estos a través de sus 
políticas internas materialicen los Derechos Humanos y permitan el goce y disfrute de los 
mismos a sus ciudadanos. Dar a conocer a los servidores públicos la existencia de otros 
ordenamientos jurídicos permite expandir el ámbito de aplicación  y protección de los 
Derechos Humanos. 
d. Control de Convencionalidad 
 Capacitación a los servidores públicos acerca del control de convencionalidad 
El Control de convencionalidad es un control moderno incluso ajeno a los servidores 
públicos, para implementar este control en el paisaje cultural se requiere que los servidores 
comprendan y manejen el control de convencionalidad, para que de este modo puedan 
integrarlo a sus acciones como servidores públicos.  
C. Conservación y sostenibilidad 
Una de las principales dificultades que se presente alrededor del PCC es como generar 
conservación y sostenibilidad del paisaje cultural sin afectar las manifestaciones culturales 
del paisaje permitiendo el desarrollo social y económico de la región. El paso del tiempo y la 
dificultad que los campesinos afrontan para continuar con sus cultivos de café hace difícil la 
sostenibilidad del paisaje cultural. Según (Rodó, Queralt, & Torres, 2004) la sostenibilidad 
“surge como un nuevo paradigma que propugna la necesidad de extender la calidad de vida y 
el bienestar al conjunto de las sociedades humanas, desde el respeto a sus diferentes culturas 
e integrando la preservación del  medio  ambiente”. 
a. Reconocimiento del Paisaje Cultural Cafetero y sus diferentes valores 
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Para generar sostenibilidad en el paisaje cultural se requiere desarrollar herramientas que 
integren todos los aspectos del paisaje, generando que estos subsistan en conjunto con las 
manifestaciones modernas, por tal razón debe reconocerse de manera efectiva cada uno de 
los valores del paisaje cultural presentes en el departamento. 
D. Turismo sostenible y desarrollo económico 
La explotación turística del paisaje cultural ha sido desmedida y poco planificada, esta clase 
de explotación turística en la cual no se toma en cuenta las variables del territorio, sus 
características, amenazas y fortalezas puede derivar a lo largo del tiempo en un desgaste de 
la tierra, perdida de cultivos y destrucción del paisaje cultural “El Eje Cafetero es la tercera 
zona turística del país, concentrada en 16 municipios ubicados en el paisaje. El turismo 
incontrolado puede generar también una serie de factores que pueden incidir en el deterioro 
de ese paisaje cafetero” (Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo - 
AECID, 2010).  
No obstante, la oferta turística del paisaje cultural es la que mayor desarrollo económico 
produce a la región, por lo tanto es necesario desarrollar un modelo según el cual la 
explotación turística del territorio responda a su protección y cuidado, posibilitando que 
quienes participen de la actividad turística también permitan la conservación del territorio y 
la producción cultural.  
Según la (Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo - AECID, 
2010) para generar un turismo sostenible se requiere de tres elementos básicos, los cuales 
son, “Proteger recursos naturales, proteger construcción humana histórica, asegurar la 
participación y beneficio de los habitantes” 
Esta estrategia se dirige principalmente a generar en los habitantes del paisaje cultural un 
estándar mínimo de reconocimiento y apropiación del paisaje cultural,  en el cual, los 
habitantes del paisaje se reconozcan a sí mismos como los primeros encargados de proteger y 




De manera que si se establece un estándar mínimo de identidad sobre el paisaje será posible 
articular acciones tendientes a su conservación desde el reconocimiento, en los cuales tanto 
servidores públicos, autoridades administrativas, habitantes del paisaje, posean un manejo 
amplio desde el cual reconozcan las necesidades y amenazas y se articulen planes que 
















El paisaje cultural cafetero de Colombia comprende una mixtificad de expresiones culturales 
que dan vida a un paisaje de excepcionales características, este paisaje, como manifestación 
tajante del esfuerzo campesino por más de 150 años del cultivo de café en zonas 
geográficamente difíciles, es la muestra de la adaptación y la transformación del ser humano 
sobre la naturaleza, de forma armónica y organizada generando identidad cultural para 
Colombia y el mundo. 
El campesino de la zona reconocida como paisaje cultural cafetero ha desarrollado todo su 
modelo de vida a través del cultivo de café, la conservación del terreno y su organización 
familiar. Cada una de las expresiones diarias de los cafeteros y de las personas que residen en 
el paisaje cultural se transforma en una manifestación cultural y una expresión de la 
nacionalidad Colombiana.  
El bello paisaje cafetero caracterizado por la cordillera central y occidental de los andes; el 
cultivo de café en zonas de ladera montañosa y el trabajo familiar, representan diariamente 
como el cultivador obtiene su sustento, y hace de la obtención del mismo su forma de vida y 
la de su familia de manera sustentable. No obstante, con el paso de tiempo, los cambios 
sociales y culturales, el paisaje cultural presenta diferentes amenazas que pueden afectar 
gravemente su conservación. Es una responsabilidad del Estado Colombiano como garante 
de los derechos fundamentales contenidos en la carta política de 1991, y especialmente  de 
los derechos culturales y ambientales establecer estrategias adecuadas para proteger y 
preservar este paisaje único en el mundo. 
9.1.El Derecho a la Cultura como un Derecho Humano 
Los avances en los Derechos Humanos tanto en el ámbito internacional como nacional han  
permitido garantizar el disfrute y goce de los mismos, respecto de las reales necesidades de 
los seres humanos unidos al constante cambio y transformación social.  
Los derechos de carácter Económico Social Cultural o Ambiental como Derechos Humanos 
indivisibles por su parte poseen un valor especial al momento de referirse a los Derechos 
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Humanos, en razón a que, esta clase se derechos se relacionan directamente con las 
necesidades de los seres humanos y su desarrollo en condiciones de igualdad. 
El amplio desarrollo que esta clase  de derechos ha tenido a lo largo del tiempo posibilita una 
mayor garantía y efectividad de los mismos, por tal razón, se garantizará que los Estados 
aseguren un desarrollo progresivo a esta clase de derechos, según el cual, se genere una 
mayor garantía y disfrute de los mismos, sin permitirse una regresión. Este desarrollo 
progresivo se expresa generalmente en la forma cual la comunidad en general accede a estos 
derechos. 
Garantizar el disfrute de los DESCA permite el desarrollo de las comunidades facilitando la 
interacción social, el respeto por las diferencias, la pluriculturalidad y la diversidad. El 
derecho a la cultura por su parte como componente integral de los derechos económicos 
sociales y culturales resalta el valor de la identidad, de la cultura y del patrimonio para el 
desarrollo armónico de las comunidades. 
Lo anterior, en virtud a que los pueblos y comunidades deben apoyarse en sólidas bases 
culturales para garantizar un progreso sustentable, critico, tradicional y ético. La historia, la 
cultural y el patrimonio son un reflejo del trabajo del ser humano, de sus pensamientos, 
deseos e ideales y marca los valores de las comunidades, su futuro, sus anhelos y sus 
esperanzas.  
La cultura y la vida cultural responden a un proceso natural de los seres humanos en los 
cuales el pasado, presente y futuro se unen para plasmar la identidad y la expresión de un 
pueblo o comunidad, la cual manifiesta  su realidad y deseos para el futuro. Cada una de las 
expresiones diarias de una comunidad dotadas de sentido y tradicionalidad se puede 
considerar como  identidad cultural que preserva características propias de quienes la 
producen, la transmiten y la conservan.  
La cultura y la identidad cultural para los pueblos se transforman en un orientador de la vida 
de la comunidad, caracterizando la forma en la que se relacionan con su entorno, con la 




Ahora bien, la Corte Interamericana y de los demás organismos internacionales han 
desarrollado grandes pronunciamientos acerca del derecho a la cultura y el medio ambiente, 
es lógico, considerar que nos encontramos cerca de que la Corte Interamericana realice una 
sentencia en la cual se refiera a esta clase de derechos directamente. Entre tanto se genera 
esta clase de pronunciamientos, es una obligación de los Estados prestar una especial 
atención a estos derechos, garantizarlos y materializarlos.   
No obstante aunque hasta el momento no se haya justiciabilizado un derecho de carácter 
cultural o ambiental, la importancia de  estos derecho saltana la vista, por ejemplo, en 
diferentes pronunciamientos la UNESCO resalta la importancia de la cultura como 
manifestación de los pueblos, ideario y forma conjunta de entender el mundo y desarrollo de 
las comunidades, y exhorta a los Estados a velar por su protección y preservación. De igual 
modo, sobre los derechos de carácter ambiental la UNESCO resalta el valor y la gran 
vulnerabilidad que el ambiente presenta, y recalca la importancia de generar un desarrollo 
sostenible en el cual se  posibilite el mayor aprovechamiento a los recursos naturales, sin 
comprometerlos garantizando su disfrute a las nuevas generaciones. 
9.2. El Paisaje Cultural Cafetero como una expresión del derecho a la cultura en 
Colombia 
Los paisajes culturales gozan de una doble característica en la cual se incluyen valores 
culturales y ambientales, entre otras sin fin de características propias del paisaje cultural, 
como son las costumbres, los ritos, la arquitectura, la gastronomía y la actividad económica 
desarrollada. El paisaje cultural cafetero de Colombia por ejemplo se representa a sí mismo 
como multiplicidad de expresiones culturales, patrimoniales y naturales que lo transforman 
en un paisaje único en el mundo.  
El paisaje cultural cafetero como un paisaje vivo dotado de sentido y reestructurado 
constantemente por las interacciones sociales y patrimoniales de los habitantes del territorio 
es una muestra clara y tangible de avance del mundo unido a la tradicionalidad y la identidad 
cultural como motor de desarrollo. 
La importancia del patrimonio cultural, y el paisaje cultura surge para Colombia a partir de la 
Constitución Política de 1991, en la cual se reconoce por primera vez en el Estado 
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Colombiano la cultura como derecho fundamental y se crean los denominados “derechos 
culturales” como los deberes que el Estado ostenta frente a este derecho para su garantía y 
disfrute. Esta constitución establece que la cultura en sus diversas manifestaciones será 
fundamento de la nacionalidad colombiana reconociendo a Colombia como un Estado 
pluricultural y étnico. 
El establecer la cultura como derecho fundamental de los Colombianos reconoce de igual 
modo que esta será un bien constitucionalmente protegido, el cual en su calidad de bien 
jurídicamente tutelado debe ser un orientador de las decisiones que se tomen en 
consideración al mismo recociendo siempre las obligaciones de conservación y protección 
que el Estado posee con estos. 
Como forma de ofrecer protección a este bien jurídicamente tutelado denominado cultura se 
crea la ley 397 de 1997 posteriormente reformada por la ley 1187 de 2008, las cuales de 
manera general reconocen el valor de la cultural y establecen modos de protección para el 
patrimonio cultural de la nación reconociendo que esta es una manifestación de la 
nacionalidad colombiana. 
El Estado Colombiano como sujeto activo encargado de la protección del patrimonio cultural 
de la nación y la cultura de manera general promueve la preservación del patrimonio cultural 
y la promoción y divulgación de estas expresiones culturales y patrimoniales a fin de su 
reconocimiento y protección. En este sentido reconoce el Estado Colombiano que la 
autodeterminación de los pueblos y comunidades es fundamental para establecer que se 
entiende por cultura e identidad cultural en el Estado Colombiano y serán estos los primeros 
encargados por velar por la protección, conservación y reconocimiento de las expresiones 
culturales de su comunidad. 
En materia legal y jurisprudencial sobre el derecho a la cultura y al ambiente podemos 
encontrar que se ha presentado un gran desarrollo tanto legal como jurisprudencial sobre 
estos derechos, la materialización, promoción y garantía de los mismos. No obstante al 
realizar una revisión legal y jurisprudencial sobre el paisaje cultural se hayan grandes vacíos 
en los cuales, la referencia más clara sobre el paisaje cultural se encuentra en el CONPES 
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3808, sin ser posible ubicar con facilidad y claridad otras manifestaciones jurídicas a nivel 
nacional acerca del paisaje cultural. 
El paisaje cultural cafetero de Colombia es el único paisaje declarado como patrimonio de la 
humanidad en Colombia, por lo tanto es común que se  presenten vacíos jurídico frente al 
mismo, es por lo tanto, que desarrollar herramientas jurídicas modernas y novedosas que 
respondan a las necesidades de un paisaje tan extenso y complejo es útil para llenar estos 
vacíos jurídicos y generar marcos de protección más amplios y garantistas.  
9.3.Control de Convencionalidad como instrumento jurídico novedoso aplicable al 
Paisaje Cultural Cafetero de Colombia 
La intención de aplicar Control de Convencionalidad al paisaje cultural cafetero de Colombia 
tiene la finalidad de integrar a este paisaje los diferentes pronunciamientos que en materia 
internacional, que se han desarrollado sobre el tema de los derechos culturales, al patrimonio, 
la identidad cultural y al ambiente, incluso los pronunciamientos que se han realizado sobre 
los propios paisajes culturales. 
En los cuales se reconoce principalmente su valor para la humanidad y las graves 
afectaciones que pueden sufrir, recalcando principalmente que el desarrollo de las 
comunidades debe ir unido y en armonía con la preservación de sus expresiones culturales. 
El paisaje cultura cafetero es una representación de la cultura y del patrimonio cultural tanto 
material como inmaterial de la comunidad a la cual pertenece, su manifestación de paisaje 
cultural vivo caracterizado por el cultivo del café y toda una tradicionalidad alrededor de este 
cultivo de café lo transforma en una expresión cultural y patrimonial excepcional para el 
Estado Colombiano, su valor como patrimonio es incalculable. 
Su importancia y su valor tanto para el Estado Colombiano como para la humanidad en 
general son notables; debido a esto, a su característica de paisaje vivo, y de patrimonio de la 
humanidad.  
Por lo tanto recordando que es un deber del Estado Colombiano velar por la protección y 
conservación de la cultura en todas sus manifestaciones sin límite normativo o legal 
establecido para su conservación es posible incluir en el paisaje cultural cafetero de 
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Colombia instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos que resalten el valor de la 
cultura y el patrimonio cultural. 
Por ejemplo, las consideraciones de organismos internacionales sobre el derecho a la cultura, 
al patrimonio cultural, a la identidad cultural y especialmente el paisaje cultural, su valor y 
conservación. El paisaje cultural cafetero requiere un plan de manejo novedoso que incluya 
cada uno de estos elementos; si bien la comprensión del paisaje cultural puede ser compleja 
debido a las dificultades para reconocer y abarcar cada uno de los valores que se presentan 
en el paisaje cultural, es necesario hacer un reconocimiento de cada uno de estos valores e 
identificar cuales podrán ser las acciones adecuadas para su conservación o protección.  
En relación a lo anterior en el ámbito interno se establecen las políticas públicas culturales 
como acciones político - administrativas idóneas para garantizar el goce efectivo de la 
comunidad de los derechos culturales, por cuanto la cultura y el patrimonio son expresiones 
de la comunidad, y se deben a la misma; sus beneficios y progresos pertenecen a la 
comunidad en general. Debido a lo anterior las políticas culturales son la manifestación de la 
democracia cultural. Además de esto, se establece  en la ley 1187 que las políticas estatales 
en materia de cultura deberán velar por su conservación, protección, recuperación, 
identificación, divulgación y sostenibilidad. 
La políticas cultural deben incluir principalmente la comunicación y el dialogo, atendiendo 
siempre a los principios de igualdad, dignidad, diversidad, pluriculturalidad y democracia 
como pilares para el establecimiento de una política incluyente y participativa. Las políticas 
culturales deben de realizarse de forma participativa e integral en la cual se abarquen todas 
las necesidades y todos los actores que serán objeto de la política cultural, esto debido a que 
la diversidad de manifestaciones culturales requiere acciones que se adapten a todas las 
expresiones culturales. 
En los diferentes departamentos que integran el PCC se han desarrollado estrategias 
específicas a modo de políticas culturales que buscan la conservación del paisaje, estas 
estrategias no están desarrolladas de forma armónica, cada una de las secretarias de los 
diferentes órganos, departamental o municipal desarrollan de manera autónoma acciones que 
se dirigen al manejo del paisaje, si bien, estas acciones se encuentran desarrolladas en el plan 
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de desarrollo de cada departamento o municipio no son claras las acciones o lineamientos a 
seguir.  
Dadas la característica del paisaje, es normal que diferentes dependencias se ocupen del 
mismo según sus conocimientos y funciones, pero, para generar un debido manejo al mismo 
se requiere de un trabajo conjunto, en el cual, cada uno de las dependencias encargadas 
puedan trabajar de las mano con una misma finalidad que es la conservación y preservación 
del paisaje. 
La multiplicidad de manifestaciones culturales presentes en el paisaje cultural hacen difícil 
establecer cuál es la autoridad competente para ejercer políticas culturales guiadas 
directamente a la conservación y sostenibilidad del paisaje. 
La importancia del control de convencionalidad para el paisaje cultural recae en que este 
permitirá acercar al caso Colombiano diferentes consideraciones de los organismos 
internacionales que sean de utilidad para ilustrar el manejo del paisaje cultural, permitiendo 
de este modo generar un mayor reconocimiento de los derechos culturales y ambientes que 
se producen al interior del paisaje y de las manifestaciones culturales que presenta el paisaje 
cultural. 
Si bien la integración del mismo no es simple ya que requiere un adecuado manejo y 
conocimiento del ámbito internacional por parte de los servidores públicos o jueces, su 
aplicación es útil para enfrentar las amenazas constantes que presentan los paisajes 
culturales. 
Los tratados internacionales y pronunciamientos de los órganos internacionales deben ser 
interpretados de buena fe garantizando el mayor disfrute y ejercicio posible de los Derechos 
Humanos, esta interpretación extensiva y positiva de las obligaciones internacionales 
aceptadas por el Estado Colombiano al suscribirse a los diferentes tratados sobre Derechos 
Humanos, ilustra el pilar del control de convencionalidad, el cual es la interpretación y 
aplicación de buena fe de los tratados internacionales. 
Las diferentes interpretaciones que se produzcan a partir de los tratados o pronunciamientos 
internacionales pueden integrarse al paisaje cultural como orientadores de las obligaciones 
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del Estado Colombiano frente al patrimonio cultural y natural. Bien afirma la Convención 
para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, que el deterioro de un bien 
declarado como patrimonio de la humanidad puede generar una grave afectación para todos 
los pueblos del mundo; y que los Estados de buena fe se obligan a proteger, preservar e 
identificar las manifestaciones culturales y naturales de valor para la humanidad.  
Por tal motivo, el control de convencionalidad difuso podrá considerarse como un control 
“extenso – vertical y general” en el cual se incluyen no solo la Convención Americana, sino 
también los protocolos adicionales, demás instrumentos del ámbito regional y las 
interpretaciones que los diferentes organismos internacionales le han dado a los mismos, para 
tales fines, se considera que los diferentes tratados sobre Derechos Humanos no son 
limitativos, sino más bien correlativos, posibilitando que entre los diferentes tratados se 
ilustre o aclare de mejor manera los deberes del estado frente a los tratados y los derechos y 
libertades contenidos en estos. 
El control de convencionalidad como bien lo afirmo la Corte Interamericana en el año 2000 
no posee ningún límite normativo, razón por la cual podrá ejercerse en cualquier ámbito  
sobre cualquier norma o acto administrativo en el cual se encuentre presente un derecho 
humano. De igual modo, aclara la Corte Interamericana que el sentido del control de 
convencionalidad podrá ser ampliado en los Estados pero no limitado, garantizando la 
protección de los Derechos Humanos. 
Esta característica extensiva del control de convencionalidad como se afirmó a lo largo del 
desarrollo de la investigación podrá sobrepasar la jurisdicción Interamericana y apoyarse de 
la Organización de las Naciones Unidas para aclarar e ilustrar los deberes de los Estados 
frente a los Derechos Humanos y las crecientes amenazas que se producen para los mismos. 
Esto permite no solo limitarse al ámbito Interamericano, sino ampliar la aplicación de este 
control de convencionalidad adhiriéndose a los pronunciamientos que la ONU realiza sobre 
los Derechos Humanos.   
La aplicación del control de convencionalidad en el ámbito interno aplicado al paisaje 
cultural es viable, no existe limitación alguna en el ámbito interno o internacional que impida 
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la aplicación de este control al paisaje cultural o a cualquier otra manifestación cultural o 
patrimonial que se produzca en el Estado colombiano o los demás Estados Americanos. 
En este sentido el juez A.A. Cançado Trindade aclara que la indivisibilidad e 
interdependencia de los Derechos Humanos debe materializarse no solo en el ámbito 
doctrinal, sino también en el ámbito operativo. Si bien, los derechos de carácter económico y 
ambiental en el ámbito doctrinal gozan de un sin número de garantías y libertades que deben 
ser respetadas por los estados, en ela ámbito operativo referido directamente a su aplicación 
y control este es un poco corto. Una forma de materializar operativamente esta clase de 
derechos puede ser el control de convencionalidad, como un control que se ejerce de manera 
ex officio y se relaciona directamente con las obligaciones y  deberes de los Estados frente a 
estos derechos.  
Incluso la materialización operativa que permite la aplicación del control de 
convencionalidad podrá considerarse como directa, en razón a que será realizar por el 
funcionario o juez que se encargue directamente dentro de sus competencias de conocer las 
acciones y mecanismos que se están aplicando sobre el paisaje cultural. 
La protección y conservación del Paisaje Cultural más que una obligación del Estado 
Colombiano es un deber, primeramente con los habitantes del paisaje cultural y 
seguidamente con el mundo en general como favorecido de la cultura. La importancia del 
paisaje cultural no radica únicamente en el valor que este representa para Colombia, radica 
en el valor, la identidad y  la tradicionalidad que este representa para todos los pueblos del 
mundo. 
Como se expresó en el desarrollo de la investigación el control de convencionalidad puede 
ser ejercido de dos formas, la primera en el sentido de inaplicar una norma contraria a la 
convención producida en el ámbito interno, o en el sentido de adecuar la norma o actuación 
interna a las garantías de los Derechos Humanos acatando siempre la norma interpretativa y 
el principio pro homine. 
 Esta última es la que debe aplicarse en el paisaje cultural, posibilitando que las autoridades 
que realicen funciones directamente sobre el paisaje cultural realicen una revisión sobre el 
derecho internacional y sobre las obligaciones convencionales identificando consideraciones 
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y recomendaciones actuales sobre el estado de estos derechos y la forma en la cual esta clase 
de derechos podrá preservarse de mejor manera en Estado Colombiano, incluso tomando 
como consideración las sentencias de fondo de la Corte Interamericana en la cual realiza 
recomendaciones a los Estados sobre los deberes que debe acatar para la debida efectividad 
de los Derechos Humanos.  
Para finalizar, es importante recordar que para dar aplicación directa al Control de 
Convencionalidad difuso no existe limitación alguna en la normativa internacional o 
nacional, es posible la aplicación de este, siempre que exista un funcionario competente para 
ejercerlo, si bien es cierto, este control permitirá un real y efectivo desarrollo de los derechos 
culturales y ambientales que se manifiestan en el paisaje cultural su aplicación no puede 
darse de manera inmediata ya que, requiere de profesionales que conozcan el sistema 
interamericano, preferiblemente profesionales en derecho. 
 El ejercicio del control de convencionalidad difuso se hace complejo debido al bajo 
conocimiento que se tiene alrededor del tema, no solo directamente sobre el control, sino 
también sobre los Derechos Humanos y otros sistemas internacionales más allá de la Carta 
Política Colombiana. 
Para posibilitar la aplicación del control de convencionalidad en el paisaje cultural se 
requiere acercar a los servidores públicos y demás encargados del paisaje cultural a los 
Derechos Humanos y los DESCA, evidenciando en ellos que además de los controles 
desarrollados en Colombia y la garantista carta política Colombiana existen otros 
instrumentos internacionales que permiten la protección de los derechos culturales y las 
expresiones culturales, patrimoniales y naturales que se presentan en el territorio 
colombiano. 
El ejercicio del control de convencionalidad difuso no debe ser una imposición para el 
servidor o autoridad pública, en cambio este debe ser un elemento más del que goza para 
generar conservación y sostenibilidad del paisaje. 
Es claro que este control como una estrategia novedosa y moderna no se podrá aplicar de 
manera inmediata, y su integración al paisaje cultural debe darse de manera paulatina, sin 
embargo, el Caso Flores del Campo Vs. Perú (2017) da luces para la aplicación de esta clase 
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de control, en el entendido de que, al lograrse una sentencia de carácter definitivo e 
inapelable sobre un derecho social se refuerza el valor de la Convención Americana y de los 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, permitiendo así considerar que en 
un futuro se presente ante la Comisión Interamericana una violación a un derecho de carácter 
cultural, permitiendo incluso referenciarse al paisaje cultural cafetero y los derechos 





















Es necesario que el Ministerio de Cultura en compañía del gobierno nacional y los gobiernos 
locales hagan una revisión al estado actual de PCC en el cual se consideren los riesgos y 
amenazas que en la actualidad se están producción y como hacerle frente a las necesidades 
del PCC. Es importante hacer una revisión jurídica del PCC teniendo como consideración 
que este es un patrimonio vivo y tangible de importancia no solo para el Estado colombiano, 
sino para la humanidad. Finalmente en esta revisión es importante considerar como el 
derecho internacional y los diferentes instrumentos internacionales son una guía útil para la 
aplicación de parámetros mínimos de conservación y protección de bienes jurídicos. 
Se deben crear en el ámbito nacional, departamental y municipal organismos encargados 
exclusivamente del PCC en los cuales se potencialicen los parámetros internacionales como 
modelos para la protección y conservación del mismo; esto partiendo de la consideración del 
PCC como ente jurídico que reúne infinidad de expresiones culturales y patrimoniales de la 
comunidad cafetera de Colombia.  Si bien el cierto, no es posible dar aplicación inmediata al 
Control de Convencionalidad, si es posible tomar parámetros internacionales que ilustren la 
responsabilidad que el Estado colombiano tiene frente al PCC y sirvan de guía para 
establecer nuevos marcos de protección para el Paisaje Cultural. 
Por otra parte, se requiere incentivar a los profesionales que realizan su labor en la 
conservación del paisaje cultural cafetero en todos los ámbitos, a implementar herramientas 
jurídicas novedosas que respondan a las necesidades reales del paisaje cultural; con la 
finalidad de que reconozcan que existen instrumentos internacionales que ilustran las 
obligaciones del Estado Colombiano frente al paisaje cultural y el patrimonio cultural. 
Permitiendo así que con el paso del tiempo y un debido acompañamiento a los servidores 
públicos y profesionales se pueda aplicar realmente un control de convencionalidad difuso al 
interior del paisaje cultural cafetero y demás expresiones patrimoniales en Colombia.  
Finalmente, debe considerarse como principal herramienta para el desarrollo de la cultura y 
la protección de la identidad cultural de las comunidades, la educación, como bien lo dice la 
UNESCO. Por tal razón, para proteger y preservar el paisaje cultural cafetero de Colombia y 
poder ejercer esta clase de controles sobre el mismo se requiere capacitar primero a los 
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habitantes del paisaje cultural sobre la importancia del paisaje que habitan y como sus 
manifestaciones diarias lo transforman de forma positiva o negativa.  
Para implementar parámetros de conservación amplios y novedosos en el PCC como lo es el 
Control de Convencionalidad se requiere concientizar a todos los actores que participan de 
mismo en su importancia y como es necesario hacer uso de los instrumentos internacionales 
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